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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	08-13287-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Rafael Angel Guillén Elizondo
	01-10-08
	RESTRICCION VEHICULAR

- Decretos Ejecutivos No. 34620-MINAE-MOPT y 34577-MOPT.

Los decretos impugnados regulan lo referente a la restricción vehícular. Estima que al carecer de rango de ley, son inconstitucionales, pues limitan la libertad de tránsito. 



	08-13322-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Marco Antonio Segura Seco

Alcalde de la Municipalidad de Escazú.


	01-10-08
	AGOTAMIENTO DE LA VIA ADMINISTRATIVA EN PROCESOS DE DESPIDO EN MUNICIPALIDADES.

-Artículo 202 inciso 1) del Código Procesal Contencioso Administrativo. Ley No. 8508 del 28-04-2006.

La norma señala que los servidores podrán ser removidos de sus puestos, cuando incurran en las causales de despido que determina el artículo 81 del Código de Trabajo. En caso de que el acto final disponga el despido, podrá apelar ante el concejo municipal, lo cual agotará la vía administrativa. Se acusa que se delega el agotamiento de la vía administrativa al Concejo Municipal y no a un Tribunal del Poder Judicial.



	08-13330-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Olga Hernández Cordero
	02-10-08
	CUANTIA ESTABLECIDA POR CORTE PLENA

-Acuerdo número 37 del 17 de diciembre del 2007 de la Corte Suprema de Justicia. 

-Artículo 10 de la Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. 

Las normas impugnadas fija el monto de todos los juicios de menor cuantía en la suma de dos millones de colones.



	08-13406-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Jesús Trinidad Picado Garro
	03-10-08
	EXTINCION DE LA CONCESIÓN DE TAXI

-Artículo 40 inciso a) de la Ley No. 7969.

-Cláusula XI inciso J del Contrato de Concesión de Taxis.

-Artículo 3.3.21 de la sesión ordinaria 17-2008 del 06 de marzo del 2008 del Consejo de Transporte Público y Normas Conexas.

Se acusa que las normas impugnadas regulan el procedimiento de extinción de la concesión de taxis, por laborar menos de ocho horas diarias, sin autorización del Consejo de Transporte Público. Se acusa que las normas no contemplan causas como incapacidad física u otras. 



	08-13516-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Jorge Enrique  Romero Pérez
	07-10-08
	CONCESIONES DEL RECURSO HIDRICO

-Acuerdo del Consejo de Gobierno No. 092 del 18 de abril del 2008. Publicado en La Gaceta del 05-05-2008. 

El acuerdo impugnado le otorga al MINAE la facultad de conceder concesiones del recurso hídrico a particulares, lo que el recurrente considera violatorio de lo establecido en el artículo 121 inciso 14 y 50 párrafo segundo de la Constitución Política. 



	08-13571-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	María Elena Molina Vargas
	08-10-08
	EXCEPCION A OBLIGACION DE DAR ALIMENTOS A PADRES

-Artículo 173 inciso 7 del Código de Familia. 

La norma impugnada señala que no existe obligación de proporcionar alimentos cuando el demandante haya incumplido los deberes alimentarios respecto a su demandado, si legalmente debió haber cumplido con tal obligación. 



	08-13703-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Sergio Artavia Barrantes y otro

O & r TRUST SERVICES S.A.
	09-10-08
	APELACION DE FONDO DE LAUDOS ARBITRALES

- Artículo 64 y 67 de la Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social. No. 7727.

-Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte, sobre la aplicación e interpretación de esa norma. 

Las normas y la jurisprudencia impugnada no permite una apelación o recurso de fondo, una segunda instancia que revise el laudo arbitral en cuanto al mérito –fondo- y a las normas aplicadazas, sino únicamente en cuento a aspectos formales o de nulidad procesal. 



	08-13678-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José. 


	09-10-08
	SANCION POR RECIBIR HABITUALMENTE COSAS PROVENIENTES DE UN DELITO.

-Artículo 324 del Código Penal. 

La norma señala que “será reprimido con prisión de seis meses a dos años el que, sin promesa anterior al delito, recibiere cosas o bienes de acuerdo con las circunstancias debía presumir provenientes de un delito. Si el autor hiciere de ello un tráfico habitual se le impondrá la respectiva medida de seguridad”. Se indica que según la redacción de la norma no exige dolo directo o genérico. 



	08-13718-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Giovanny Alexis Sancho  Rodríguez
	09-10-08
	SANCIONES A NOTARIOS

-Artículo 161 del Código Notarial.

Considera el recurrente que es inconstitucional por causar indefensión, por cuanto no se ha creado una segunda instancia a favor del notario que es sancionado por la Dirección Nacional de Notariado. 



	08-13814-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Gerardo González Umaña
	13-10-08
	PRUEBA EN MATERIA DE DELITOS SEXUALES

-Artículo 449 párrafo segundo del Código Procesal Penal. 

-Jurisprudencia del Tribunal Penal de Juicio del I Circuito Judicial de San José y la Sala III de la Corte Suprema de Justicia. 

Se acusa que la norma y la jurisprudencia que se impugnan indican que una sentencia condenatoria en materia de delitos sexuales, puede ser fundamentada sólo con el testimonio de la ofendida u ofendido, como prueba directa, única o esencial. 



	08-13918-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Karen Rodríguez Hidalgo
	14-10-08
	FUMIGACION AGRICOLA

-Decreto Ejecutivo No. 34202 del 21-05-2007, que reforma el Reglamento para las actividades de aviación agrícola del 2003.

Se acusa que la norma impugnada varía las barreras forestales para fumigación de 100 metros a 30 metros y las compañías no tienen ninguna barrera forestal, de manera que fumigan plantaciones bananeras y de piña, con meaticidas como macozeb, triasoles, clorofalonil, counter (terbufos), furadan (carbufuran).



	08-13927-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Alberto Baraquiso Leitón
	15-10-08
	RESTRICCION VEHICULAR

-Artículo 2 del Decreto Ejecutivo No. 34577-MOPT, reformado por el Decreto No. 34620-MINAE-MOPT.

El decreto impugnado regula la circulación vehicular por hora y placa en el centro de San José. La reforma exceptúa de la restricción horaria a los vehículos de carga con un peso superior al tipo C2+ (6 toneladas) y se establece la restricción de 6:00 am a 8:30 am y de 4:30 a 19:00 horas. Se considera que hay un exceso de la potestad reglamentaria.



	08-13960-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Bernal Ríos Robles
	15-10-08
	OBLIGACION DE DAR ALIMENTOS

-Artículo 169 del Código de Familia.

Considera el accionante que la norma cuestionada incorpora el principio de solidaridad familiar, que obliga a los parientes a atender en forma mutua, solidaria, correspondiente y recíproca las necesidades vitales de cualquiera de ellos, por medio de la figura procesal litis consorcio necesario, para evitar lesionar el derecho de solidaridad familiar y de protección a la vida de nuestra Constitución, como una extensión al derecho de la personalidad evitándose imponer eventual cargas desproporcionadas o ilegítimas en beneficio desigual con detrimento del principio de solidaridad familiar. 



	08-14008-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Xenia Vargas Bastos
	15-10-08
	RECLAMO DE PRESTACIONES POR PARTE DE HIJOS MAYORES DE EDAD.

-Artículo 85 párrafo segundo del inciso 3) del Código de Trabajo.

La norma señala que las personas comprendidas en los incisos anteriores tienen el mismo derecho individual, y solo en falta de las que indica el inciso anterior, entran las que señala el inciso siguiente”. Se excluye a hijos mayores de edad como beneficiarias de prestaciones del trabajador fallecido.



	08-14010-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Eduardo Irías Mora
	16-10-08
	FIJACION DEL MONTO DE LAS DIETAS A INSTITUCIONES AUTONOMAS

-Artículo 2 de la Ley No. 3065 del 22 de noviembre de 1962.

La norma impugnada señala que los miembros de juntas directivas de las instituciones autónomas y semiautónomas serán remunerados mediante dietas que devengarán por cada sesión a la que asistan. El monto será determinado en el presupuesto de cada institución, el cual no podrá exceder de determinada cantidad. Estima el accionante que la CCSS es una institución autónoma y que determinar el monto de las dietas lesiona el artículo 73 de la Constitución Política. 

  

	08-14082-0007-CO

Consulta Legislativa 


	Ronald Solís Bolaños y otros
	17-10-08
	REFORMAS A LA LEY DE PROPIEDAD INTELECTUAL

-Reforma y adición de varias normas que regulan materias relacionadas con Propiedad Intelectual. Expediente 16995.



	08-14086-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad 


	Mateo Valle Collins

Asociación Iglesia de Dios. 
	17-10-08
	CONDICIONES FISICAS Y SANITARIAS EXIGIDAS PARA OPERACIÓN DE IGLESIAS. 

-Artículos 1, 2, 4, 5, 7, 9, 10, 11, 12, 15, 16, 17, 19, 20, 23, 24, 27 y transitorio primero y segundo del Decreto Ejecutivo No. 33872-S. Publicado en La Gaceta No. 144 del 26-07-2007.

Las normas impugnadas regulan condiciones de espacio físico, sanitarias de los templos de oración. Acusa que es discriminatorio sólo para las iglesias cristinas, pues son regulaciones que no se imponen a la iglesia católica. 



	08-14111-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Tomás  Guevara Calderón
	20-10-08
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA Y TRIBUNALES DE CASACION

-Se acusa que existe una tendencia de los Tribunales a aceptar acusaciones que no cumplen con el artículo 303 inciso b). Se acusa que los  Tribunales de Casación resuelven recursos de revisión cuando previamente han resuelto el recurso de casación. Finalmente acusa que la Sala III suplanta a los Tribunales de Juicio al abocarse a determinar la pena, entre otros.



	08-14154-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Manuel Echandi Meza
	20-10-08
	PARTICIPACION DE DIPUTADOS INDEPENDIENTES EN ELABORACION DEL ORDEN DEL DIA.

-Artículo 36 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. 

La norma impugnada señala que los Jefes de Fracción pueden elaborar el orden del día, que las fracciones pueden incluir los proyectos de su interés, en proporción al número de diputados que representan en la integración total de la Asamblea. Se acusa que el artículo impugnado promueve legisladores de primera y segunda clase, pues considera que discrimina a quienes no pertenecen a las grandes bancadas. 



	08-14206-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Allan Garro Navarro
	21-10-08
	CERTIFICACIÓN DE COBRO EMITIDA POR LA CCSS TIENE CARÁCTER DE TITULO EJECUTIVO.

-Artículo 53 párrafo segundo de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, la frase que dice “cualquiera que sea la naturaleza de la deuda”. No. 17 del 22-10-1943. 

La parte de la norma impugnada señala que la certificación extendida por la Caja, mediante su Jefatura de Cobro Administrativo de la sucursal competente de la Institución, cualquiera que sea la naturaleza de la deuda, tiene carácter de título ejecutivo, una vez firme en sede administrativa. 



	08-14254-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gabriel Sragovicz Guterman

Instacredit S.A.
	21-10-08
	COBRO DE IMPUESTO DE PATENTES EN HEREDIA A LAS ACTIVIDADES FINANCIERAS.

-Artículo 15 inciso a) de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Heredia. No. 7247 del 20-08.1991. 

La norma indica que los bancos y establecimientos financieros, pagarán impuesto de patentes cada trimestre, sobre ingresos por intereses brutos o comisiones o, por ambos, percibidos en el año anterior. 



	08-14303-0007-CO

Consulta Legislativa
	Lisbeth Quesada Tristán

Defensora de los Habitantes
	21-10-08
	MODIFICACION DE LA LEY DE CONCESION DE OPERACIÓN DE MARINAS TURÍSTICAS

-Proyecto de Modificación de varios artículos de la Ley de Concesión de Operación de Marinas  Turísticas. NO. 7744.  Expediente Legislativo No. 14836.



	08-14304-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Enrique Romero Pérez
	22-10-08
	DECLARAN DE INTERES PUBLICO PROYECTO MINERO LAS CRUCITAS

-Decreto Ejecutivo No. 34801 del MINAET

El decreto impugnado declara de interés público y conveniencia nacional el proyecto minero Crucitas, en virtud de lo cual la empresa Industrias Infinito SA podrá proceder a la corta de árboles (inclusive de especies que están vedadas) y al desarrollo de obras de infraestructura en áreas de protección. 



	08-14394-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar Fernández Arguello
	23-10-08
	PROCEDIMIENTOS PARA ADJUDICACION DE TIERRAS POR PARTE DEL IDA.

-Reglamento para la Selección y Asignación de Solicitantes de Tierra. Publicado en La Gaceta No. 38 del 22-02-2008 y su reforma, publicada en La Gaceta No. 155 del 12-08-2008.

-Reglamento Autónomo para la Selección de Beneficiarios. Publicado en La Gaceta No. 32 del 15-02-1994. 

La normativa Se considera que los reglamentos impugnados lesionan el principio de reserva de ley, por cuanto el IDA tiene potestad para dictar reglamentos autónomos de servicio o de organización. 



	08-14441-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel Francisco Baltodano Mena
	24-10-08
	NOMBRAMIENTOS EN EL MEP

-Artículo 33 y 101 del Estatuto de Servicio Civil. 

Se acusa que las normas impugnadas permiten nombramientos políticos que pagan favores, ubicando a simpatizantes políticos, que cumplieron algún objetivo en la campaña política del gobierno de turno. Asegura que este problema se da fundamentalmente en el MEP. 



	08-14452-0007-CO

Consulta Judicial


	Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia


	24-10-08
	CONDENTATORIA PENAL A PESAR DE SOLICITUD DE ABSOLUTORIA DEL MINISTERIO PUBLICO

- Se reclama como violatorio al debido proceso, el que, habiendo solicitado el Ministerio Público, la absolutoria del acusado, el Tribunal dictó sentencia condenatoria. 

	08-14530-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Garro Mora
	27-10-08
	COBRO JUDICIAL

-Artículo 6, punto cinco, inciso b), punto 1) de la ley de Cobro Judicial No. 8624. 

Se alega que la norma permite a la parte actora apelar las excepciones procesales que se declaren con lugar, por el contrario, si se rechazan dichas excepciones la parte demandada no tiene el mismo derecho, lo que considera el recurrente violatorio del artículo 33 de la Constitución Política. 



	08-014623-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Leví Acuña Salazar
	28-10-08
	LIMITACIONES PARA OTORGAMIENTO DE PENSIONES DEL RÉGIMEN NO CONTRIBUTIVO DE LA CCSS.

-Artículo 10 del Reglamento del Programa del Régimen no Contributivo de Pensiones.

La norma impugnada señala que sólo se podrá conceder una pensión del Régimen no Contributivo en un mismo grupo familiar. 

 

	08-14667-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Blanco Rojas
	28-10-08
	APELACION EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTIA.

-Artículo 10 de la Ley 3664 del 05 de enero de 1966. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. 

La Norma impugnada señala que no cabrá recurso alguno contra las resoluciones dictadas en esta clase de juicios, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6. Dicho recurso se admitirá ante el respectivo Juez de Trabajo. Las sentencias dictadas conforme a la presente ley no serán consultables.



	08-14693-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rafael González Ballar

Asociación Ambientalista Justicia para la Naturaleza. 
	30-10-08
	OTORGAMIENTO DE CONCESIONES DEL RECURSO HIDRICO PARA LA GENERACION HIDROELECTRICA.

-Acuerdo del Consejo de Gobierno números 1 y 2 de la sesión No. 92 del 18 de abril del 2008.

-Artículo 29 de la Ley  General de la Administración Pública. 

-Artículo 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

-Resoluciones 0818-2008-AGUAS-MINAE Y 0182-2008-AGUAS-MINAE.

-Acto administrativo de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, que otorga derechos o beneficios a la empresa Hidroeléctrica Aguas Zarcas 002-041-2008 del 04 de julio del 2008, que es permiso precario en bienes de dominio público de rango constitucional y demanialidad de rango constitucional y especial. 

Se acusa que las normas impugnadas han otorgado competencias a un órgano público para otorgar concesiones de explotación de recurso hídrico con fines de producción eléctrica, lo que considera inconstitucional, pues corresponde a la Asamblea Legislativa hacerlo. 



	08-114770-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro Sagot Rodríguez
	31-10-08
	DECLARAN DE INTERES PUBLICO PROYECTO MINERO LAS CRUCITAS

-Decreto Ejecutivo No. 34801 del MINAET del 13-10-08

El decreto impugnado declara de interés público y conveniencia nacional el proyecto minero Crucitas, en virtud de lo cual la empresa Industrias Infinito SA podrá proceder a la corta de árboles (inclusive de especies que están vedadas) y al desarrollo de obras de infraestructura en áreas de protección. Se acusa que el decreto impugnado lesiona el derecho al ambiente.  



	08-14772-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Omar Vindas Corrales
	31-10-08
	SANCIONES A NOTARIOS

-Artículo 139 y 144 del Código Notarial. 

Se acusa que los artículos impugnados contienen tipos amplios que dejan al juez la facultad de decidir cuales conductas pueden ser sancionadas y cuales no y hacen remisiones a normas de jerarquía inferior. 



	08-14820-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Amparo Rojas Murillo.

Asociación Nacional de Jubilados de Obras Públicas y Transportes.


	31-10-08
	TRASPASO DE CUOTAS DE PENSION

-Artículo 22 del Decreto Ejecutivo No. 33080 del 23-05-2006. Publicado en La Gaceta No. 98 del 23 de mayo del 2006. 

-Reglamento a la Ley de Creación de Pensiones a cargo del Presupuesto Nacional de otros Regímenes Especiales No. 7302.

-Reforma a la Ley del Impuesto sobre la Renta. No. 7092 del 21 de abril de 1988.

Las normas impugnadas establecen como requisito para fijar el monto a cancelar de las diferencias adeudadas por traspaso de cuotas de un Régimen de Pensiones a otro, la actualización de la cotización, para posteriormente gozar y disfrutar de la pensión respectiva. Se acusa que el Reglamento estableció un requisito no contemplado en la ley. 



	08-14819-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Roberto Zamora Bolaños
	31-10-08
	TLC ANEXO 3-3. SOBRE FABRICACION DE ARMAS

-Tratado de Libre Comercio República Dominicana, Centroamérica, Estados  Unidos. Ley No. 8622 del 21-11-2007. 

Se impugna en lo referente a la fabricación de armas, en tanto permite el comercio de sustancias que por su propia naturaleza son contrarias a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	08-10783-0007-CO

Voto 2008-14820
	03-10-08
	A las diez horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Automotriz CR/CA Sociedad Anónima, y otra, en contra del artículo 5 de la Ley de impuesto de Patentes de la Municipalidad de Tibás, número 8523 de 30 de junio de 2006. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 07-000843-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	08-12017-0007-CO

Voto 2008-14831
	03-10-08
	A las once horas con cuatro minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en contra del Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá y Protocolo Bilateral entre la República de Costa Rica y la República de Panamá al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá. Por unanimidad se evacua la consulta en el sentido que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el procedimiento legislativo del proyecto de ley "Tratado de libre comercio entre Centroamérica y Panamá y Protocolo bilateral entre la República de Costa Rica y la República de Panamá al Tratado de libre comercio entre Centroamérica y Panamá", expediente legislativo número 16.906.  En cuanto al fondo, por mayoría no se observa vicio que infrinja el Derecho de la Constitución.  Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa. 

Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y evacuan la consulta formulada en el sentido que resultan inconstitucionales, en el proyecto de Ley "Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá y Protocolo Bilateral entre la República de Costa Rica y la República de Panamá al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá", expediente legislativo número 16.906":

a)     el artículo 10.23, con respecto del procedimiento de arbitraje; 

b)    las disposiciones relativas a la Comisión Administradora del Tratado,  que la habilitan para resolver conflictos relativos a la interpretación del tratado, así como para modificarlo;

El Magistrado Armijo Sancho salva su voto y también declara inconstitucionales: 

a)     la definición del territorio costarricense que se establece en ese tratado, y;

b)    los artículos 9.06 (2)(3) del tratado, en cuanto a los reglamentos técnicos extranjeros.

La Magistrada Calzada y el Magistrado Vargas, concuerdan con el voto de mayoría, pero dan razones diferentes respecto a procedimiento de solución de controversias entre inversionista-Estado.-

	08-10784-0007-CO

Voto 2008-14877
	07-10-08
	A las nueve horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alex Solis Fallas contra Moción de orden aprobada por la Asamblea Legislativa en la sesión ordinaria No. 115, celebrada el 13 de diciembre del 2004, mediante la cual fue removido del cargo de Contralor General de la República. Se rechaza de plano la acción. 

Los Magistrados Armijo y Abdelnoour salvan el voto y ordenan dar curso.

	08-04342-0007-CO

Voto 2008-14905
	08-10-08
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Servicios Internacionales de Formación Deportiva S.A. en contra de los Artículos 12 y 70 del Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria. Decreto Ejecutivo Número 29664-H y sus Reformas. Se rechaza de plano la acción.-



	08-10080-0007-CO

Voto 2008-14906
	08-10-08
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Héctor Jiménez Corrales en contra del Artículo 51 del Reglamento de Zonificación del Plan Regulador de la Municipalidad de San Isidro de Heredia. Se rechaza de plano la acción.-



	08-11997-0007-CO

Voto 2008-14907
	08-10-08
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Instacredit S.A. en contra del Artículo 15 Ley de Patentes de la Municipalidad de Heredia. Se rechaza de plano la acción.-



	08-08018-0007-CO

Voto 2008-14908
	08-10-08
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Humberto Loria Arias en contra del Artículo 3 de la Ley de Simplificación y Eficacia Tributaria No. 8114 y Decreto Ejecutivo No.34504-H. Publicado en la Gaceta No.87 del 06-05-2008. Se rechaza de plano la acción.-


	08-09737-0007-CO

Voto 2008-14909
	08-10-08
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Banco Popular y de Desarrollo Comunal en contra del Artículo 81 de la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, legitimación de capitales y actividades conexas, N° 8204. Se rechaza de plano la acción.-


	08-12015-0007-CO

Voto 2008-14910
	08-10-08
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Consuelo Badilla Morales y otro en contra del Artículo 22 del Plan Regulador del Cantón de San Joaquin de Flores. Se rechaza de plano la acción.-


	08-10007-0007-CO

Voto 2008-14911
	08-10-08
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eduardo Jiménez Barrientos en contra del Régimen Jurisprudencial de ganancialidad diferida. Resoluciones 451 de las 10:00 horas del 06-09-2002; 950 de las 8:30 horas del 24-11-2000 y 538 de las 14:40 horas del 24-06-2004, todas de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. Se rechaza de plano la acción.-



	08-07486-0007-CO

Voto 2008-14917
	08-10-08
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Vidriera Centroamericana S.A. en contra del Artículo 19 inciso a) y b) de la ley de Simplificación y Eficacia Tributaria No. 8114 del 04 de julio del 2001 y otras. Se rechaza de plano la acción.-



	08-10252-0007-CO

Voto 2008-14918
	08-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Carlos Castro Murillo en contra de la Jurisprudencia de la Sala Tercera, Artículo 449 párrafo segundo del Código Procesal Penal. Se declara sin lugar la acción.-


	08-07802-0007-CO

Voto 2008-14919
	08-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cristian Roy Cortes Vargas en contra del Art.62 del Código de Deberes J., Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Se rechaza de plano la acción.-



	08-04895-0007-CO

Voto 2008-14920
	08-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Miguel Ángel Valverde Mora en contra de la Norma 66-c de la Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley 7092. Se rechaza de plano la acción.-



	05-16067-0007-CO

Voto 2008-14921
	08-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara de Infocomunicaciones y Tecnología en contra del Decreto Ejecutivo No. 32786-G. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta.  

El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar la acción.-



	04-06799-0007-CO

Voto 2008-14922
	08-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara Nacional de Comerciantes Detallistas y Afines y otro en contra de la Ley 7848 que aprobó el Tratado Marco del Mercado Eléctrico de América Central y su Protocolo. Se declara SIN lugar la acción. 

Las Magistradas Calzada Miranda y Abdelnour Granados, y el Magistrado Jinesta Lobo, salvan el voto y declaran con lugar la acción.-



	08-12354-0007-CO

Voto 2008-14924
	08-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Trabajo de Liberia en lo referente al Voto número 51-2008 de las 15:40 horas del 20 de mayo del 2008, del Tribunal de Trabajo del Primer Circuito Judicial de Guanacaste. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	08-11225-0007-CO

Voto 2008-14925
	08-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Familia de Heredia en lo referente a la Jurisprudencia del Tribunal de Familia, en el sentido de que no es posible litigar en un incidente de pensión alimentaria dentro de un proceso de divorcio, separación judicial o nulidad de matrimonio, sin patrocinio letrado. No ha lugar a evacuar la consulta.-

	08-06348-0007-CO
Voto 2008-15422
	15-10-08
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Guillermo Jiménez Chacón en contra del Reglamento para el Cierre de Negocios por Mora en el Pago de las Cuotas de la Caja Costarricense de Seguro Social, número 7833 del 12 de febrero de 2004. Se rechaza de plano la acción.

	08-11608-0007-CO
Voto 2008-15443
	15-10-08
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Charada Sociedad Anónima, en contra del párrafo final del artículo 65 del Reglamento de la Ley Forestal. Se rechaza de plano la acción.

	08-11052-0007-CO
Voto 2008-15444
	15-10-08
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ana Calderón Murillo en contra de una serie de prácticas patronales relacionadas con el Código de Trabajo. Se rechaza de plano la acción.

	08-07937-0007-CO
Voto 2008-15445
	15-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Annette Verley Alexánder en contra de la modificación del artículo 5 del Reglamento de Cobro Administrativo y Judicial. Se rechaza de plano la acción.-

	08-11119-0007-CO
Voto 2008-15446
	15-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Danny Mena Reyes en contra de la Ley de Creación del Sistema de Emergencias 911 y su Reglamento. Se rechaza de plano la acción.

	08-09127-0007-CO
Voto 2008-15447
	15-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marco F. Feoli Villalobos en contra de los artículos 22, 25 y 27 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres número 8589, publicada en La Gaceta número 103 del 30 de abril de 2008. Se rechaza de plano la acción en cuanto al artículo 27 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres, número 8589 del treinta de mayo del dos mil siete. En cuanto a los artículos 22 y 25 de esa misma Ley, se declara con lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.
Los Magistrados Calzada, Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-

	08-11054-0007-CO
Voto 2008-15448
	15-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ana Calderón Murillo en contra del artículo 136 del Código de Trabajo. Se rechaza de plano la acción.

	08-13814-0007-CO
Voto 2008-15449
	15-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gerardo González Umaña en contra del párrafo segundo del artículo 449 del Código Procesal Penal. Se rechaza de plano la acción.

	08-08342-0007-CO
Voto 2008-15450
	15-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Danilo Rivas Solís en contra de los artículos 154, 161 y 162 del Código Municipal, modificada por el artículo 202 del Código Procesal Contencioso Administrativo. Se rechaza de plano la acción.

	08-11777-0007-CO
Voto 2008-15451
	15-10-08
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Daysi María Chacón Cordero en contra de la Ley de Desconcentración de los Hospitales y Clínicas de la Caja Costarricense de Seguro Social, número 7852. Se rechaza de plano la acción.

	05-03749-0007-CO
Voto 2008-15458
	15-10-08
	A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gerardo Vargas Leiva y otros en contra del artículo 208 bis del Reglamento Interno de la Asamblea Legislativa. Se adiciona la sentencia No. 2008-7687 de las catorce horas cincuenta minutos del siete de mayo de dos mil ocho en el sentido que se rechaza de plano la acción de inconstitucionalidad No. 05-005559-0007-CO. Los Magistrados Vargas Benavides y Cruz Castro salvan el voto y conceden legitimación al accionante Valverde Bermúdez. Por el fondo, el Magistrado Vargas Benavides declara sin lugar la acción y el Magistrado Cruz Castro la declara con lugar.-  

Se corrige el error material en la parte dispositiva en cuanto indica que “Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz, salvan el voto y declaran con lugar la acción.”, en su lugar, se dispone "Se declaran sin lugar las acciones acumuladas. Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz, salvan el voto y declaran con lugar la acción


	07-01244-0007-CO
Voto 2008-15459
	15-10-08
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Central Hidroeléctrica Vara Blanca Sociedad Anónima, en contra de la Ley de Participación de las Cooperativas de Electrificación Rural de las Empresas de Servicios Públicos Municipales (Número 8345). Se rechaza de plano la acción.

	07-08650-0007-CO
Voto 2008-15460
	15-10-08
	A las quince horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Emilio Regidor Umaña en contra del artículo 5 de la Ley de Salarios de la Administración Pública, número 2166. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. Se anulan, por inconstitucionales, la frase "hasta un total de treinta" y la palabra "treinta" del artículo 5° de la Ley de Salarios de la Administración Pública No. 2166 de 9 de octubre de 1957. Esta declaratoria de inconstitucionalidad, para evitar graves dislocaciones de la seguridad jurídica, no tiene efectos retroactivos por lo que se deben respetar las situaciones jurídicas consolidadas. Se dimensionan en el tiempo los efectos de la declaración de inconstitucionalidad en el siguiente sentido: a) La declaratoria de inconstitucionalidad rige a partir de la publicación de las sentencia por lo que podrá ser aplicada a los funcionarios o servidores públicos que, para ese momento, no han cumplido las treinta anualidades; b) en el caso de los servidores públicos que se encuentren en servicio activo y superen las treinta anualidades no podrán pretender las diferencias salariales y sus accesorios con efecto retroactivo, debe el patrono acordar el reajuste de salario a partir de la publicación de la sentencia; c) las personas a quienes se les haya otorgado una pensión o jubilación no podrán pretender su reajuste y sus accesorios con fundamento en la eliminación del tope de las treinta anualidades, incluso, si hubieren laborado más de treinta años; d) quienes estuvieren en la condición anterior y hayan reingresado al servicio activo tampoco podrán pretender el reajuste de la pensión o jubilación o las diferencias salariales, únicamente, el reajuste del salario en el nuevo puesto a partir de la publicación de la sentencia. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Asamblea Legislativa y al Poder Ejecutivo.- 

	08-12552-0007-CO
Voto 2008-15760
	22-10-08
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Alberto Salom Echeverría en lo referente a la “Modificación de varios artículos de la Ley número 7744, Concesión y Operación de Marinas Turísticas”. Por unanimidad, se declara inadmisible la coadyuvancia. Se evacua, por mayoría, la consulta legislativa de constitucionalidad del proyecto de ley "Modificación de varios artículos de la Ley No. 7744, Concesión y Operación de Marinas Turísticas", tramitado bajo el expediente 14.836, en el sentido que existen dos vicios esenciales o sustanciales del procedimiento legislativo, que son los siguientes: a) La falta de consulta obligatoria del proyecto de ley a las municipalidades por la introducción de la moción realizada al artículo 9 de la legislación que se pretende reformar, agregándose un párrafo que indica "(...) Las municipalidades podrán brindar las facilidades para el otorgamiento de las patentes que se requieran, para el buen funcionamiento de los proyectos de marinas que concesionen y, por consiguiente, de los locales comerciales y anexos exigidos por la presente Ley." y b) Infracción al principio de publicidad por la falta de una nueva publicación del proyecto de ley ante la introducción de la moción indicada en el punto anterior. Los Magistrados Mora, Vargas y Certad salvan el voto en cuanto a los vicios esenciales del procedimiento, al estimar que no existen. En cuanto al fondo, por unanimidad, se evacua la consulta de constitucionalidad en el sentido que: a) El artículo 2 del proyecto, cuyo propósito es reformar los artículos  8 y 9 de la Ley de Concesión y Operación de Marinas Turísticas son inconstitucionales, específicamente, los textos propuestos para el artículo 8, inciso d), y el artículo 9, párrafo 5°. Lo anterior, al posponer la presentación de la Evaluación de Impacto Ambiental para después de otorgada la concesión para la construcción, administración y explotación de marinas y atracaderos turísticos, desconociéndose el deber Estatal de proteger, preventivamente, el medio ambiente y por limitar el derecho a la participación ciudadana en la decisión de asuntos relacionados con éste; b) El texto propuesto para el artículo 9, párrafo 6°, es inconstitucional por violentar el principio de la responsabilidad de las Administraciones Públicas implícito en la Norma Fundamental; c) El Transitorio II del proyecto de ley es inconstitucional por violación al artículo 50 de la Constitución Política en tanto se indica lo siguiente "Cuando las actividades se encuentran en operación, no se requerirá realizar una EIA; dichas actividades deberán regirse por el procedimiento establecido para obtener la autorización por parte de la autoridad ambiental correspondiente" y d) El Transitorio IV del proyecto de ley consultado no es inconstitucional. Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa y a los diputados consultantes.

	08-13678-0007-CO
Voto 2008-15761
	22-10-08
	A las catorce horas con treinta y un minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 324 del Código Penal. No ha lugar a evacuar la consulta.

	08-10207-0007-CO
Voto 2008-15762
	22-10-08
	A las catorce horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Transportes Privados Campos Rojas de Sarchí Limitada, en contra del Reglamento para el Otorgamiento de Patentes y Permisos de Funcionamiento de las Instalaciones Dedicadas a Servir como Terminales de la Actividad denominada Porteo. Gaceta número 16 del 23/01/08. Se rechaza de plano la acción.-

	08-07075-0007-CO
Voto 2008-15763
	22-10-08
	A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Aros de Bicicleta de Costa Rica Sociedad Anónima, en contra del Transitorio del Plan Regulador del Cantón de Belén, tomado por acuerdo del Concejo Municipal de Belén, en el artículo 5 de la Sesión Ordinaria número 16-2997, celebrada el 13 de marzo de 2007, publicado en La Gaceta número 59 del 23 de marzo de 2007. Se rechaza de plano la acción.

	08-12077-0007-CO
Voto 2008-15764
	22-10-08
	A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sandra Romero Guerrero en contra del párrafo primero del artículo 17 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. Se rechaza de plano la acción.

	08-09798-0007-CO
Voto 2008-15765
	22-10-08
	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marny Chan Sibaja y Virginia Mondol García en contra del Transitorio I de la Ley número 8461 publicada en La Gaceta número 80 del 26 de abril de 2006, por violentar los artículos 11, 34, 39, 41 y 45 de la Constitución Política. Se rechaza por el fondo la acción.

	08-11387-0007-CO
Voto 2008-15766
	22-10-08
	A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Francisco Izaguirre García en contra del artículo 20 inciso ch) de la Ley de la Jurisdicción Agraria. Se rechaza por el fondo la acción.-

	05-04670-0007-CO
Voto 2008-15767
	22-10-08
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Xinia María Castillo Villalobos en contra del Reglamento sobre Centros Docentes Privados (Decreto Ejecutivo número 24017-MEP). Se declara sin lugar la acción.-

	07-09707-0007-CO
Voto 2008-15774
	22-10-08
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ana Catalina Soto Araya y otro en contra del artículo 138 del Código Electoral, Ley 1536 del 10 de diciembre de 1952 y sus reformas. No ha lugar a la gestión formulada.-

	06-13032-0007-CO
Voto 2008-15775
	22-10-08
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bejuco Inversiones Sociedad Anónima, en contra del artículo 33 inciso 15 de la Ley 7111 Ley de Presupuesto Ordinario, Fiscal y por Programas para el año 1989, y artículos 2 y 54 de la Ley Forestal 7575. No ha lugar a la gestión formulada.

	08-11221-0007-CO
Voto 2008-15776
	22-10-08
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Estela Aguilar Corella en contra de la Ley Orgánica del Ambiente número 7574, y otras normas. No ha lugar a las gestiones formuladas.-

	08-12885-0007-CO
Voto 2008-15777
	22-10-08
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Luis Vargas Vargas en contra del artículo 80 del Código de Trabajo. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 08-008837-0007-CO se tramita ante esta Sala.

	08-14010-0007-CO
Voto 2008-16095
	29-10-08
	A las ocho horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eduardo Iris Mora en contra de la Ley número 3065 de 20 de noviembre de 1962. Se rechaza de plano la acción.

	08-13571-0007-CO
Voto 2008-16096
	29-10-08
	A las ocho horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Elena Molina Vargas en contra del artículo 173 inciso 7) del Código de Familia. Se rechaza de plano la acción.

	08-11477-0007-CO
Voto 2008-16097
	29-10-08
	A las ocho horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Agencia de Logística en Correduría Aduanera (ALCA, Sociedad Anónima) en contra de los artículos 269 y 269 bis de la Ley General de Aduanas. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 06804-2008 de las 17:47 horas del 23 de abril del 2008.

	07-12617-0007-CO
Voto 2008-16098
	29-10-08
	A las ocho horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Ramírez Alfaro en contra del artículo 130 bis del Código Penal. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2008-13852 de las catorce horas treinta y nueve minutos del diecisiete de setiembre del 2008.-

	08-07528-0007-CO
Voto 2008-16099
	29-10-08
	A las ocho horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bárbara Alexis Campos Torres y Linda Victoria Campos en contra del artículo 48, inciso 7), del Código de Familia. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del artículo 48 inciso 7) del Código de Familia que indica "no podrá pedirse sino después de tres años de celebrado el matrimonio y". Por conexidad, se declara inconstitucional el artículo 60 del Código de Familia, únicamente en cuanto dispone que la separación por mutuo consentimiento no podrá pedirse sino después de dos años de verificado el matrimonio. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.

	08-09130-0007-CO
Voto 2008-16100
	29-10-08
	A las ocho horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Murillo Chaves en contra de la Ley de Enriquecimiento Ilícito de los Funcionarios Públicos, Ley 8422 artículo 14 y 15 del Régimen Preventivo de la Corrupción. No ha lugar a la gestión formulada.

	07-13064-0007-CO.
Voto 2008-16466
	30-10-08
	A las veinte horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Elizabeth Alpízar Salazar en contra del artículo 12, inciso c), de la Ley de Asociaciones Cooperativas. Se declara sin lugar la acción interpuesta.

	08-14082-0007-CO
Voto 2008-16221
	30-10-08
	A las dieciséis horas. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Elizabeth Fonseca Corrales y otros en lo referente al Proyecto de Ley número 19655 “Reforma y Adición de varias Normas que regulan materias relacionadas con Propiedad Intelectual”. Por mayoría se evacua la consulta legislativa, en el sentido de que no existen vicios de constitucionalidad de procedimiento, ni de fondo en los aspectos consultados del proyecto de ley "Reforma y Adición de varias normas que regulan materias relacionadas con Propiedad Intelectual" tramitado en el expediente legislativo No. 16.955.-

Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y evacuan la consulta legislativa formulada, en relación con el proyecto de ley No. 16955 que es "Reforma y Adición de varias normas que regulan materias relacionadas con Propiedad Intelectual" de la siguiente manera: 

a) es inconstitucional el trámite de la presente iniciativa legislativa, pues aún persiste el vicio de procedimiento señalado en la sentencia No. 2008-13832, en cuanto a la omisión de consultar el contenido de la reforma al artículo 78 de la Ley No. 7788 de 30 de abril de 1998 a los pueblos indígenas, como es exigido por fuerza del Convenio 169 de la OIT.-

b) es inconstitucional la reforma al inciso 1) del artículo 78 de la Ley No. 7788 de 30 de abril de 1998.-

Comuníquese y notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa y a los diputados consultantes.-

El Magistrado Mora y la Magistrada Abdelnour ponen nota.



	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	08-10660-007-CO


	Fabián Volio Echeverría y Guillermo Solórzano Marín en su condición de apoderados de la empresa INS Valores Puesto de Bolsa, Sociedad Anónima, para que se declaren inconstitucionales los artículos 157 incisos 5) y 6) y 158 incisos 2) y 3) de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, número 7732. 

Resolución de 15:45 horas del 18 de setiembre del 2008

Boletines  Nº 191, 192 y 193 del 03, 06 y 07 de octubre del 2008.


	SANCIONES IMPUESTAS POR SUGEVAL

Las normas se impugnan en cuanto establecen tipos abiertos y sanciones desproporcionadas, que no pueden ser graduadas y que provocan arbitrariedades. Tal circunstancia provoca que faltas simples reciban sanciones de graves a muy graves. La ausencia de proporción y escala de la pena, condiciones inherentes a cualquier sanción, motiva la inconstitucionalidad de aquella. La jurisprudencia de la Sala Constitucional en materia sancionatoria ha indicado que la pena única es inconstitucional pues impide al Juez valorar la relación que existe entre la gravedad de la conducta del acusado y el daño causado. Las normas cuestionadas no cumplen los principios de tipicidad, proporcionalidad y racionalidad, protegidos en el artículo 39 de la Constitución Política, pues no definen las conductas sancionadas, sino que la delegan en reglamentos autónomos dictados por autoridades administrativas. En concreto, los incisos 5) y 6) del artículo 157 contienen disposiciones abiertas, que no describen con precisión la conducta a sancionar. No existe una ley formal y material que defina la relación entre la conducta sancionada y la sanción impuesta ni se ha promulgado un reglamento de la Ley que complete los aspectos en que aquella es omisa. Las normas impugnadas violan asimismo el principio de igualdad. En la normativa que regula el sistema financiero costarricense, existen otras disposiciones aplicables a las entidades financieras y las administradoras privadas de pensiones, que contienen sanciones que pueden ser aplicadas con gradualidad, lo que permite hacer efectivo el ejercicio del derecho de la proporcionalidad.  

	08-10483-007-CO


	Randall Trejos Alvarado y Otros, para que se declaren inconstitucionales: el artículo 34, párrafo segundo, del Reglamento a la Ley de Carrera Docente (decreto ejecutivo número 2235-E-P de 14 de febrero de 1972); el artículo 90 del acta de la sesión número 10-90 de la Conferencia Episcopal de Costa Rica, celebrada el 13 de setiembre de 1990; el "Reglamento sobre el otorgamiento y la revocatoria de la missio canónica", aprobado por la Conferencia Episcopal el 30 de noviembre de 2001 y reformado el 20 de febrero de 2003; y el "Instructivo del Reglamento sobre el otorgamiento y revocatoria de la missio canónica", promulgado por la Conferencia Episcopal de Costa Rica el 20 de febrero de 2003. 

Resolución de 11:35 horas del 23 de setiembre del 2008.

Boletines  Nº 191, 192 y 193 del 03, 06 y 07 de octubre del 2008.


	AUTORIZACION DE LA MISSIO CANONICA PARA PROFESORES DE RELIGION.

Las normas se impugnan en cuanto establecen la obligatoriedad de contar con la autorización previa de la Conferencia Episcopal ("missio canónica") para la selección del personal dedicado a la enseñanza religiosa; la potestad de aquélla de revocar dicha autorización, provocando así -según los promoventes- un despido solapado de docentes; así como la ingerencia de la mencionada Conferencia Episcopal en la designación del Director del Departamento de Educación de la Religión del MEP. En criterio de los accionantes, dichas disposiciones resultan arbitrariamente discriminatorias; violatorias de la dignidad personal, el derecho al trabajo, el derecho a la enseñanza de los educandos en materia religiosa, la libertad de culto, las facultades de las instituciones de educación superior estatal de formar académicamente y expedir títulos con plena validez y eficacia en el país; así como los criterios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad. Además, crean un monopolio privado a favor de la Universidad Católica, que administra la misma Conferencia Episcopal.  

	08-11219-007-CO


	Zianny Ugarte Ulate para que se declare inconstitucional la jurisprudencia del Tribunal de Notariado vertida en los votos números 171-2003, 172-2004, 28-2005, 7-2008, entre otros citados, que interpreta que el plazo para la presentación de los matrimonios civiles que establece el artículo 31 del Código de Familia es de ocho días naturales.
Resolución de 13:40 horas del 26 de setiembre del 2008.

Boletines  Nº 197, 198 y 199 del 13, 14 y 15 de octubre del 2008.


	JURISPRUDENCIA NOTARIAL

-Jurisprudencia del Juzgado y Tribunal Notarial mediante la cual se interpreta que el plazo para la presentación de los matrimonios civiles que establece el artículo 31 del Código de Familia, es de ocho días naturales.



	08-11865-007-CO
	José Andrey Zamora Araya contra el artículo 6 inciso d) del Estatuto de Personal de la Universidad Estatal a Distancia 
Resolución de 13:30 horas del 08 de octubre del 2008
Boletines  Nº 205, 206 y 207 del 23, 24 y 27
 de octubre del 2008.


	REQUISITO DE INGRESO PARA LABORAR EN LA  UNIVERSIDAD ESTATAL A DISTANCIA.

La norma se impugna en cuanto dispone que no pueden laborar en la UNED las personas que sean cónyuges o familiares hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de otros funcionarios que laboren en la misma instancia jerárquica, programa o cátedra; o que tengan relación jerárquica directa. El actor considera que dichas restricciones son discriminatorias y que solo toman en cuenta el parentesco y no que la persona a la que se le aplican posea la preparación académica o los logros profesionales que la califiquen para desempeñar un cargo determinado. Igualmente opina que lesionan el derecho al trabajo de manera arbitraria. 


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN

	FECHA
	VOTO

	197
	13-10-2008
	1) Sentencia 2008-03937

Expediente 07-01190-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Fisher Aragón contra los artículos 22 y 24 del Código Notarial, artículo directriz 03-2001 del Reglamento Registro Nacional de Notariados, artículos 140 y 148, 4 inciso c) y 147 del Código Notarial. Se declara parcialmente CON LUGAR la acción y en consecuencia se anulan las siguiente disposiciones de la Directriz número  03-2001 de las catorce horas treinta minutos del dos de mayo del 2001: a) Del artículo dos inciso dos la frase "siempre y cuando medie una resolución judicial que así lo indique; sin embargo, por ser la inscripción a perpetuidad con efectos erga omnnes, ésta se mantendrá como parte del histórico";  b) Del artículo siete, en el apartado sobre "Sanciones decretadas por autoridades judiciales" la siguientes frase: "Ese asiento no podrá ser objeto de marginales ni cancelaciones alguna"; c) Del artículo 7, apartado sobre "Originados en la Fiscalización" la siguiente frase: "No podrá ser objeto de variación alguna"; d) Se declara sin lugar la acción en relación con los artículos 24, 140, 147 y 148 del Código Notarial en tanto se interprete que todo registro de las sanciones notariales deberá ser cancelado por la autoridad competente al transcurrir diez años después de cumplida la sanción. e) En lo demás se declara sin lugar. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. En consecuencia, deberá la Dirección Nacional de Notariado, cancelar de oficio el registro de todas aquellas sanciones que tengan diez o más años de haber sido cumplidas. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo y a la Dirección Nacional de Notariado. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN

	FECHA
	VOTO

	189, 190, 191
	01, 02, y 03-10-2008
	Sentencia 2008-13436. 

Expediente 08-02532-0007-CO. A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Julio César García Cantón y otro en contra del artículo 16 de la Ley de Determinación de Beneficios Sociales y Económicos para la población afectada por el DBCP. Se declara sin lugar la acción.-

El Magistrado Jinesta pone nota.-


	189, 190, 191
	01, 02, y 03-10-2008
	Sentencia 2008-10734
Expediente 07-15740-0007-CO. A las dieciocho horas. Acción de Inconstitucionalidad. Walter Antillón Montealegre en contra del artículo 67 de la Ley de Migración y Extranjería. Se declara sin lugar la acción.-
El Magistrado Vargas salva el voto y declara con lugar el artículo impugnado.


	197, 198, 199
	13, 14 y 15-10-2008
	Sentencia 2008-14191
Expediente 06-03049-0007-CO. A las diez horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Tecnología Siglo Mágico Sociedad Anónima, en contra de los artículos 2 y 7 del Reglamento Municipal de Alajuelita para Máquinas de Juegos Permitidas, Vídeo Juegos y otras Máquinas (Golosinas, peluches, sorpresas, alimentos, bebidas sin alcohol, básculas y fotografías) publicado en La Gaceta número 49. Se rechaza de plano la acción.-


	197, 198, 199
	13, 14 y 15-10-2008
	Sentencia 2008-14186

Expediente 05-09107-0007-CO. A las nueve horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Pico Blanco de Escazú en contra del Plan Regulador de Escazú. Se rechaza de plano la acción.-


	197, 198, 199
	13, 14 y 15-10-2008
	Sentencia 2008-13850

Expediente 06-01800-0007-CO. A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Chiclera Costarricense Sociedad Anónima, en contra del artículo 54 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Se declara sin lugar la acción.-


	197, 198, 199
	13, 14 y 15-10-2008
	Sentencia 2008-14193

Expediente 06-13183-0007-CO. A las diez horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Roberto Zamora Bolaños en contra del Decreto Ejecutivo número 33240-S del 23 de agosto de 2006. Se declara con lugar la acción. Se anulan los apartados 1200 Extracción de Minerales de Uranio y Torio, 2330 Elaboración de Combustible Nuclear, y 2813 Fabricación de Generadores de Vapor del Anexo #1 del Decreto Ejecutivo #33240-S del 30 de junio del 2006, todo sin perjuicio de lo dicho en el último considerando. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	197, 198, 199
	13, 14 y 15-10-2008
	Sentencia 2008-14192

Expediente 04-10400-0007-CO. A las diez horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. J. Federico Campos Calderón en contra del artículo 114 del Código Penal. Se declara con lugar la acción. Se anula el artículo 114 del Código Penal. En consecuencia, las medidas de seguridad impuestas en aplicación de la norma declarada inconstitucional deben ser dadas por terminadas; sin perjuicio de que los pacientes voluntariamente deseen continuar el tratamiento psiquiátrico que se les brinda, según sus necesidades médicas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

Los Magistrados Mora y Abdelnour declaran sin lugar la acción.-

El Magistrado Vargas declara inconstitucional únicamente la palabra “psiquiátrico” utilizada en la norma impugnada.-



	197, 198, 199
	13, 14 y 15-10-2008
	Sentencia 2008-13851

Expediente 07-10941-0007-CO. A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Helberto Moreira González en contra del Acuerdo 2007-23-006, punto 2, tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica el 19 de junio de 2007. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anula el acuerdo 2007-23-006, punto 2, tomado por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica el 19 de junio de 2007. Por conexidad, también se anula el punto 4 del acuerdo aludido. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. En consecuencia, deberá el Colegio de Abogados de Costa Rica, cancelar de oficio el registro de todas aquellas sanciones que tengan diez o más años de haber sido cumplidas. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

La Magistrada Abdelnour pone nota.-



	197, 198, 199
	13, 14 y 15-10-2008
	Sentencia 2008-13852

Expediente 07-07650-0007-CO. A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 130 bis del Código Penal. Se evacua la consulta judicial formulada en el sentido de que es inconstitucional la siguiente expresión del artículo 130 bis del Código Penal: “Se impondrá pena de quince días a tres meses de prisión a quien tuviere un animal peligroso, sin las condiciones idóneas para garantizar la seguridad de las personas” y, por ende, se anula. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y, publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, y al Instituto Nacional de Criminología. Notifíquese.-

El Magistrado Vargas Benavides salva el voto y evacua la consulta en el sentido que la disposición aludida no vulnera el Derecho de la Constitución.-



	205, 206, 207
	23, 24 y 27-10-2008
	Sentencia 2008-14918

Expediente 08-10252-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Carlos Castro Murillo en contra de la Jurisprudencia de la Sala Tercera, Artículo 449 párrafo segundo del Código Procesal Penal. Se declara sin lugar la acción.-


	210, 211, 212
	30 y 31-10-2008
	Sentencia 2008-15767

Expediente 05-04670-0007-CO. A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Xinia María Castillo Villalobos en contra del Reglamento sobre Centros Docentes Privados (Decreto Ejecutivo número 24017-MEP). Se declara sin lugar la acción.-


	210, 211, 212
	30 y 31-10-2008
	Sentencia 2008-15459

Expediente 07-01244-0007-CO. A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Central Hidroeléctrica Vara Blanca Sociedad Anónima, en contra de la Ley de Participación de las Cooperativas de Electrificación Rural de las Empresas de Servicios Públicos Municipales (Número 8345). Se rechaza de plano la acción.-


	210, 211, 212
	30 y 31-10-2008
	Sentencia 2008-15460

Expediente 07-08650-0007-CO. A las quince horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Emilio Regidor Umaña en contra del artículo 5 de la Ley de Salarios de la Administración Pública, número 2166. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. Se anulan, por inconstitucionales, la frase "hasta un total de treinta" y la palabra "treinta" del artículo 5° de la Ley de Salarios de la Administración Pública No. 2166 de 9 de octubre de 1957. Esta declaratoria de inconstitucionalidad, para evitar graves dislocaciones de la seguridad jurídica, no tiene efectos retroactivos por lo que se deben respetar las situaciones jurídicas consolidadas. Se dimensionan en el tiempo los efectos de la declaración de inconstitucionalidad en el siguiente sentido: a) La declaratoria de inconstitucionalidad rige a partir de la publicación de las sentencia por lo que podrá ser aplicada a los funcionarios o servidores públicos que, para ese momento, no han cumplido las treinta anualidades; b) en el caso de los servidores públicos que se encuentren en servicio activo y superen las treinta anualidades no podrán pretender las diferencias salariales y sus accesorios con efecto retroactivo, debe el patrono acordar el reajuste de salario a partir de la publicación de la sentencia; c) las personas a quienes se les haya otorgado una pensión o jubilación no podrán pretender su reajuste y sus accesorios con fundamento en la eliminación del tope de las treinta anualidades, incluso, si hubieren laborado más de treinta años; d) quienes estuvieren en la condición anterior y hayan reingresado al servicio activo tampoco podrán pretender el reajuste de la pensión o jubilación o las diferencias salariales, únicamente, el reajuste del salario en el nuevo puesto a partir de la publicación de la sentencia. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Asamblea Legislativa y al Poder Ejecutivo.-  



	210, 211, 212
	30 y 31-10-2008
	Sentencia 2008-15447

Expediente 08-09127-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marco F. Feoli Villalobos en contra de los artículos 22, 25 y 27 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres número 8589, publicada en La Gaceta número 103 del 30 de abril de 2008. Se rechaza de plano la acción en cuanto al artículo 27 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres, número 8589 del treinta de mayo del dos mil siete. En cuanto a los artículos 22 y 25 de esa misma Ley, se declara con lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- 

Los Magistrados Calzada, Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	210, 211, 212
	30 y 31-10-2008
	Sentencia 2008-14922

Expediente 04-06799-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara Nacional de Comerciantes Detallistas y Afines y otro en contra de la Ley 7848 que aprobó el Tratado Marco del Mercado Eléctrico de América Central y su Protocolo. Se declara SIN lugar la acción. 

Las Magistradas Calzada Miranda y Abdelnour Granados, y el Magistrado Jinesta Lobo, salvan el voto y declaran con lugar la acción.-



	210, 211, 212
	30 y 31-10-2008
	Sentencia 2008-14921

Expediente 05-16067-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara de Infocomunicaciones y Tecnología en contra del Decreto Ejecutivo No. 32786-G. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta.  

El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar la acción.-
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AMBIENTE 

16445-08. FUNCIONAMIENTO DE SALÓN MULTIUSOS DE  BARRIO DE CAÑAS, GUANACASTE CAUSA CONTAMINACIÓN SÓNICA. La recurrente  acusan que las autoridades recurridas  no han logrado dar una solución efectiva y definitiva al grave problema de contaminación ambiental que les aqueja, y que se produce -tal y como lo tiene por demostrado las autoridades accionadas de la Municipalidad recurrida, y los oficios OPAH-0168-07 del 20 de diciembre del 2007 y ARSCÑ-OPAH-LE-005-08 del 14 de enero del 2008, ambos de la Oficina de Protección al Ambiente Humano recurrida   por el presunto funcionamiento irregular y la contaminación sónica producida por las actividades realizadas en el salón multiusos del Barrio El Castillo de Cañas, Guanacaste.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena la Directora del Área Rectora de Salud de Cañas y Alcaldesa Municipal de Cañas, respectivamente, o a quienes en sus lugares ejerzan sus cargos, coordinar y ejecutar las acciones pertinentes para que de inmediato se solucione, definitivamente, el problema de contaminación sónica que afecta a los, incluso haciendo uso de las potestades que nuestro Ordenamiento Jurídico les otorga, de lo cual deberán informar a la Sala en el plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL
16397-08. ACUSA CONTAMINACIÓN DE NACIENTE POR CONSTRUCCIÓN DEL ICE. El recurrente señala que habita con su grupo familiar en San Jerónimo de Tarrazú y que han utilizado una naciente para abastecimiento de uso doméstico en su casa de habitación. Que acudió ante la  autoridad recurrida, ello a fin de denunciar la contaminación de la naciente por la construcción de una cuneta por parte del Proyecto Hidroeléctrico Pirrís del Instituto Costarricense de Electricidad, obras que presuntamente se realizaron en la parte superior de la naciente. Agrega que unos días de planteada dicha denuncia, acudieron varios servidores del Ministerio de Salud en que supuestamente se realizaron las obras que contaminan la naciente, oportunidad en que dichos funcionarios realizaron una inspección del terreno. No obstante no se ha solucionado el problema.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Regional de la Región de Salud Central Este del Ministerio de Salud, que en el plazo improrrogable de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se ordenen las medidas que técnicamente procedan para solucionar el problema de contaminación denunciado por el amparado. CL
16086-08. SE ACUSA CONTAMINACIÓN AMBIENTAL POR INUNDACIONES QUE PROVOCA EL “CAMPING PURA VIDA” EN SAMARA. Los recurrentes acusan  que las autoridades recurridas no han logrado dar una solución efectiva y definitiva al grave problema de contaminación ambiental que les aqueja a ellos y sus familias, y que se produce  “por el discurrir de servidas y pluviales y rebalse de tanques sépticos y drenajes que provienen del establecimiento denominada “Camping Pura Vida”, propiedad de la empresa Bea de Samara S.A.” (sic), pues,  aducen que se provocan inundaciones en las propiedad aledañas.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Nicoya y al Alcalde Municipal de Nicoya, disponer, de inmediato y de forma conjunta, las medidas necesarias para resolver en forma definitiva el problema de estancamiento de aguas pluviales que aqueja a los recurrentes vecinos de Sámara de Nicoya. Se les ordena, también, a dichas autoridades dar respuesta a las denuncias presentadas el 10  y 21 de agosto del 2007, 29 de mayo del 2008, 6 de junio del 2008 y 26 de junio del 2008, en el improrrogable plazo de cinco días contados a partir de la notificación de esta sentencia. CL
15966-08. ESTANCAMIENTO DE AGUAS PLUVIALES OCASIONADO POR LA OBSTRUCCIÓN DE LAS TUBERÍAS EN LA “CHARCA ANITA” EN GARABITO. Manifiesta el recurrente que su representada es propietaria del condominio denominado "Las Villas Paraíso", ubicado en el Cantón de Garabito, que la Municipalidad del cantón arbitraria e injustificadamente procedió a taponar con lastre, arena y piedra, la salida de las aguas pluviales que desaguan en la llamada Charca Anita, y que venía operando desde hace más de 15 años con los permisos de ley correspondiente, por lo que con este acto arbitrario e ilícito, la Municipalidad recurrida al haber taponado la salida de las aguas pluviales, ha provocado que éstas se estanquen y no fluyan hacia su salida natural, lo que ha ocasionado un desbordamiento dentro del Condominio y las demás propiedades, produciendo daños materiales en carpetas asfálticas, concretos, aceras, jardines, y vías públicas. Además de ello el estancamiento de las aguas malolientes, se convierte en un peligroso criadero del mosquito que produce el dengue, que es muy frecuente en la zona, y a pesar de los ingentes esfuerzos hechos verbalmente ante funcionarios municipales, no ha sido posible que remuevan el material que esta ocasionando la obstrucción citada. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al  Alcalde de la Municipalidad de Garabito, proceder inmediatamente a coordinar acciones a efectos de solucionar de forma definitiva el problema de obstrucción de las tuberías de escorrentía pluvial ocasionado por el relleno con tierra en la Charca Anita, eliminando el riesgo de posibles inundaciones en las casas vecinas. CL
15629-08. CONSTRUCCION DE ESTADIO NACIONAL.  Alega el recurrente que el parque Metropolitano La Sabana Padre Capuí, se ha convertido en el parque central de área metropolitana y único pulmón de la capital. No obstante, se pretende construir un nuevo estadio nacional. Señala que como es público y notorio -según las reiteradas publicaciones realizadas el los diversos medios de comunicación nacional-, el inicio de la construcción del nuevo estadio nacional, está propuesta para el mes de noviembre entrante, pero para realizar dicha obra se ha omitido todo estudio de impacto ambiental, así como vial de las obras, y con ello se lesionan en perjuicio de los habitantes, no sólo el derecho a la salud sino a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Agrega además que con dicha construcción se estaría llevando a cabo una desafectación y reducción del "parque -bosque", cuya variación ni siquiera cabría por reforma de ley especial. Manifiesta que el nuevo estadio no sólo tendrá tres veces más la capacidad del anterior, sino que por su tamaño también requerirá de otras zonas aledañas para la construcción de nuevas calles de acceso, aceras, plazoletas y una mayor área de parqueo, lo cual disminuye en gran parte, el área actual del parque y dividirá a la Sabana en dos pedazos, con las consecuencias negativas "o destructoras" que ello tendrá sobre el mismo y los problemas que se vendrán en relación con la salud, el ambiente y la accesibilidad hacia San José. En este caso, la Sala, declara sin lugar el recurso tomando en consideración que la construcción de un nuevo Estadio Nacional en el sector previsto por el ICODER, no contraría el derecho a la salud ni a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, ni violenta la protección especial de que goza el Parque Metropolitano La Sabana y las instalaciones deportivas que allí se encuentran y que también gozan de protección especial. Se advierte al ICODER tomar nota de la necesidad de contar con todos los permisos necesarios de previo al inicio de la construcción del nuevo Estadio Nacional, incluyendo aquellos de carácter ambiental. Asimismo, se dispuso que el área que se liberará con la construcción del nuevo estadio, sea incluida en el proyecto de arborización del Parque Metropolitano que ejecuta el ICODER. SL
15657-08. AMENAZA DE  RECURSO HIDRICO POR CONSTRUCCIÓN DE PROYECTO URBANISTICO EN SAN ANTONIO DE BELEN. Señala la parte recurrente que en San Antonio de Belén, existe una gran presión por el desarrollo de proyectos urbanísticos e industriales denominado La Ribera Belemita, el cual constituye una gran amenaza sobre el recurso hídrico, así como también pone en peligro el ambiente. Ello ha ocasionado que se busquen criterios científicos técnicos en diversas instituciones, que en sus funciones tienen potestades y responsabilidades en el manejo del recurso hídrico, tales como el Ministerio del Ambiente, SENARA, Acueductos y Alcantarillados, universidades y otras. Que en la Municipalidad de Belén se tramita un permiso de construcción para un proyecto de condominios, constituido por once torres y ciento veintiún apartamentos. A este proyecto no se le brindó disponibilidad de agua a través del acueducto municipal al carecer de este recurso y no contar el acueducto con la infraestructura adecuada para absorber un desarrollo de esas dimensiones. Ante tal situación, el desarrollador pretende abastecerse de agua del pozo AB-1571, sin que para ello se deje la zona de protección de cuarenta metros, tal y como lo establece el artículo 8 de la Ley de Aguas, y lo que es peor, de conformidad con los planos constructivos, se construirá sobre la zona de protección. Que dicho pozo fue perforado desde hace dieciocho años y concesionado para uso doméstico por diez años, no para proyecto urbanístico, además no ha sido evaluado ni inspeccionado y no hay una certificación de su estado en el expediente que al efecto lleva el Departamento de Aguas del MINAE, que determine con certeza absoluta la posibilidad de abastecer de manera sostenida un proyecto de condominio de esa envergadura, sin que cause un daño ambiental. Que el Ministro recurrido, por oficio DM-248-2008 del tres de marzo del dos mil ocho, dirigido al dueño del proyecto del condominio, y con copia al Alcalde de Belén, establece que es a su Ministerio el que le compete establecer el conflicto relacionado con la zona de protección del pozo AB-1571, y que como éste pozo ya tiene una concesión, lo exime de la aplicación de esa regulación. Que para dicha interpretación el Ministro no recurre a criterios técnicos, ni justifica ni fundamenta su decisión.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro del Ambiente y Energía,  al Alcalde Municipal, y al Presidente Municipal, ambos de la Municipalidad de Belén, o a quienes ocupen esos cargos, disponer lo necesario para que se respete la distancia de protección entre el pozo AB-1571 y el proyecto constructivo que aquí ocupa indicada en los oficios GE-049-08, SL-232-2007 y ASUB-452-07, todos del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento. CL
15610-08. PARTICIPACION EN AUDIENCIA PÚBLICA PARA RELLENO SANITARIO EN MIRAMAR DE MONTES DE ORO. Señalan los recurrentes que con la audiencia pública que se realizará para discutir el proyecto de relleno sanitario que se desarrollará en el Proyecto denominado Relleno Sanitario Parque de Tecnología Ambiental Galagarza, el cual se desarrollará en Zagala Vieja de Miramar de Montes de Oro de Puntarenas, no se les ha tomado en cuenta, por cual considera que se han violado sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, que adopte las medidas necesarias para que se notifique a los amparados, en la dirección que estos señalaron en sus escritos de apersonamiento, la resolución en que se señale fecha y lugar para realizar la audiencia pública en el proceso de evaluación de impacto ambiental del proyecto "Relleno Sanitario Parque de Tecnología Ambiental Galagarza", o bien, la respectiva prevención a fin de que los amparados señalen número de fax para atender notificaciones. CL
15420-08. PERMISOS DE CONSTRUCCION DE PROYECTO EN GRECIA. Alegan los recurrentes que la empresa Proyectos Urbanísticos Zion Sociedad Anónima pretende construir uno condominios en el Cantón de Grecia, barrio Santa Gertrudis; no obstante, aseguran que no tienen los permisos respectivos párale  abastecimiento de agua que proviene del Acueducto Valle Azul y están realizando perforaciones de pozos sin permiso autorizado por el MINAE. Se declara parcialmente con lugar el recurso contra el Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía y la Secretaría Técnica Nacional Ambiental. En lo demás, se declara sin lugar el recurso de amparo. CL 

15412-08. PERMISO OTORGADO POR EL MINAE PARA COLOCACION DE TRANSMISORES SATELITALES A TORTUGAS EN EL PARQUE MARINO LAS BAULAS. El recurrente considera que el permiso otorgado por el Sistema Nacional de Áreas de Conservación para la colocación de transmisores satelitales en las tortugas baulas anidantes en el Parque Nacional Marino Las Baulas, durante las temporadas de desove del año dos mil cuatro al dos mil siete violenta tanto la normativa nacional como los convenios internacionales destinados a lo conservación de la flora y fauna a nivel global, debidamente ratificados por nuestro país, pues actualmente existen estudios científicos acerca de los efectos negativos que causan la captura y colocación de transmisores satelitales en muchos animales marinos, dentro de los cuales se incluye la especie mencionada.  Con base en las consideraciones dadas en al sentencia, entiende la Sala que esa especie se encuentra en peligro crítico de extinción, lo cierto es que según el criterio técnico, los transmisores satelitales en cuestión no producen ningún efecto negativo en esa especie y de ahí que no pueda tenerse por acreditada violación constitucional alguna, conforme se expone ampliamente en la sentencia. SL
15315-08. CONSTRUCCIONES SIN EVALUACION AMBIENTAL REALIZADAS EN NARANJO. Acusa  el recurrente, que en terrenos aledaños al suyo se intensificó a mediados del año pasado un movimiento de tierras, el cual se había iniciado desde hace algún tiempo de manera irregular, para iniciar las obras de una Urbanización que se construiría en las mismas. Indica que con el fin de valorar las condiciones en las cuales la Municipalidad de Naranjo había otorgado los permisos para realizar los movimientos de tierra de la Urbanización de Pista Finca Naranjal PFN, SA, se presentó al Departamento de Ingeniería a solicitar que le permitieran el expediente administrativo; sin embargo para su sorpresa el mismo le fue denegado por parte de la Ingeniera Municipal, lo cual le hizo pensar que ni siquiera contaban con expediente alguno.   Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al alcalde de la Municipalidad del cantón de Naranjo que proceda de inmediato a detener cualquier obra que se esté realizando en las fincas con matrículas 2-124274-000 y 2-080331-000, con planos catastrados A-0008530-1971 y A-297020-1978, respectivamente, las cuales no podrán ser reanudadas hasta tanto no se cuente con la viabilidad ambiental otorgada por la Secretaría Técnica Nacional Ambiental -previa aprobación de la evaluación ambiental respectiva- y no se cumplan los demás requisitos exigidos por el ordenamiento. Asimismo, se ordena a ese mismo servidor que en el improrrogable plazo de 4 meses, contado a partir de la notificación de este fallo, coordine lo necesario, tome las medidas pertinentes y ejecute las acciones que se requieran para llevar a cabo un estudio hidrogeológico que determine la vulnerabilidad de los mantos acuíferos y un estudio hidráulico para determinar los caudales máximos presentados en la zona de Calle La Trinidad de San Rafael del cantón de Naranjo. Además, se ordena a ese mismo alcalde que de inmediato coordine y ejecute lo necesario para que proceda a realizar una valoración de la situación de los vecinos de la zona de Calle La Trinidad de Naranjo que se vieron afectados en los últimos dos inviernos por inundaciones y proceda a elaborar un plan de mitigación para esos inconvenientes, esto en el improrrogable plazo de 6 meses, contado a partir de la notificación de la sentencia. CL
15313-08. ACUSA QUE LA MUNICIPALIDAD DE ESCAZÚ INCUMPLE CON LA PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE. El el recurrente manifiesta que tiene una propiedad inmueble en el centro de la ciudad de Escazú. Indica que en el gobierno local accionado incumple su obligación de protección del medio ambiente, pues en los lotes baldíos aledaños han proliferado los criaderos de larvas de zancudos que producen pestes, y está acumulada la basura en las calles y lotes baldíos. Por otra parte, se está produciendo el estancamiento de aguas negras y residuales. Además las lluvias y depósitos de basura ilegales a cielo abierto han causado también el socavamiento de las bases de los inmuebles, provocando derrumbes y destrucción, así como la muerte de personas; aunado a lo anterior señala que faltan desagües, entubamientos o canales adecuados.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa a.i. de la Municipalidad de Escazú, lo siguiente: a) Proceder de inmediato a dictar y ejecutar dentro del ámbito de su competencia, las órdenes necesarias para solucionar en forma definitiva el problema de contaminación aquí mencionado; b) Comunicar a la recurrente en el plazo de 8 días contado a partir de la notificación de esta sentencia, las medidas adoptadas para solucionar el problema de contaminación y; c) Responder la petición de información planteada por la recurrente el 18 de agosto de 2008, en el plazo de 8 días contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL

14791-08. PROBLEMA DE ESTANCAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS PROVOCADO POR LA MUNICIPALIDAD DE CORREDORES EN PROPIEDAD PRIVADA. Manifiesta la recurrente que la Municipalidad recurrida dictó un acto administrativo ordenando encausar las aguas servidas y pluviales de la Ciudadela Villas de Darizar, hacia su propiedad sin ninguna autorización o consentimiento de su parte. Que interpuso una denuncia formal ante la Oficina del Ministerio de Salud en Corredores, en donde expuso su problema de aguas negras, pluviales y en referencia al tiradero de basura en su propiedad, sin embargo no le han dado una solución al problema, además de eso en el mes de marzo, maquinaria de la Municipalidad recurrida irrumpieron en su propiedad sin autorización alguna dañando la cerca y  el alcantarillando de la calle, encauzando de nuevo las aguas negras y llovidas hacia su finca. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por violación al derecho de propiedad. Se le ordena al Alcalde y  a la Promotora Social de la Unidad Técnica de Gestión Vial, ambos de la Municipalidad de Corredores, que lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se solucione el problema de estancamiento de aguas servidas y pluviales en el inmueble de la amparada encausándolas debidamente. Asimismo, se les ordena abstenerse de incurrir en las vías de hecho que dan mérito para estimar este proceso. CL Parcial
14797-08. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL GENERADA POR DEPÓSITO DE BASURA DE CHATARRERA EN UNA ZONA ABIERTA. Aduce la recurrente que presentó una denuncia en contra de una chatarrera, debido a que los camiones descargan grandes cantidades de basura en una zona abierta, lo que  provoca gran contaminación; no obstante, a la fecha de presentación de este recurso, no se han pronunciado al respecto. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora del Área Rectora de Salud La Uruca, Merced, El Carmen, Región Central Sur del Ministerio de Salud, velar por el estricto y oportuno cumplimiento de la orden sanitaria  OPAH-CMU-320-2008-FR. CL.  

14801-08. CONTAMINACIÓN SÓNICA GENERADA POR REALIZACIÓN DE CULTOS RELIGIOSOS. Manifiesta  la recurrente que cerca de su casa se llevan a cabo cultos religiosos  empezando a tempranas horas de la noche y concluyendo a altas horas; que en dicho lugar se incurren en gritos, llantos, cantos y otros, con música  a gran volumen y no dejan descansar. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora Regional a.i. de la Región Huetar Atlántica del Ministerio de Salud, que en el plazo de quince días, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se dictamine técnicamente el nivel y horario del ruido producido por la Iglesia Evangélica de Paraíso, Bananito, Limón y, de justificarse, emita, en forma inmediata posterior al dictamen, las órdenes sanitarias correspondientes. Asimismo, se ordena notificar esta sentencia a la Ministra de Salud, con el fin de que vele por su correcto cumplimiento, y al Alcalde Municipal de Limón, con el propósito de recordarle su deber de vigilar el cumplimiento del horario máximo de las 20:00 horas impuesto al centro religioso objeto del amparo.  CL 
14784-08. DEFICIENCIAS ESTRUCTURALES Y SANITARIAS EN PLANTA FÍSICA DE CENTRO EDUCATIVO. Manifiesta el recurrente que el colegio donde labora se realizó un estudio donde se  concluyó que la planta física del colegio está sumamente deteriorada y que no cuenta con la cantidad suficiente de servicios sanitarios para atender a población estudiantil existente.  Que el Ministerio de Salud visitó el sitio y determinó que la planta física presentaba una serie de condiciones negativas, tales como problemas eléctricos y de aguas pluviales y servidas, así como paredes colapsadas que ponen en peligro tanto su integridad física como la de los estudiantes que cursan sus estudios en ese centro educativo, por lo que se emitió la orden sanitaria respectiva.  Que se envió una nota en la que se explicaba que la Junta Administrativa no contaba con los recursos suficientes ni con los profesionales adecuados para atender la magnitud de la orden sanitaria.  Que personeros del Centro Nacional de Infraestructura Física Educativa (CENIFE) inspeccionaron las instalaciones e indicaron las remodelaciones y construcciones que debían realizarse y sus montos.  Sin embargo, a la fecha, pese al tiempo transcurrido, no sólo no se ha cumplido la orden sanitaria en cuestión por parte del Ministerio de Educación ni ésta ha dado respuesta a las notas presentadas, sino que tampoco el Ministerio de Salud ha ejercido sus competencias para tomar las medidas del caso. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Viceministra Administrativa, al Director de Infraestructura y Equipamiento Educativo, ambos del Ministerio de Educación Pública, que adopten inmediatamente las medidas necesarias para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se solucionen de manera definitiva las deficiencias estructurales y sanitarias que presenta la planta física del Colegio Rodrigo Hernández Vargas, conforme a lo dispuesto en la orden sanitaria número 021-07-S del diecisiete de julio del dos mil siete. Se le ordena a la  Directora a. i. de la Región Central Norte, y a la Directora del Área Rectora de Salud San Rafael-Barva, ambas del Ministerio de Salud, adoptar inmediatamente las medidas necesarias para que se inspeccione de forma periódica el efectivo cumplimiento de la mencionada orden sanitaria, así como adoptar las medidas técnicas que procedan en  resguardo de la vida y salud de los estudiantes y del personal administrativo y docente de dicho centro educativo. CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
16221-08. REFORMAS A LA LEY DE PROPIEDAD INTELECTUAL. Consulta Legislativa de Constitucionalidad en lo referente al Proyecto de Ley número 19655 “Reforma y Adición de varias Normas que regulan materias relacionadas con Propiedad Intelectual”. Reforma y adición de varias normas que regulan materias relacionadas con Propiedad Intelectual. Expediente 16995. Por mayoría se evacua la consulta legislativa, en el sentido de que no existen vicios de constitucionalidad de procedimiento, ni de fondo en los aspectos consultados del proyecto de ley "Reforma y Adición de varias normas que regulan materias relacionadas con Propiedad Intelectual" tramitado en el expediente legislativo No. 16.955. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y evacuan la consulta legislativa formulada, en relación con el proyecto de ley No. 16955 que es "Reforma y Adición de varias normas que regulan materias relacionadas con Propiedad Intelectual" de la siguiente manera: a) es inconstitucional el trámite de la presente iniciativa legislativa, pues aún persiste el vicio de procedimiento señalado en la sentencia No. 2008-13832, en cuanto a la omisión de consultar el contenido de la reforma al artículo 78 de la Ley No. 7788 de 30 de abril de 1998 a los pueblos indígenas, como es exigido por fuerza del Convenio 169 de la OIT. b) es inconstitucional la reforma al inciso 1) del artículo 78 de la Ley No. 7788 de 30 de abril de 1998. Comuníquese y notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa y a los diputados consultantes. El Magistrado Mora y la Magistrada Abdelnour ponen nota.-

15760-08. LEY DE SIMPLIFICACIÓN DE TRÁMITES PARA LA INSTALACIÓN DE MARINAS Y ATRACADEROS. Consulta Legislativa de Constitucionalidad referente a la “Modificación de varios artículos de la Ley número 7744, Concesión y Operación de Marinas Turísticas”. Por unanimidad, se declara inadmisible la coadyuvancia. Se evacua, por mayoría, la consulta legislativa de constitucionalidad del proyecto de ley "Modificación de varios artículos de la Ley No. 7744, Concesión y Operación de Marinas Turísticas", tramitado bajo el expediente 14.836, en el sentido que existen dos vicios esenciales o sustanciales del procedimiento legislativo, que son los siguientes: a) La falta de consulta obligatoria del proyecto de ley a las municipalidades por la introducción de la moción realizada al artículo 9 de la legislación que se pretende reformar, agregándose un párrafo que indica "(...) Las municipalidades podrán brindar las facilidades para el otorgamiento de las patentes que se requieran, para el buen funcionamiento de los proyectos de marinas que concesionen y, por consiguiente, de los locales comerciales y anexos exigidos por la presente Ley." y b) Infracción al principio de publicidad por la falta de una nueva publicación del proyecto de ley ante la introducción de la moción indicada en el punto anterior. Los Magistrados Mora, Vargas y Certad salvan el voto en cuanto a los vicios esenciales del procedimiento, al estimar que no existen. En cuanto al fondo, por unanimidad, se evacua la consulta de constitucionalidad en el sentido que: a) El artículo 2 del proyecto, cuyo propósito es reformar los artículos  8 y 9 de la Ley de Concesión y Operación de Marinas Turísticas son inconstitucionales, específicamente, los textos propuestos para el artículo 8, inciso d), y el artículo 9, párrafo 5°. Lo anterior, al posponer la presentación de la Evaluación de Impacto Ambiental para después de otorgada la concesión para la construcción, administración y explotación de marinas y atracaderos turísticos, desconociéndose el deber Estatal de proteger, preventivamente, el medio ambiente y por limitar el derecho a la participación ciudadana en la decisión de asuntos relacionados con éste; b) El texto propuesto para el artículo 9, párrafo 6°, es inconstitucional por violentar el principio de la responsabilidad de las Administraciones Públicas implícito en la Norma Fundamental; c) El Transitorio II del proyecto de ley es inconstitucional por violación al artículo 50 de la Constitución Política en tanto se indica lo siguiente "Cuando las actividades se encuentran en operación, no se requerirá realizar una EIA; dichas actividades deberán regirse por el procedimiento establecido para obtener la autorización por parte de la autoridad ambiental correspondiente" y d) El Transitorio IV del proyecto de ley consultado no es inconstitucional. Evacuada.
14922-08 MODIFICACION DE TRATADO INTERNACIONAL. MONOPOLIO DEL ICE. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley 7848 que aprobó el Tratado Marco del Mercado Eléctrico de América Central y su Protocolo. La norma se impugna en cuanto  el monopolio de hecho establecido a favor del ICE por el artículo 2 de la Ley 7848, es totalmente contrario a la tesis del Tratado.  Los artículos 1 a 6 claramente disponen que toda Centroamérica operara como un mercado libre de compraventa de energía.  Que los convenios internacionales no pueden ser modificados por la Asamblea Legislativa o el parlamento de ninguno de los estados contratantes, estos órganos gozan de una potestad de tutela pero limitada a la aprobación o improbación del tratado. Se declara sin lugar la acción.  Las Magistradas Calzada Miranda y Abdelnour Granados, y el Magistrado Jinesta Lobo, salvan el voto y declaran con lugar la acción. SL

14877-08 REMOCIÓN DE CONTRALOR SIN DEBIDO PROCESO. Acción de Inconstitucionalidad contra Moción de orden aprobada por la Asamblea Legislativa en la sesión ordinaria No. 115, celebrada el 13 de diciembre del 2004. Se acusa que fue removido del cargo, sin haber incurrido en ninguna de las causales que establece el artículo 183 párrafo tercero de la Constitución Política y con quebranto de las garantías del debido proceso. Se impugna  el acuerdo tomado por la Asamblea Legislativa en sesión ordinaria número 115 del 13 de diciembre del 2004, que dispuso separarlo de su cargo de Contralor General de la República. Ciertamente, un acto de esa índole es combatible en la vía de amparo, en el caso de que su adopción comportare la violación o amenaza de violación de los derechos fundamentales del recurrente. El rechazo que aquí se pronuncia se basa exclusivamente en motivos formales, originados en una interposición defectuosa de la acción. Recuérdese, finalmente, que conforme al artículo 87 de la ley de esta jurisdicción, las resoluciones que deniegan una acción únicamente surten efecto entre las partes en el caso concreto y no producen cosa juzgada. . Se rechaza de plano la acción.  Los Magistrados Armijo y Abdelnoour salvan el voto y ordenan dar curso. RP

14831-08. TRATADO DE LIBRE COMERCIO CON PANAMA. Consulta Legislativa referente a la ,"Aprobación del Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá y del Protocolo Bilateral entre la República de Costa Rica y la República de Panamá al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá.  Por unanimidad se evacua la consulta en el sentido que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el procedimiento legislativo del proyecto de ley "Tratado de libre comercio entre Centroamérica y Panamá y Protocolo bilateral entre la República de Costa Rica y la República de Panamá al Tratado de libre comercio entre Centroamérica y Panamá", expediente legislativo número 16.906. En cuanto al fondo, por mayoría no se observa vicio que infrinja el Derecho de la Constitución.  Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y evacuan la consulta formulada en el sentido que resultan inconstitucionales, en el proyecto de Ley "Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá y Protocolo Bilateral entre la República de Costa Rica y la República de Panamá al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá", expediente legislativo número 16.906": “a) el artículo 10.23, con respecto del procedimiento de arbitraje; b)    las disposiciones relativas a la Comisión Administradora del Tratado, que la habilitan para resolver conflictos relativos a la interpretación del tratado, así como para modificarlo. El Magistrado Armijo Sancho salva su voto y también declara inconstitucionales: a)-la definición del territorio costarricense que se establece en ese tratado, y; b) los artículos 9.06 (2)(3) del tratado, en cuanto a los reglamentos técnicos extranjeros. La Magistrada Calzada y el Magistrado Vargas, concuerdan con el voto de mayoría, pero dan razones diferentes respecto a procedimiento de solución de controversias entre inversionista-Estado. Evacuada
COLEGIOS PROFESIONALES
14880-08. SANCIÓN DISCIPLINARIA IMPUESTA POR EL COLEGIO DE PSICÓLOGOS. El recurrente acusa que el Colegio de Psicólogos de Costa Rica le impone una sanción disciplinaria que califica de desproporcionada,  avalada por la Junta Directiva de ese Colegio,  consistente en la de suspensión temporal por un año por identificarse como psicóloga clínica sin estar inscrita como tal, y cuatro años por impericia, negligencia e imprudencia, para un total de cinco años de suspensión.  Aduce que la Ley no  contempla la sanción de suspensión temporal y que no existe norma alguna que sancione la hipótesis de personas que, siendo especialistas en una rama de la Psicología, no hayan procedido, por las razones que sea, a inscribir su especialidad en el Colegio de Psicólogos de Costa Rica, lo que implica un vicio de ausencia de tipicidad. Señala la Sala  que  la eventual prescripción de la potestad disciplinaria en el caso de la amparada, es un asunto de mera legalidad que no compete dilucidar en esta sede. Añade que las conductas sancionadas son descritas en el Código de Ética Profesional, que es la normativa que desarrolla el cuerpo legal indicado y que ha debido ser aprobado por la Asamblea General Extraordinaria; asimismo, fundamentó el órgano competente en forma debida el monto de la sanción, sin que competa a esta Sala cuestionarlo ya que no excede los parámetros de proporcionalidad y razonabilidad, atendiendo a la gravedad del asunto y sus consecuencias. Se declara sin Lugar el recurso. Se citan sentencias 15-90, 2001-10198, 2006-08497,  09389-01, 7631-01. SL

COMERCIO
16391-08. PANADERÍA CONTIGUA A SU CASA PERTURBA SU TRANQUILIDAD NOCTURNA. La recurrente presentó ante el Área Rectora de Salud de Heredia y la Municipalidad de Heredia denuncias respecto a la instalación de una panadería en la casa adjunta a su propiedad, donde emanan malos olores constantemente, además, que en las noches dado las vibraciones producidas por la mezcladora de harina casi no puede dormir.  Indica que tales hechos han generado un detrimento en su salud y la de su familia, en razón de que presentan náuseas y dolores de cabezas.   Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Heredia, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, que inmediatamente, gire las órdenes necesarias a efecto que se realice la medición sónica en la panadería Victoreli y, en caso de encontrar alguna irregularidad respecto a los límites de ruido permitidos, adopte las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia, para solucionar esa situación. CL
CONTRATOS O LICITACIONES
14921-08. ELIMINACIÓN DE PROCEDIMIENTO DE CONCURSO PARA OTORGAR DERECHO DE USO DE ESPECTRO ELECTROMAGNÉTICO. Acción de Inconstitucionalidad contra del Decreto Ejecutivo No. 32786-G. Sostiene la Asociación accionante, que la reforma al artículo 22 del Reglamento de Radiocomunicaciones elimina el procedimiento de concurso para otorgar el derecho de uso del espectro electromagnético para el servicio de televisión o audio por suscripción. El nuevo texto del artículo permite que por un simple acto administrativo, el mismo Poder Ejecutivo otorgue tal permiso. Siendo que el espectro electromagnético es un bien demanial, el artículo 182 de la Constitución exige el concurso público para que pueda se explotado por particulares.   Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad interpuesta. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar la acción. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

16381-08.  ACUSAN FALTA DE PREPARACIÓN ADECUADA EN MATERIA DE INGLES. Las recurrentes interponen son estudiantes de decimosegundo año en el centro educativo accionado. Señalan que durante el presente curso lectivo no recibieron una preparación académica adecuada en la materia de inglés, unido al hecho de que los exámenes en esa materia no fueron debidamente programados, razón por la que no obtuvieron el nivel exigido para efectuar la prueba de bachillerato en esa materia, y por ende, reprobaron la misma. Refieren que se les debía aplicar una adecuación curricular o apoyo académico en su caso, y de esa forma se les autoriza a continuar con su proceso educativo, dado que se encontraban en control prenatal, hospitalización para nacimiento y períodos de convalecencia por maternidad. Aducen que lo acusado puede ser el resultado de un tipo de discriminación por su estado o su condición de madres.  Se declara con lugar el recurso por violación al derecho a la educación debido a la falta de nombramiento del sustituto de la profesora de enseñanza del idioma inglés en el Colegio Técnico Profesional Venecia durante el período del diez de febrero al 20 de abril, ambos del 2008. CL

15948-08. SANCION SIN DEBIDO PROCESO. Manifiesta la amparada que cursa  octavo año en el colegio recurrido. Aduce que el veinte de agosto del presente año se le anuló la prueba de ciencias, porque le encontró un papel en su mano, el cual, supuestamente, contenía información de la materia de examen. En virtud de ello, la profesora recurrida remitió nota a la madre de la alumna para informarle lo ocurrido, además de indicarle que debido a la conducta de la menor se le aplicaría la calificación mínima de la escala, es decir, un punto. Considera la recurrente que se lesionó el derecho de defensa, pues se procedió aplicarle la nota mínima sin el debido proceso.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción impuesta a la amparada, el veintiséis de agosto de dos mil ocho por la Profesora de Ciencias del Colegio La Asunción. CL
15767-08. REGULACION A LA EDUCACION PRIVADA. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Reglamento sobre Centros Docentes Privados (Decreto Ejecutivo número 24017-MEP). Acusan los accionantes  que mediante un reglamento se pretende reglamentar el derecho a la educación, garantizado en la Constitución. (edad, programas, facultad de inspección, etc). Entre otras razones desarrolladas en la sentencia, considera la Sala que las disposiciones atacadas tienen por fin asegurar a través de la fiscalización de los órganos competentes que la enseñanza privada que se imparte, exigir a estas instituciones contar con requisitos mínimos de funcionamiento no riñe con la libertad de enseñanza, sino que es propio de las potestades de vigilancia y supervisión de que goza el Estado para garantizar requisitos mínimos de currículum de estos centros. Por estas y otras razones, se dispone declarar sin lugar la acción. SL

15632-08. TRASLADO DE CURSO POR MOTIVOS RELIGIOSOS. Señala la parte recurrente que es Adventista del Sétimo Día desde su nacimiento y en su religión se les enseña a guardar el día sábado como reposo, por lo que solicita a la autoridad recurrida no se le programen cursos los días sábado esto por su religión, por lo que solicita se le cambie el horario de la materia Asepsia. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Rector y Directora de la Carrera de Psicología de la Universidad Católica de Costa Rica, reprogramar en forma inmediata el curso denominado "Asepsia" al amparado, de tal manera que no se le impida disfrutar del día de reposo devocional de su credo -del ocaso del día viernes al ocaso del día sábado. CL 
10706-08. ADECUACIÓN CURRICULAR Indica la parte recurrente que su hijo es alumno de la Escuela Carlos Sanabria Mora;  tiene trece años de edad; sufre de un retardo mental moderado y disfunción neurológica, diagnosticado y certificado en el Hospital Nacional Psiquiátrico; en varias oportunidades ha solicitado la adecuación curricular significativa para él, pues la amerita, sin embargo el Ministerio, Departamento de Educación Especial, la han rechazado a pesar de que en la Escuela le han hecho expediente donde constan todos los requisitos que se necesitan. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. CL
15326-08. LE OBLIGAN A REALIZAR EXÁMENES EN DÍA SÁBADO, AUN EN CONTRA DE SU RELIGIÓN. La recurrente acude a esta Sala en tutela de su derecho fundamental a la libertad religiosa, toda vez que en la Universidad de Ciencias Médicas UCIMED, debe  presentar exámenes los días sábado,  lo que le es prohibido según la religión que practica, sea la Adventista. Aclara la Sala que si bien el cierto la recurrente firmó un contrato en el cual se indicaba que los horarios de la actividad académica en general pueden  desarrollarse dentro de los siete días de la semana, lo cierto del caso es que ninguna disposición de índole contractual podrá de manera alguna ser contraria al Derecho de la Constitución. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Rector y al Director de Estudios, ambos  de la Universidad de Ciencias Médicas UCIMED,  disponer lo necesario para que la recurrente pueda cursar sus estudios en esa Universidad, programando sus exámenes en días distintos del sábado, con suficiente antelación. CL
15323-08. SUSPENDEN A SUS HIJOS DE CENTRO EDUCATIVO POR FALTA DE PAGO Y TAMPOCO LE ENTREGAN DOCUMENTOS PARA TRASLADARLOS A OTRO CENTRO. Reclama la recurrente que por diversos motivos no ha cumplido con el pago al centro educativo recurrido, de las mensualidades correspondientes de abril, mayo, junio y julio, razón por la cual sus hijos fueron suspendidos de la Escuela y tampoco le quieren entregar los documentos para hacer un traslado a una escuela pública.   Considera este Tribunal Constitucional, que los centros educativos privados no están obligados a brindar el servicio si los padres de familia no han cumplido con la contraprestación pecuniaria a la que se han obligado; sin embargo, la suspensión de los servicios educativos de manera alguna puede ser intempestiva ni arbitraria y en todo momento debe el centro  garantizar al educando que puede continuar con su formación educativa en otro centro, público o privado.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de la Escuela y Kinder Mi Tía Panchita que, de inmediato, facilite a la recurrente los documentos que sean necesarios para que pueda trasladar a los menores amparados a otro centro educativo, sin perjuicio de ese centro educativo interponga las acciones legales correspondientes para recuperar las sumas dejadas de cancelar por concepto de morosidad en los pagos de la colegiatura.  CL
15334-08.  POR PROBLEMAS DE SÍNDROME DE ASPERGER NO LO ACEPTAN EN LECCIONES DE MATEMÁTICAS. Manifiesta el recurrente que su hijo, quien padece de Síndrome de Asperger cursa el sexto grado en la Escuela Quince de Agosto, ubicada en Tirreses de Curridabat. Que su hijo protagonizó un cuadro de descontrol y se alteró, ofendió y pateó al profesor. Indica que lo anterior ocurrió debido a que otro estudiante lo anotó por mala disciplina en la lección de artes plásticas y el profesor indicó que a los niños apuntados les quitaría su recreo por una semana. Señala que el profesor manifestó verbalmente la negativa de aceptar el ingreso de su hijo a sus lecciones de matemáticas, ciencias y agricultura, por esa razón no recibe regularmente lecciones desde el 7 de agosto del 2008. Añade que la escuela no tiene otras opciones para su hijo debido a que presenta graves problemas para adaptarse con las personas que no conoce. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Centro Educativo de Atención Prioritaria Quince de Agosto, adoptar de manera inmediata las medidas que sean necesarias, dentro del ámbito de su competencia, para que al menor amparado le sea impartida la materia correspondiente a las lecciones de Ciencias, Matemática y Agricultura que perdió debido a la situación alegada, así como aplicar las recomendaciones que brinde la Asesora Nacional de Educación Especial para adecuar el proceso educativo al amparado, de acuerdo con su situación particular. CL
15308-08. ACUSA QUE NO LES ENTREGAN BECAS A ESTUDIANTES.   Señalan los  recurrentes que  son estudiantes del Instituto Profesional de Educación Comunitaria de Santa Bárbara de Heredia, y desde el principio del año escolar cumplieron los requisitos para ser acreedores a una beca para enfrentar la dura situación, en cuanto a pasajes, materiales escolares, trabajos etc. Indican que algunas son madres, y a la fecha no han recibido el beneficio citado a pesar de que toda la documentación fue entregada conforme correspondía a la entidad recurrida. Alega que lo anterior es violatorio del derecho a la educación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Fondo Nacional de Becas, adoptar de manera inmediata las medidas que sean necesarias, dentro del ámbito de su competencia, para que a las amparadas les sea comunicada la resolución de la solicitud presentada y se les deposite el monto correspondiente a la beca otorgada. CL

DERECHO A LA INFORMACIÓN

16423-08. DENEGATORIA DE INFORMACIÓN DE INTERÉS PÚBLICO. Manifiesta que el 9 de septiembre de 2008 presentó una solicitud de información, de carácter público,  ante el Director de Gestión y Evaluación de la Calidad del Ministerio de Educación Pública. Señala que en la solicitud no pidió ningún dato personal o sensible, sino que se le indicara el nombre del Centro Educativo de Secundaria, el folio y el tomo en que se refleja un título de Secundaria que presentó un cierta persona, quien al menos en grado de probabilidad, habría presentado el título de bachiller para ingresar a laborar al Ministerio de Educación de forma irregular, pues dicho título necesitó del aval de uno de los abogados de la División de Control de Calidad. Argumenta que fundó su solicitud en lo dispuesto en el artículo 30 constitucional y en que se trata de un dato relacionado con un funcionario del sector público que tiene a cargo la formación de jóvenes en un Colegio de la zona de Limón. Menciona que la información solicitada es en aras de la transparencia y la eficiencia administrativa, e investigar si es cierto o no que el sujeto mencionado presentó un título falso para laborar como educador. Alega que en la respuesta, se le denegó la información de manera ilegítima, pues tratándose de un funcionario público que se dedica a la actividad pública, los datos solicitados no son considerados secretos de Estado ni materia sensible.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Gestión y Evaluación de Calidad del Ministerio de Educación Pública, que en el término improrrogable de ocho días, contado a partir de la notificación de esta resolución,  brinde al amparado la información que solicitó. CL
16392-08. NIEGAN INFORMACION SOBRE TARJETAHABIENTES. Alega el recurrente que solicitó en nombre de la Asociación de Consumidores de Costa  Rica a la SUGEF, información relacionada con el mercado de tarjetas de crédito en el país, concretamente Cantidad de tarjetahabientes de cada banco y del total de bancos del país, las  que se encuentra en estado de morosidad, regulaciones que imponen las casas extranjeras a los emisores de tarjetas en el país”, datos que le fueron negados parcialmente, pues sólo se le dio una parte de la información. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Superintendente General de Entidades Financieras, que inmediatamente, le proporcione al recurrente la información relacionada con el número de tarjetahabientes de la totalidad de bancos del país. CL
16053-08. NIEGAN INFORMACION DE SU INTERES EN LA MUNICIPALIDAD DE TIBAS. Alega el recurrente que el 4 de agosto de 2008, solicitó a los Jefes de Proveeduría, Contabilidad y Tesorería, todos de la Municipalidad de Tibás la entrega de una información, específicamente copia de un listado de las contrataciones realizadas por la administración municipal, la cual le es necesaria para documentar un expediente de investigación que se encuentra realizando, producto de su función como Regidor del Concejo Municipal. Manifiesta que dicha solicitud sólo fue entregada por el Departamento de Tesorería. Alega que tanto el Departamento de Proveeduría como el de Contabilidad y acogiéndose a una directriz emanada de la alcaldía, de forma antojadiza e ilegal, se le indicó: "[...] Le ruego se conforme con lo entregado personalmente por Tesorería porque los otros Departamentos tienen instrucciones mías que no lo hagan [...]". Considera que la forma de actuar del alcalde recurrido, constituye una lesión a sus derechos fundamentales ya que necesita la información de los tres departamentos para cotejarlas y poder determinar si todo se encuentra en orden. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal, y Jefe del Departamento de Proveeduría, ambos de la Municipalidad de Tibás, emitir las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias a fin de brindar la información solicitada por el recurrente en su nota del cuatro de agosto de dos mil ocho, dentro del plazo de diez días, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL
15753-08. CITA PARA ACCESO A EXPEDIENTES ADMINISTRATIVOS. Manifiesta el recurrente que hizo solicitud ante la Dirección Nacional de Migración, para el acceso a tres expedientes administrativos que requiere y, se le otorgó cita para dentro de un mes. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. CL 

14795-08. NIEGAN ACCESO A COPIA DE INFORME AMBIENTAL. Manifiesta el recurrente que la Coordinadora del Programa de Gestión Ambiental (Prograi) de la Universidad de Costa Rica, les solicitó colaboración relacionada con los estudios de FEDEMUR (Federación Regional del Este) sobre el Relleno Sanitario de Río Azul y se les hizo entrega de la información solicitada. Sin embargo, al conocer de manera extraoficial del informe final efectuado por el Programa de Gestión Ambiental de la Universidad de Costa Rica no se les entregó copia de dicho informe final y decidieron solicitarlo; no obstante,  se le indicó que debían acudir al Ministerio de Salud para que se les suministrara la información que requerían. Posteriormente se le solicitó a la Comisión de Rellenos Sanitarios, se les otorgara copia de dicho informe final sobre el cierre técnico del Relleno Sanitario de Río Azul, el cual fue elaborado por la Universidad de Costa Rica, a la fecha no se ha obtenido  la información requerida. Se declara con lugar el recurso, se  le ordena a la Ministra de Salud, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para facilitar, inmediatamente, el acceso al promovente al informe realizado por las autoridades del Pro Grai de la Universidad de Costa Rica, sobre el funcionamiento del relleno sanitario de Río Azul. CL
DERECHO A LA SALUD

16398-08. NO LE ASIGNAN CITA MEDICA PARA CIRUGÍA DE REEMPLAZO TOTAL DE CADERA. La recurrente señala que se le practicó una operación en el servicio de Ortopedia del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia. Agrega que después de la operación continuó con dolor fuerte de rodilla, por lo que el  jefe del Servicio de Ortopedia del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, le diagnóstico una Dx Coxartrosis izquierda y señaló cita para dentro de cuatro meses.  El once de setiembre del dos mil siete, el  Jefe del Servicio de Ortopedia del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia,   le diagnosticó Artrosis Lumbar, cadera y rodilla,  le asignó una cita para dentro de cuatro meses.   Señala que el veintidós de enero del dos mil ocho, le atendieron de nuevo y se le indicó que su padecimiento requería un reemplazo total de cadera.  Alega que desde esa fecha,  no le han dado una nueva cita médica, únicamente visitas al servicio de Ortopedia del Hospital Dr. Calderón Guardia,  a fin de determinar si le programaban la cirugía o si quedaba algún campo para realizarla, lo cual aceptó.   Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Director General, al Médico Asistente Especialista en Ortopedia y al Jefe de la Sección de Cirugía el último, todos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, que dispongan lo necesario para que el día 08 de diciembre del 2008, conforme ya se programó en cumplimiento de la medida cautelar, la recurrente, sea valorada en ese centro hospitalario y ahí mismo se determine el tratamiento y el tiempo de espera razonable para realizarle el procedimiento médico que requiera. Los Magistrados Vargas Benavides y Cruz Castro salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
16400-08. DENEGATORIA DE SUMINISTRO DE MEDICAMENTO. La recurrente  señala que necesita el suministro de un medicamento que se llama Trastuzumab, Carboplatino y docetaxel.    Señala que el Comité central de  Farmacoterapia,  analizó su caso y  le hizo ver que la institución realizó el proceso de compra con base al planteamiento del Consejo Nacional del Cáncer,  para dar respuesta a aquellos pacientes en adyuvancia por un período de un año de tratamiento con Trastuzumab y los que se alejen de dicha referencia, como  es su caso,  se modificarían las proyecciones  y las coberturas programadas. Alega que la necesidad del uso de dichos medicamentos,  es con el objetivo de reducir el riesgo de cardiotoxicidad a largo plazo,  por ser una persona  en edad productiva, con hijos, trabajo y una vida por delante.   Considera que la negativa de recibir dicho medicamento, violenta su derecho a la salud.  Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Presidente Ejecutivo y a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, o a quienes ocupen esos cargos, adoptar las medidas necesarias y girar las instrucciones correspondientes para que a la recurrente, se le suministre de inmediato y de acuerdo con la regla del consentimiento informado, el tratamiento que fue solicitado en el oficio CLF.HSJD: 1.302-07-2.008 del Comité Local de Farmacoterapia del Hospital San Juan de Dios, en las dosis y durante el plazo ahí determinado, bajo la responsabilidad profesional del médico tratante de la paciente y con la debida supervisión médica. CL
15956-08. NIEGAN MEDICAMENTO. Expresa la recurrente que su madre fue trasladada de emergencia al Hospital San Rafael de Alajuela el dos de setiembre del año en curso, permaneciendo en observación durante dos días, posteriormente es internada en el Salón de Medicina de Mujeres con un cuadro de infección renal y esófago, además, mucha fiebre.  Manifiesta que antes de este internamiento su madre había estado internada en el Hospital Blanco Cervantes, producto de ocho derrames, meningitis e infección renal, producto de los derrames perdió facultades de movimiento, pero no el estado de conciencia.  En fecha treinta de setiembre del año en curso, fue intervenida quirurgicamente,  posteriormente el Médico de Turno, detectó una infección en las úlceras y una vez efectuado el cultivo se determinó la existencia de la bacteria llamada Seudomona, habiéndola adquirido en el Hospital San Rafael de Alajuela, y resultando sensible al antibiótico Piperacilina Tatoloactam. Indica que se efectuó el pedido y el envío del Protocolo al Infectólogo del Hospital México, quien no autorizó su aplicación, a pesar de que la Caja Costarricense de Seguro Social tiene el producto. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Director General del Hospital San Rafael de Alajuela, coordinar las medidas y acciones administrativas correspondientes a fin que, de inmediato, se le suministre a la amparada el medicamento Piperacilina Tatoloactam, bajo la estricta responsabilidad de su médico tratante. CL
15737-08. SE ORDENA A LA CCSS COMPRAR VACUNAS DEL NEUMOCOCO A PARTIR DEL 2009. Alega la recurrente que su hija necesita que se le aplique las vacunas  del neumococo, rotavirus y hepatitis A), sin embargo se ha presentado en varias oportunidades a dos centros hospitalarios de la Caja Costarricense de Seguro Social, donde le indicaron que esas vacunas no las proporcionaban y que  debía adquirirlas por fuera, aduce que no posee recursos económicos para costear su compra. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se  le ordena a la Ministra de Salud y Presidenta de la Comisión Nacional de Vacunación y Epidemiología; a la Gerente Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social; al Director General del Hospital Rafael Ángel Calderón Guardia; disponer las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias, para que de inmediato se aplique la vacuna contra el neumococo a la menor amparada, bajo las condiciones establecidas por la Comisión Nacional de Vacunación y Epidemiología; así como la realización de los trámites pertinentes para hacer efectiva la universalización de la vacuna contra el neumococo y el Rotavirus, se realice la compra de ambas vacunas a partir del año 2009, se inicie la compaña de vacunación correspondiente y la modificación del listado oficial de vacunas del esquema básico de vacunación que consta en el artículo dieciocho del Reglamento a la Ley Nacional de Vacunación. CL Parcial
15724-08. SUSPENSION DE MEDICAMENTO. Manifiesta la recurrente que debido a su enfermedad  coronaria y luego de efectuadas las valoraciones médicas se le recetó el medicamento llamado Plavix que tienen la función de anticoagulante. Que en el mes de julio del  presente año gestionó ante la Unidad de Cardiología del Hospital San Juan de Dios, la emisión de recetas adicionales con los medicamentos requeridos para el tratamiento de su enfermedad coronaria, no obstante se le indicó que ya no requería del  medicamento y que el plazo por el cual se había recetado ya había transcurrido. Sostiene que dicho medicamento no se prescribió por un tiempo determinado y que es de uso permanente para tratar su condición de salud. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, adoptar en forma inmediata las medidas y girar las órdenes a fin de que la amparada reciba el tratamiento que requiere, según su médico tratante.  CL

15748-08. ATRASO EN CIRUGIA POR FALTA DE EQUIPO. Manifiesta  el recurrente  que es portador de “Taquicardia Sinusual “debido a un mal congénito. Que fue remitido a la Clínica de Arritmias Cardiacas del Hospital Calderón Guardia y una vez abierto su expediente se ordenó la realización de una prueba Holtter  pero luego se le informó que la Caja no tenía ese equipo, por lo que  debía pagar el servicio en la Clínica Bíblica, a lo que accedió. Que presentó los resultados a la Clínica de Arritmias Cardiacas del Hospital Calderón Guardia y en una de las consultas se le informó que definitivamente no había medicamento para eliminar su padecimiento, y su única opción era someterse a una operación denominada Ablación, que es un cateterismo para el cual se ocupa un equipo especial.  Que se le informó que la Clínica de Arritmias del Calderón Guardia y, en general, la Caja Costarricense de Seguro Social no cuenta con el equipo para realizar esa intervención quirúrgica. Que solicitó el traslado de expediente al Hospital México, y se le indicó que había cerca de 1.500 pacientes antes que estaban esperando ser operados y que la Caja Costarricense del Seguro Social no había comprado aún el equipo. Pese a la insistencia de pacientes  la Gerencia Médica del Hospital México y, por consiguiente la Caja Costarricense del Seguro Social, no realizan actividad alguna para adquirir los catéteres y equipo moderno (polígrafo) que se requiere para realizar las intervenciones quirúrgicas e insisten en que se debe esperar. Se declara con lugar el recurso. Se  le ordena al Presidente Ejecutivo y al Director General del Hospital México, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que adopten las medidas que sean necesarias para que al recurrente se le realice el procedimiento de ablación en la fecha en que se ha programado y se establezca de manera definitiva el tratamiento posterior que requiere para atender su padecimiento según la recomendación y responsabilidad de su médico tratante.  CL
15750-08. CITA MÉDICA PARA CIRUGIA. Manifiesta el amparado que desde hace tres meses se le diagnosticó cáncer en la próstata y que a la fecha no le han otorgado ninguna cita  de valoración  o  estudio alguno sobre su caso para tratar su padecimiento. Se declara con lugar el recurso. Se  le ordena  a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, disponer en forma inmediata lo necesario para que al amparado se le realice efectivamente la intervención quirúrgica que requiere, según el criterio de su Médico tratante, y adoptar las medidas necesarias dentro del ámbito de su competencia, a fin de resolver el problema de las listas de espera que se presentan en el Servicio de Urología de ese centro médico.  CL
15749-08.  RETARDO EN PRACTICAR CIRUGÍA. Indica el recurrente que es un adulto mayor y que desde el año 2005 está a la espera de que se le realice una cirugía en sus rodillas, para tratar su padecimiento. Señala que le dieron cita el 26 de octubre de 2007, para que le efectuaran la cirugía prescrita por su Médico tratante, en el Hospital Calderón Guardia, lo cual no sucedió. Alega que después de tres años desde la primera cita, el seis de marzo del presente año le hacen nuevamente exámenes en ambas rodillas, supuestamente de manera urgente para tomar y reportar de inmediato, con el objeto de ser operado, no obstante, de ese Hospital lo devolvieron a su casa, y le manifestó la secretaria de Ortopedia que lo llamarían para realizarle la cirugía, y hasta el día de hoy no lo han llamado, ni se ha programado la operación. Manifiesta que en tres ocasiones lo devuelven a su casa desde el Hospital Calderón Guardia, sin tomar en cuenta su edad, la lejanía de su hogar y su condición. Se  declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General, al Jefe de Cirugía y al  Jefe del Servicio de Ortopedia, todos del Hospital Rafael Ángel Calderón Guardia, que adopten las medidas necesarias para que al amparado se le realice la cirugía de reemplazo total de rodilla en la fecha programada y se establezca el tratamiento posterior que requiere para atender su padecimiento según la recomendación y responsabilidad de su médico tratante.  CL

15653-08. MEDICAMENTO. Argumenta la amparada que fue diagnosticada con cáncer de mama derecha a finales del año pasado, y recibió en el Hospital San Juan de Dios tratamiento de quimioterapia, luego fue intervenida quirúrgicamente, momento en que se le realizó una mastectomía radical derecha. Explica que como parte del tratamiento del cáncer de mama. Alega que el tratamiento que deberá aplicársele es la Bomba de Cobalto, pese a que los médicos de Oncología y de radioterapia consideraron que es candidata para acelerador lineal. Acusa que la denegatoria del tratamiento atenta contra el derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Gerente de la Gerencia Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social y a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones para que, de forma inmediata, se le brinde a la amparada, el tratamiento de radioterapia con acelerador lineal prescrito el día 1° de septiembre de 2008 por los médicos de los Servicios de Oncología Quirúrgica, Oncología Médica y Radioterapia, todos del Hospital San Juan de Dios, bajo la responsabilidad de éstos. CL.
15399-08. CIRUGÍA. Señala el recurrente  que desde el 30 de mayo de 2007 se le diagnosticó una hernia en la ingle izquierda, la cual debía ser operada en el Hospital Monseñor Sanabria de Puntarenas.  Señala que la cita para cirugía se la han reprogramado en varias ocasiones por falta de cupo, incluso el 22 de mayo del año en curso se le suspendió la operación programada, pese a tener todos los exámenes correspondientes listos. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director General del Hospital Monseñor Sanabria de Puntarenas, que gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata se disponga practicarle al amparado el procedimiento médico que requiere, bajo la estricta responsabilidad del médico tratante, quien atiende al amparado en el Hospital Monseñor Sanabria de Puntarenas. CL

15398-08. FALTA DE HEMATOLOGOS EN CCSS EN HORAS NO HABILES. Alega la recurrente que es paciente del Servicio de Hematología del Hospital recurrido, por lo que requiere de constante atención médica, así como otros usuarios del servicio; no obstante, el Hospital recurrido no dispone de médicos especialistas en Hematología después de las dieciséis horas, así como la falta de éstos en días feriados y fines de semana, de modo que no le brinda la atención oportuna que necesita. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
15434-08. MEDICAMENTO. Alega el recurrente que desde hace varios años a su hijo se le brinda atención en los centros médicos accionados,  toda vez que se le diagnosticó epilepsia refractaria. Refiere que el médico tratante del amparado le prescribió el medicamento denominado “Trileptal 300 –Oxcarbazepin”.  Sin embargo, aduce que los recurridos se niegan en brindarle el dicho, agrega que el amparado carece de medicamentos para tratar su padecimiento, lo que estima violentado su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, y al Director Médico de la Clínica Marcial Rodríguez Conejo, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que de inmediato se suministre al amparado el medicamento Oxcarbazepina, según los criterios esgrimidos por el médico tratante del tutelado. CL
15433-08. CIRUGIA. Indica el recurrente, que se ordenó que se le realizara una cirugía en sus dos hombros. Señala que el diecinueve de mayo del presente año, entregó personalmente una carta ante la  Dirección Médica del hospital recurrido, por medio de la cual solicitó la realización de dicha cirugía, debido a que su estado de salud ha empeorado; no obstante, hasta la fecha su caso no se le no ha sido resuelto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Medico del Hospital Escalante Pradilla, que debe tomar las medidas necesarias para que al amparado se le realice la cirugía que requiere según el criterio de su médico tratante, y adoptar las medidas necesarias dentro del ámbito de su competencia, a fin de resolver el problema de las listas de espera que se presenta en el Servicio de Ortopedia del Hospital Escalante Pradilla. Los Magistrados Mora, Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
15305-08. DENEGATORIA DE MEDICAMENTO.  La recurrente acude en defensa de su derecho a la salud toda vez que las autoridades de salud recurridas no le suministran el medicamento que requiere – Arimidex. - pese a que se efectuó la solicitud y se demostraron los efectos secundarios que le provoca el anastrazol 1 mg tableta recubierta fabricado por Cipla Ltda (India) –medicamento que se le prescribe actualmente.   Se declara con lugar el recurso. En consecuencia,  se ordena a la Directora del Servicio de Farmacia la primera y  de Directora General la segunda, ambas  del Hospital San Juan de Dios de la Caja Costarricense de Seguro, girar las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que en FORMA  INMEDIATA se le entregue a la recurrente M.G.A.M. el tratamiento "Arimidex", bajo la estricta responsabilidad del médico tratante. CL

15000-08. DENEGATORIA DE PROVEER LO NECESARIO PARA ADQUISICIÓN DE CARDIODESFIBRILADOR.   El recurrente presenta el recurso porque considera que se ha violado, en perjuicio de su esposa, el derecho a la salud y a acceder de manera oportuna y expedita a los servicios de salud, pues a su juicio no se ha proveído lo necesario para adquirir el cardiodesfibrilador de una forma más expedita, a pesar de que se ordenó su envío desde el veintiséis de marzo de dos mil ocho. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director General del Hospital Dr. Rafael Angel Calderón Guardia, que disponga lo necesario a fin de que coordine inmediatamente la compra y programación de forma cierta y precisa de la fecha en que se le hará el implante del nuevo cadiodesfibrilador que la amparado necesita -según criterio de su médico tratante. CL

14866-08. NO HACEN OPERACIÓN POR FALTA DE ESPACIO. El recurrente señala que desde abril del 2006 no le dan citas a la amparada, la cual presenta un desgaste en la cadera izquierda, ya han pasado dos años y no la atienden. Señala  que la misma necesita ser internada y operada, ya que el dolor no le permite ni dormir. Indica que cada vez que se presentan a solicitar cita para su internamiento, nada más les dicen que no hay campo y que vuelvan dentro de seis meses.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General, al Jefe de la Sección de Cirugía y al Jefe del Servicio de Ortopedia, todos  del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, que adopten las medidas que sean necesarias para que a la amparada se le realice la cirugía de reemplazo total de cadera izquierda en la fecha en que se ha programado y se establezca de manera definitiva el tratamiento posterior que requiere para atender su padecimiento según la recomendación y responsabilidad de su médico tratante. Los Magistrados Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL

14840-08. DEBEN UTILIZAR INTÉRPRETE DE LENGUAJE LESCO EN ATENCIÓN MÉDICA DE LA CCSS. Indica el recurrente que durante la consulta médica en la Clínica Doctor Solón Núñez Frutos no estuvo presente una interprete en el idioma de Lesco con el fin de que pudiera entender lo dicho por la Doctora, que aún y cuando le señalo que no entendía lo que decía en razón de ser una persona sorda, continúo hablando sin tomar en consideración su situación.  Señala que se le prescribió el medicamento denominado Vontrol para atender sus problemas de vértigo, no obstante, se le hace entrega de gravol, medicamento que contrario a solucionar su condición de salud, le ha generado efectos secundarios.  Menciona que debido a sus padecimientos y por no contar con los audífonos retroauriculares, su estado de salud se ha desmejorado.  Refiere que ha mandado varias notas a la Directora de dicho Centro Médico con el fin de dar solución a su problema y exponer el incumplimiento de deberes y lesión a sus derechos, dado que no se le presta la atención médica que requiere con asistencia de un intérprete.  Sin embargo, no se han tomado las medidas del caso a efecto de brindarle la atención médica, medicamentos y asistencia que requiere para atender adecuadamente sus padecimientos. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena  a la Directora Médica de la Clínica Dr. Solón Núñez Frutos, que tome las medidas necesarias y oportunas para que se le asigne al recurrente un intérprete en lenguaje Lesco en aquellas citas futuras, a fin que pueda comunicarse debidamente con el médico especialista que corresponda. CL Parcial
14788 08. RETARDO EN RESOLVER DENUNCIA POR FOTOTOXICIDAD. Alega la recurrente  que presentó ante el encargado de Control de Residuos de Plaguicidas del Ministerio de Agricultura y Ganadería, una denuncia en relación con la autorización y venta de un agroquímico que al ser utilizado, presentó problemas de “fototoxicidad”. Que dicha autoridad manifestó que enviaría a un funcionario para que recogiera las muestras de las plantas afectadas, no obstante, ello nunca ocurrió. Posteriormente entregó al encargado del Departamento de Fiscalización del Servicio Fitosanitario, varias muestras del producto en cuestión, con el objeto de examinar las etiquetas que tenían las distintas presentaciones del producto y la correspondencia con su contenido. Señala que se determinó que dicho agroquímico no estaba inscrito ante la Unidad de Registro del Servicio Fitosanitario, razón por la cual se le indicó que debía presentar la denuncia ante el Ministerio de Salud, lo cual hizo desde el siete de mayo pasado, no obstante lo anterior, a la fecha su denuncia no ha sido resuelta. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director Regional de la Región de Salud Central Este del Ministerio de Salud, girar inmediatamente, las órdenes necesarias para que se inspeccione los agroexpendios de esa región y se decomise los productos BUSAN 1009 y BUSAN 100 que se encuentren a la venta. Se les ordena a la Directora, Encargado de la Unidad Técnica de Control de Agroinsumos y Registro de aplicación del Servicio Fitosanitario y Encargado de la Unidad de Residuos del Departamento de Insumos Agrícolas, todos del Servicio del Fitosanitario del Estado, que coordinen lo necesario dentro del ámbito de su competencia, para que se realice el análisis fitotóxico del BUSAN 1009 solicitado por la recurrente.CL

DERECHO DE PROPIEDAD

15946-08 DESBORDAMIENTO DE AGUA OCASIONA DAÑOS A INMUEBLE EN ALAJUELITA.  Manifiesta el recurrente que hace aproximadamente ocho o nueve años el Alcalde Municipal de Alajuelita, desvió el recurrido natural de unas aguas fluviales causando que éstas bajaran por varios terrenos y desaguaran finalmente en una finca propiedad de su padre,  lo cual ha causado daños incalculables a las tres casas construidas en dicho inmueble, en especial a la suya.  Señala que dichas casas de habitación fueron construidas con los respectivos permisos, por cuanto al momento de construirse no existía el recorrido de esas aguas.  Que la Defensoría de los Habitantes decidió que  lo ocurrido era responsabilidad de la Municipalidad recurrida e incluso se dispuso que ésta debía enviarles los materiales a fin de colocar una tubería con mayor capacidad y otros, así como reconocerles el 50% de los gastos, no obstante eso no se cumplió, por lo que han transcurrido los años  y no se le ha solucionado el problema denunciado. Se declara con lugar el recurso se le ordena al  Alcalde de la Municipalidad de Alajuelita y al Vicepresidente del Consejo de Administración del Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI), respectivamente, ejecutar con base en los estudios técnicos pertinentes, las obras que resulten necesarias a fin de eliminar en forma definitiva y eficiente el desbordamiento de agua que ocasiona daños al inmueble de la amparada, todo en el plazo improrrogable de dos meses contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL

15978-08. REALIZAN COMPARECENCIA ORAL A LA QUE NO ASISTIÓ POR  ENCONTRARSE PRIVADO DE LIBERTAD. Manifiesta el recurrente que el Instituto de Desarrollo Agrario dio inició al procedimiento de revocatoria y nulidad del título número 2007-A-042 en su contra y de otra,  respecto a la parcela número 13 y el lote número 15 del Asentamiento Pacuarito. Señala que en dicho acto se indicó en forma expresa que debía comparecer en forma personal y no por medio de apoderado a una comparecencia oral y privada; sin embargo, dado que se encuentra privado de libertad tal requerimiento resulta arbitrario y lesivo a sus derechos al debido proceso y defensa, dado que no se garantizó su presencia a dicha diligencia y que la Junta Directiva del Instituto accionado acordó revocar el traspaso de la parcela a favor del amparado y el exhorto de los derechos sobre el inmueble a favor nuevamente del Instituto recurrido.   Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las catorce horas del veintiséis de noviembre de dos mil siete, suscrita por la Asesoría Legal, Región Brunca, San Isidro de Pérez Zeledón del Instituto de Desarrollo Agrario y todos los demás actos que se dictaron con posterioridad a esta resolución dentro del Procedimiento de Revocatoria y Nulidad de título número 074-2004. CL

15306-08. IMPUGNA DESALOJO ADMINISTRATIVO INCOADO EN SU CONTRA POR SU MADRE. La recurrente acude en amparo cuestionando la resolución del Ministerio de Seguridad Pública que acogió una gestión de desalojo administrativo incoada en su contra por su madre, dado que, en su criterio, no se tomó en consideración el vínculo que posee ella con sus hermanos, quiénes habitan con ella en ese inmueble, en virtud de que por medio de una sentencia judicial se le concedió el deposito judicial en su favor.   Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Ministra de Seguridad Pública, suspender el desalojo administrativo hasta tanto se determine en la vía jurisdiccional, mediante sentencia firme, si le asiste algún derecho de posesión en la que habita con sus hermanos. CL
15272-08. ACUSA INSPECCIONES EN TERRENO DE SU PROPIEDAD SIN PREVIA NOTIFICACIÓN POR PARTE DE LA MUNICIPALIDAD. Señala recurrenteque  su representada es la propietaria de un inmueble y acusa que un funcionario del Concejo Municipal recurrido en compañía de otro servidor, ingresaron a la propiedad sin contar con autorización de la amparada y realizaron estudios técnicos de inspección y medición, siendo que igualmente le indicaron a los trabajadores que la municipalidad iba a construir una calle pública sobre ese inmueble. Alega que las inspecciones del terreno antes mencionadas fueron realizadas sin previa notificación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Tome nota el Concejo Municipal de Distrito de Cóbano de lo dispuesto en el V considerando de esta sentencia. SL
14778-08. PROBLEMAS DE AGUAS NEGRAS Y PLUVIALES EN FINCAS PRIVADAS. Indica el recurrente que la autoridad recurrida encausó las aguas negras y pluviales provenientes de la calle lastrada y predios vecinos sin ningún estudio técnico o de ingeniería, y las encausó hacia la mitad o centro de los terrenos que administra, causando una inundación en dichos predios, lo que en poco tiempo de persistir ese daño, ocasionará el ahogamiento por exceso de anegación de todos los árboles frutales y el alejamiento de los eventuales clientes que están comprando lotes. Que con el objeto de buscar una solución al problema se efectuó un  estudio para el encauzamiento de dichas aguas y tener una solución satisfactoria para todos los vecinos y propietarios de fincas. Una vez obtenido el criterio técnico-profesional, se apersonó ante la accionada y expuso el problema ocasionado por el encausamiento de las aguas, pero lo cierto es que no obtuvo una solución positiva. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Presidenta del Concejo Municipal de Distrito de Paquera, Alcaldesa de la Municipalidad de Puntarenas, y Ministra de Obras Públicas y Transportes, que de manera inmediata, construyan las obras requeridas para que las aguas sean encauzadas de forma correcta y no ingresen en un volumen irrazonable a los inmuebles de las amparadas. CL  

14775-08. DESALOJO DE LOCAL COMERCIAL PARA PUESTA EN POSESIÓN SIN DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que funcionarios de la Municipalidad recurrida procedieron a abrir el local que utiliza para el comercio, rompiendo los candados puestos en la puerta corrediza de metal y se llevaron todas sus pertenencias, herramientas y trabajos de sus clientes, pues se dedica a la joyería, relojería y cerrajería. Señala que al presentarse al local se le informó que ello consistía en un acta de puesta en posesión del local, proveniente de una orden administrativa emitida por el Ministerio de Seguridad Pública dentro de un proceso administrativo de desahucio promovido por el Alcalde de la Municipalidad de Pococí en su contra. Agrega que nunca fue debidamente notificado del trámite, ni se le dio audiencia o traslado del proceso. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Ministra de Seguridad Pública, notificarle al amparado, la resolución No. 2642-08-D.M. de las 13:30 hrs. de 9 de julio de 2008, para que ejerza el derecho a la defensa y al debido proceso.  CL
DERECHO DE TRABAJO
16448-08. OMISIÓN DE SACAR A CONCURSO PUESTOS DE ASESORES SUPERVISORES DE EDUCACIÓN. Alega el recurrente la violación de su derecho de acceso a los cargos públicos en igualdad de condiciones, pues desde el año 2005 el Ministerio de Educación Pública no saca a concurso los puestos de Asesores Supervisores de Educación y Asesores Específicos, en un aparente acuerdo con el Servicio Civil. Menciona específicamente las Asesorías de Supervisión Educativa de los Circuitos Escolares 05-02-01 de la Dirección Regional de Enseñanza de Puriscal.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, remitir a la Dirección General de Servicio Civil los pedimentos de personal de los puestos administrativo docente y técnico docente en el plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta resolución, a fin de que la Dirección General de Servicio Civil realice el concurso correspondiente. CL
16434-08. TRASLADO DE PUESTO ALTERA SUS CONDICIONES  DE TRABAJO, SALARIO Y HORARIO. El  recurrente señala que se desempeña como asistente en Admisión del Hospital de Guápiles.  Que los funcionarios recurridos, como reacción a una denuncia que ha hecho sobre el nombramiento irregular de un compañero de trabajo,  lo trasladan de puesto, con el argumento que el mismo se dispone para el mejoramiento en el clima laboral y una reorganización de personal. Que tiene casi quince años de laborar en el horario que tiene y de tener el salario que recibe, pero de una forma arbitraria y más bien como una sanción, unilateralmente la Administración le altera su condición de trabajo, horario y salario.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula el oficio número JRMHG-0110-2008 del 18 de setiembre de 2008, de la Jefatura de REDES del Hospital de Guápiles, en cuanto ordena el traslado del recurrente. En lo demás se desestima el amparo. CL
16428-08. IMPOSICIÓN DE AMONESTACIÓN POR ESCRITO SIN EL DEBIDO PROCESO. El recurrente considera violado su derecho al debido proceso porque el coordinador de la Sede de Heredia del Colegio Nacional a Distancia, le impuso una amonestación por escrito, sin darle previamente derecho al debido proceso.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la amonestación escrita que se le impuso al amparado mediante CH-056-2008 del 22 de junio del 2008. CL
16415-08. SUSPENSIÓN DE PAGO DE PLUS SALARIAL SIN EXPLICACIÓN NI COMUNICACIÓN PREVIA. Las recurrentes manifiesta que desde hace ocho años aproximadamente se les ha venido pagando un plus una vez al año, denominado índice de Desarrollo Social o Zona de Menor Desarrollo, el cual ha venido a representar una cantidad sustancial de dinero en sus salarios, ya que representa un salario base más por año. Que sin explicación o comunicación previa alguna se les suspendió el pago de dicho plus, afectando sus patrimonios económicos familiares. Se declara con lugar el recurso, únicamente, por violación al principio de intangibilidad de los actos propios. Se ordena a al Ministro y al Director de Recursos Humanos, ambos del Ministerio de Educación Pública, o a quienes ocupen esos cargos, dejar sin efecto, de inmediato, la supresión del Incentivo de Zona de Menor Desarrollo de las recurrentes. CL
16399-08. DEFENSOR PÚBLICO EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. El  recurrente alega que en el procedimiento disciplinario establecido en su contra por la Secretaría General del Organismo de Investigación Judicial, solicitó el nombramiento de un defensor público para que lo representara. No obstante, por resolución de las trece horas con cinco minutos del diecisiete de setiembre se rechazó su gestión bajo el argumento de que la falta por la cual se le estaba investigando, no era un asunto relacionado directamente con el ejercicio de sus funciones, ello de conformidad con lo dispuesto por el artículo 152 del la Ley Orgánica del Poder Judicial y en la resolución número 16570-2006 de esta Sala. Alega que no cuenta con los recursos económicos para pagar un abogado  particular que lo represente, además de que la falta por la cual se le sigue el referido procedimiento disciplinario, se refiere a una ausencia de dos días a su trabajo -supuestamente injustificada-, lo cual de haberse producido ocasionaría una afectación en el servicio público que presta en su sección. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de la Secretaría General del Organismo de Investigación Judicial de las 13:05 hrs. de 17 de septiembre de 2008, que rechazó la designación del defensor público solicitado por el amparado. Se le advierte al Secretario General del Organismo de Investigación Judicial, o a quien ejerza ese cargo, abstenerse de incurrir nuevamente en los hechos que sirvieron de fundamento a este proceso. CL
16085-08. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. FALTA AL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que en su contra se tramitó procedimiento administrativo  e indica que la competente para conocer la denuncia presentada en su contra es la Comisión Institucional contra el Acoso Sexual. Dicha Comisión consideró que la acusación en su contra era improcedente, ya que los hechos acusados no encuadran dentro de los presupuestos fácticos jurídicos establecidos en la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia.  Sin embargo, el Tribunal Supremo de Elecciones no compartió el criterio del Órgano Director del Procedimiento, por lo que creó una comisión ad hoc para conocer su caso concreto, La cual recomendó sancionarle con una amonestación por escrito, criterio del cual del cual se apartó el recurrido le impuso una sanción de suspensión de un día sin goce de salario y ordenó comunicar la resolución a la Defensoría de los Habitantes.  Acusa que dicha resolución carece de la debida fundamentación, pues no sólo ésta es contradictoria, sino que se violaron las normas de la sana crítica en la apreciación y valoración de la prueba, además de que con base en ésta no es posible tenerle como autor responsable de los hechos investigados, ya que no se configuró la falta.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula la resolución N° 1239-P-2007 de las 09:50 hrs. de 25 de mayo de 2007, así como todos los actos posteriores dictados en el trámite del procedimiento disciplinario instaurado contra el actor. Se retrotrae el trámite de esa causa disciplinaria al momento en que el Tribunal Supremo de Elecciones debe conocer la recomendación efectuada por la Comisión Institucional, mediante el oficio N° IE-492-2006 de 7 de septiembre de 2006. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
15943-08. NIEGAN RECONOCIMIENTO DE TITULO POR NO SER CONSIDERADOS PROFESIONALES. Indica la recurrente que en el año dos mil cinco obtuvo el grado de Bachillerato en Administración de Oficinas, mismo año en que concluyó el programa de Licenciatura, quedando pendiente la defensa de la tesis de grado.  Que dicha carrera tiene siete años y no ha sido reconocida a nivel profesional en el ámbito laboral tanto en el sector público como en el privado.  Señala que labora en el Instituto Costarricense de Electricidad desde el 1° de mayo del 2003, desempeñándose como Asistente de Relaciones Públicas.  Que en el año 2007, dado el cambio en sus funciones su jefe inmediato solicitó al Departamento de Recursos Humanos del Instituto Costarricense de Electricidad la reasignación de su plaza a profesional 1, por ostentar el grado académico de bachiller universitario.  Que según los estudios de las funciones resulta procedente la asignación del puesto de profesional 1, siempre y cuando con el nivel académico requerido y se encuentre debidamente incorporado en el Colegio Profesional, sea, Colegio de Secretariado Profesional, característica que cumple a cabalidad.  Que el Departamento de Recursos Humanos rechazó la solicitud de reasignación de puestos argumentando que no se reconoce el título de Bachiller en Administración de Oficinas a nivel profesional. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra la Universidad Nacional y se le ordena al Rector de la Universidad Nacional y a la Directora de la Escuela de Secretariado Profesional de la Universidad Nacional, que tomen las medidas y giren las instrucciones que sean precisas para que se solucione la problemática que aqueja a la recurrente dentro del plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta resolución CL Parcial. 

15945-08. NIEGAN NOMBRAMIENTOS POR SU ESTADO DE EMBARAZO. Manifiesta la recurrente que ingresó a laborar al Área de Salud Alajuela Central el 26 de diciembre del 2006, siendo su último nombramiento a finales de agosto del 2007. Indica que en los últimos días de agosto le informó al Director General recurrido sobre su estado de embarazo, el cual  le aseguro que le iba a seguir nombrando tal y como le correspondía. No obstante desde finales del año 2007 no ha sido nombrada a pesar de haber superado el periodo de prueba, que en su caso, una vez que le informó al Director accionado que se encontraba embarazada se le empezó a dar prioridad en los nombramientos a otros médicos. Plantea que desde su último nombramiento no ha sido informada de otros nombramientos a pesar de que si han surgido, y que rechazó otros nombramientos que le ofrecieron para evitar que la sacaran de la lista de sustituciones. Se declara con lugar el recurso, y se le ordena al Director del Área de Salud de Alajuela de la Caja Costarricense de Seguro Social, retomar el rol de nombramientos interinos de médicos en el Área de Salud de Alajuela incluyendo a la aquí recurrente y respetándole su antigüedad original. CL  

15953-08.TRASLADO A  PUESTO INTERINA DESPUES DE HABER SIDO NOMBRADA EN PROPIEDAD. Manifiesta la recurrente que fue ascendida en propiedad como Supervisora en el Departamento de Policía de la Municipalidad de San José, a partir del 26 de febrero de 2008, y  que después de haber cumplido con la idoneidad se le comunicó la modificación colocándola en una condición interina y se le notificó la devolución a su puesto original, después de su nombramiento en propiedad como Supervisora 3. Dado lo anterior planteó recurso de revocatoria con apelación en subsidio y nulidad concomitante contra el Alcalde recurrido, por lo que el veinticinco de abril del presente año el Jefe del Departamento de Recursos Humanos y la Jefe de la Sección de Reclutamiento y Selección de Personal,  resuelven el recurso de revocatoria, sin que se haya presentado a estos funcionarios dicho recurso y sin que estén expresamente autorizados por ley para hacerlo. Acusa que a la fecha de interposición de éste recurso, tal gestión no ha sido resuelta, omisión que estima violenta en su perjuicio sus derechos . Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan las acciones de personal Nos. 536-2-RS-2008 y 542-2-RS-2008 emitidas en fecha 11 de marzo del 2008 por la Dirección de Recursos Humanos de la Municipalidad de San José, y, se le ordena al  Alcalde, al Jefe del Departamento de Recursos Humanos y a la Jefa de la Sección de Reclutamiento y Selección de Personal, todos de la Municipalidad de San José que, de manera inmediata, restituyan a la recurrente en el puesto de Supervisor 3 del Departamento de Seguridad y Vigilancia Comunitaria. CL 

15901-08. DESPIDO DE TRABAJADOR. Manifiesta  la recurrente que fue nombrada como asesora legal en el Despacho de la diputada Andrea Morales Díaz y que desde el inicio de la relación laboral  le informó su historia partidista con el Partido Liberación Nacional y sobre sus conocimientos en materia municipal y parlamentaria. Que  suscribió un contrato de dedicación exclusiva con la Asamblea Legislativa, pese  a no tener obligación para ello. Agrega que el doce de mayo del presente año en varios medios de comunicación su Jefa inmediata informó que el Jefe de Bancada del Partido Acción Ciudadana le había exigido despedir a su asesora por provenir del Partido Liberación Nacional, por lo que le fue  notificada la carta de despido suscrita por su persona y enviada al Jefe de Fracción del Partido Acción. Que fue cesada de sus funciones en razón de contar con una opinión política diferente a la Fracción del Partido Acción Ciudadana, lo cual considera un acto discriminatorio. Se declara sin lugar el recurso. SL

15615-08. TRASLADO SIN EL DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que por documento de la Oficina de Recursos Humanos de la CCSS se le informó que su plaza había sido recalificada de Mensajera 2 a Oficinista 2, a partir del primero de abril del año en curso, con los correspondientes cambios, en cuenta le aumento salarial.  Alega que sin que se le haya seguido debido proceso alguno, por nota sin fundamento de fecha 21 de julio del año en curso, se le comunicó que continúa en la misma plaza de Mensajera 2, sin que se le diera posibilidad de apelar a su favor. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio de fecha veintiuno de julio de dos mil ocho, suscrito por la Jefe a.i. de la Subárea Clasificación y Valoración de Puestos y dirigido a la recurrente. Se restituye a la amparada  en el pleno goce de sus derechos. CL
15617-08. TRASLADO DE PUESTO SIN EL DEBIDO PROCESO. Indica el recurrente que en el año 1985 ingresó al servicio público como profesional destacada en el Instituto Meteorológico Nacional, nombrándosele como profesional con cargo de jefatura. El 7 de agosto del 2007, el Ministro de Ambiente y Energía ordenó su traslado al "Programa Nacional de Cambio Climático"  y desde ahí se le han hecho diferentes traslados de funciones, esto sin darle derecho al debido proceso, traslados que le ha perjudicado en su vida personal. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Oficial Mayor del Ministerio de Ambiente y Energía y al Director General del Instituto Meteorológico Nacional, respectivamente, que de inmediato, reintegren a la amparada al cargo de Jefa de la Gestión de Información y Comercialización de ese Instituto, actualmente denominada Unidad de Información. Asimismo, que reubiquen a la servidora en un cargo cuyas funciones se enmarquen dentro del puesto que ella ocupa, sin detrimento de las condiciones laborales establecidas en su contrato de trabajo. CL
15638-08. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega el recurrente que el Concejo Municipal recurrido le notificó un acuerdo, el cual  no resulta claro si lo que se pretende es un imputación de cargos por los hechos  ya investigados en el pasado o abrir  un nuevo procedimiento administrativo con base a esos mismos hechos.  Considera que dicho acuerdo es confuso y contradictorio en su redacción pero claro en su trasfondo y objetivo. Alega que se violentan los numerales 39 y 41 de la Carta Magna, ya que no queda clara la motivación del acto, puesto que ni siquiera se realiza una debida imputación e intimación, y se omite indicar quién conforma el Órgano Director, no se señala la sede de dicho órgano, no se aclara quién es el Órgano Decisor, qué plazos hay para recurrir ni se individualiza ningún tipo de responsabilidad. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio 3139-SM del 23 de julio de 2008, así como acuerdo 1, Artículo IV de la sesión ordinaria 117 celebrada por la Corporación Municipal del Cantón Central de San José el día veintidós de julio de dos mil ocho. CL 

15639-08. CONDICIONES LABORALES EN CASA DE SALUD DEL INS. Alega la recurrente que dirigió escrito ante la Ministra de Salud Pública y ante la Defensora de los Habitantes para que valoren las deficiencias en la planta física y en los recursos humanos existentes en el Centro médico denominado Casa de Salud del Instituto Nacional de Seguros. Dado que dicho centro no cumple con lo denominado plan remedial, mismo que cuenta con una serie de deficiencias y pone en peligro la integridad física de los enfermos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Sub Jefe División Médica y Jefe Médico del Departamento de Servicios de Salud del Instituto Nacional de Seguros, o a quienes en su lugares ocupen dicho cargos, girar las instrucciones pertinentes a efectos de que se realicen las mejoras necesarias apuntadas en los informes de inspección del Ministerio de Salud según consta en los oficios No REG-CMU-232-2007 -AMBM del 05 de noviembre de 2007 y OPAH-CMU-866-2008 del 1 de setiembre de 2008. CL
15602-08. CAMBIO DE FUNCIONES SIN EL DEBIDO PROCESO. Señala la parte recurrente que fue nombrado como Director Regional, pero posteriormente el Departamento de Recursos Humanos del ministerio recurrido, solicitó a la Dirección General del Servicio Civil, la suspensión de su cargo, sin argumento alguno y que a raíz de esto ha sufrido una disminución en su salario. Luego se le informó que se había procedido a un cambio de funciones. Agrega el recurrente que no solamente le disminuyó el monto salarial sino la categoría laboral en contra de sus intereses en  forma unilateral. Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se anulan los efectos de las resoluciones OSC-S-007-2008 del veintiuno de enero y OSC-S-083-2008 del doce de mayo, ambas del dos mil ocho, en cuanto a la reasignación descendente de puesto aplicada al amparado y la consecuente disminución salarial, hasta tanto éstas no le sean notificadas debidamente y en forma personal. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL. 
15460-08. SE ELIMINA TOPE DE ANUALIDADES EN EL SECTOR PÚBLICO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 5 de la Ley de Salarios de la Administración Pública. El artículo se impugna en cuanto elimina un beneficio monetario al cumplir treinta años de edad como trabajador en el sector laboral de la Administración Pública. Señala que existe una discriminación a los trabajadores que tienen más de treinta años de servicio y que en sus salarios se han dado los treinta pasos de los que habla el artículo en mención, esto porque a aquellos que han superado los treinta pasos o aumentos anuales se les suspende el aumento. Indica que un trabajador que se pensione a los treinta años de servicio –es decir, sin importar la edad- estaría en una situación igual que la de aquellos que se pensionen con los mínimos de treinta años de edad laboral y cincuenta de edad-. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. Se anulan, por inconstitucionales, la frase “hasta un total de treinta” y la palabra “treinta” del artículo 5° de la Ley de Salarios de la Administración Pública No. 2166 de 9 de octubre de 1957. Esta declaratoria de inconstitucionalidad, para evitar graves dislocaciones de la seguridad jurídica, no tiene efectos retroactivos por lo que se deben respetar las situaciones jurídicas consolidadas. Se dimensionan en el tiempo los efectos de la declaración de inconstitucionalidad en el siguiente sentido: a) La declaratoria de inconstitucionalidad rige a partir de la publicación de las sentencia  por lo que podrá ser aplicada a los funcionarios o servidores públicos que, para ese momento, no han cumplido las treinta anualidades; b) en el caso de los servidores públicos que se encuentren en servicio activo y superen las treinta anualidades no podrán pretender las diferencias salariales y sus accesorios con efecto retroactivo, debe el patrono acordar el reajuste de salario a partir de la publicación de la sentencia; c) las personas a quienes se les haya otorgado una pensión o jubilación no podrán pretender su reajuste y sus accesorios con fundamento en la eliminación del tope de las treinta anualidades, incluso, si hubieren laborado más de treinta años; d) quienes estuvieren en la condición anterior y hayan reingresado al servicio activo tampoco podrán pretender el reajuste de la pensión o jubilación o las diferencias salariales, únicamente, el reajuste del salario en el nuevo puesto a partir de la publicación de la sentencia. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Asamblea Legislativa y al Poder Ejecutivo.” CL
15325-08. DESPIDO DE  JEFE DE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA CUATRO, ADSCRITO AL DEPARTAMENTO DE INGENIERÍA Y MANTENIMIENTO DEL HOSPITAL DOCTOR RAFAEL ÁNGEL CALDERÓN GUARDIA. Alega el recurrente que es funcionario público de gestión, y desde 1984 se desempeña como Jefe de la Unidad Administrativa Cuatro, adscrito al Departamento de Ingeniería y Mantenimiento del Hospital Doctor Rafael Ángel Calderón Guardia.  El 21 de julio de 2005, la Junta Directiva de la Institución, acordó nombrar un órgano director externo a fin de instruir el debido proceso correspondiente a lo ocurrido en dicho centro hospitalario el 12 de julio de 2005, y rendir el informe correspondiente.  Señala que luego de dos años, el 13 de agosto del presente año se le comunicó la resolución de primera instancia, en la cual se ordenó su cese sin responsabilidad patronal.  Acusa que pese a que dicho acto no se encuentra firme -ya que no ha fenecido el plazo de ley para la impugnación-, la autoridad recurrida ejecutó dicho despido de forma inmediata, e incluso le prohibió la entrada a su centro de trabajo. Se declara con lugar el recurso únicamente por haber impedido al actor retirar sus objetos personales, con base en lo dispuesto por el artículo 52 párrafo 1º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, a los efectos de condenar a la Caja Costarricense de Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados, que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

15311-08. SANCION EN EL MOPT SIN DEBIDO PROCESO. Indica la parte recurrente que se le sigue proceso disciplinario en su contra, mismo que considera  que carece de fundamento legal, en el que se ordenó sancionarla y trasladarla. Considera que  no se ha respetado el debido proceso a su favor, puesto que se le está aplicando una sanción que no está tipificada en la normativa que regula la materia.  Se declara con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones administrativas números 496 de las dieciséis horas con quince minutos del trece de agosto del dos mil siete  y 552 de las dieciséis horas diez minutos del tres de setiembre del dos mil siete emitidas por la Ministra de Obras Públicas y Transportes. CL
15345-08. DENIEGAN DEJAR SIN EFECTO PERMISO SIN GOCE DE SALARIO.   Señala la recurrente  que labora para la Municipalidad de Santa Cruz en propiedad como Jefe de la Policía Municipal.  Indica que solicitó permiso sin goce salarial a partir del 4 de febrero del 2008, mismo que fue concedido.  No obstante comunicó a las autoridades de la Municipalidad su interés de retornar al puesto y dejar sin efecto el permiso concedido, por lo que solicitó su reincorporación al puesto.  Sin embargo se le indicó que se deniega su solicitud de reincorporación, siendo que debe esperar a la conclusión del tiempo otorgado en permiso.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de la Municipalidad de Santa Cruz,  disponer las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para que la amparada se reincorpore de inmediato a su plaza en propiedad como Jefe de la Policía Municipal de Santa Cruz. CL
15342-08. REVOCATORIA DE NOMBRAMIENTO SIN DERECHO DE DEFENSA. La recurrente acusa la infracción de su derecho al trabajo y el debido proceso, porque fue designada para el Puesto de Jefe del Departamento  de Recursos Humanos en el concurso interno 07-07. No obstante, el Consejo Directivo del CUP en la sesión N. 74-07 del 26 de setiembre del 2007 le revocó su nombramiento sin que se le permitiera ejercer su derecho de defensa.  Se declara con lugar el amparo. En consecuencia, se anula lo dispuesto en la Sesión Plenaria del Consejo Directivo del Consejo Universitario de Puntarenas, N.74-07 del 26 de setiembre del 2007 (N.177-07) que ordena la revocación del nombramiento de la recurrente como Jefe del Departamento de Recursos Humanos  en propiedad. Asimismo, se anula la acción de personal número 3875 y se ordena Al Presidente del Consejo Directivo del Colegio Universitario de Puntarenas, bajo pena de desobediencia, que en forma inmediata restituya a la amparada en su condición de funcionaria nombrada por plazo indefinido. CL
15316-08. ACUSA QUE POR REESTRUCTURACIÓN LE BAJAN DE NIVEL PROFESIONAL Y LE REDUCEN EL SALARIO. Señala la recurrente que se le informó que su puesto laboral dentro del Registro Nacional, había sido ubicado por reestructuración como Profesional de Servicio Civil 2, con un nuevo salario de trescientos cuarenta y un mil doscientos colones. Señala que se le comunicó que el puesto que actualmente ocupa fue reasignado debajo de la Clase Profesional de Servicio Civil 2  a la Clase Profesional de Servicio Civil 1 A, con un salario de doscientos setenta y siete mil seiscientos cincuenta colones, lo cual se le producido un cambio significado en detrimento de su salario y jerarquía.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución del Departamento de Recursos Humanos del Registro Nacional número RHAO-092-08, de dieciséis de mayo de dos mil ocho, y se ordena al Jefe del Departamento de Recursos Humanos del Registro Nacional, o a quien ocupe su cargo, mantener el salario establecido para el puesto número 11324 del Registro Nacional de conformidad con lo establecido en la resolución RHAO-015-08-RN, de diez de enero de dos mil ocho, mientras la administración realiza los procedimientos para la reclasificación del mismo. CL

15346-08 SUSPENSIÓN DE PAGO DE MONTO EXTRA RECONOCIDO. El recurrente manifiesta es Director Deportivo y el Comité recurrido acordó reconocerle en atención a las funciones que efectuaba, un monto de 40.000 colones por concepto de gastos de combustible y un monto de 10.000 colones para enfrentar los gastos por concepto de tarifa de teléfono celular. Asegura que los montos descritos se fueron incrementando conforme el costo de vida.  No obstante, el Comité recurrido, mediante acuerdo contenido en el Acta No. 176 del día 21 de abril del 2008, y sin aviso previo, procedió a eliminarle los reconocimientos citados que, para ejecutar sus labores venía percibiendo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el acuerdo adoptado por la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de Santa Ana en la sesión del veintiuno de abril del dos mil ocho mediante el cual se acordó suspender al recurrente, en su condición de director deportivo, el pago de rubros por combustible y celular. CL
15279-08. ALEGA DESPROPORCIONALIDAD, FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y DEBIDO PROCESO EN LA SANCIÓN IMPUESTA EN SU CONTRA.  El recurrente indica que se dispuso revocar su nombramiento como Auxiliar Judicial de la Fiscalía Adjunta de Cartago y el Consejo Superior, al resolver el recurso de apelación en contra de esa resolución, por mayoría acordó modificar la calificación de la falta de gravísima a grave y se le impuso la sanción de dos meses de suspensión sin goce de salario.  Manifiesta que no es cierto que haya incurrido en las faltas que injustamente le han sido imputadas.  Lo cierto es que pese a que el Tribunal de la Inspección judicial, lo intimó por haber incurrido aparentemente en actuaciones constitutivas de acoso laboral, no se logró evidenciar dicho hecho, sino que lo condenó por aparentes actuaciones que en su momento no le fueron debidamente intimadas, lo que hace presuponer que, la sanción en su contra resulta total y absolutamente violatoria del Derecho de la Constitución Política, en tanto esta le ha fue impuesta en contra de los principios constitucionales del debido proceso y el ejercicio a la defensa técnica, en tanto se le sancionó por una situación que, inicialmente no fue debidamente intimado como en derecho es lo pertinente.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. CL
14882-08. MEDIDA DISCIPLINARIA DESPROPORCIONADA EN EL PODER JUDICIAL. Alega la recurrente que el Tribunal de la Inspección Judicial la sancionó a quince días de suspensión por haber incurrido supuestamente en una falta grave en un expediente concreto. Que ante dicha resolución, presentó recurso de apelación contra el informe diagnóstico de ambiente laboral. Posteriormente, el Consejo Superior, modificó la sanción para fijarla en ocho días de suspensión sin goce de salario. Considera que la resolución del Tribunal de la Inspección Judicial violenta los principios constitucionales del derecho de defensa y el debido proceso por cuanto prescindió de la mayoría de los testigos ofrecidos por su persona, pues de ellos solamente se admitieron cinco, asimismo, la prueba fue evacuada hasta diez meses después de que se planteó la denuncia, lo que no permitió escuchar la prueba de descargo. Dicha tardanza violenta el artículo 203 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que indica que el encargado de la instrucción debe recibir la prueba para el descubrimiento de la verdad en un plazo no mayor de dos meses. Señala que es evidente que la investigación realizada en el proceso disciplinario de marras fue parcial e improvisada pues desde el día en que los quejosos presentaron las imputaciones contra su persona debió desde ese instante, ordenarse la evacuación de prueba lo que no se hizo y no pretender que en espacio de dos meses se iba a poder recibir los testimonios ofrecidos pues precisamente se hubiese visto un esfuerzo de investigación y un verdadero interés en evacuar la prueba, si desde septiembre u octubre de dos mil tres se hubiera señalado la recepción de prueba. También manifiesta, que el Informe Diagnóstico de Ambiente Laboral, violenta los principios de dignidad, de igualdad y del debido proceso. Que dicho informe no cumplió con los requerimientos mínimos, en tanto lo que hizo la profesional que presentó el mismo se basa en una simple técnica de interrogatorio como si fuera un juicio en donde no se empleó ninguna metodología de observación y seguimiento a un proceso de crisis o al menos no se anota cuál fue la metodología empleada. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso por violación al Principio de Proporcionabilidad. Se anula el acuerdo dispuesto en la sesión número 47-06 de las 08:00 horas del 29 de junio del 2006, articulo X, del Consejo Superior del Poder Judicial. La Magistrada Calzada y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar  el recurso. CL

4739-08. REDUCCION DE JORNADA LABORAL DE FUNCIONARIOS DE FEDEMUR. Alegan los  recurrentes que iniciaron labores para la Federación Municipal Regional del Este en los años 2000, 2002 y 2005, respectivamente.  Señalan que el 10 de julio del año en curso recibieron resoluciones administrativas por medio de las cuales se le comunicó que su contrato de trabajo con la Federación recurrida sufriría una variación a partir del 17 de de julio siguiente, consistente en que la jornada ordinaria laboral, lo será de medio tiempo, por lo que el salario a percibir no será del 50%.  Acusan que dicha decisión fue tomada por la FEDEMUR de manera unilateral, en clara violación de su derecho de defensa y debido proceso.  En otras palabras ejecutaron un despido sin justa causa, con el fin de cancelarles los derechos laborales para, posteriormente, realizar una nueva contratación, pero de manera interina, perdiendo su condición de funcionarios en propiedad, lo que les daba  la seguridad jurídica de inmovilidad del puesto, salvo por falta debidamente comprobada.  Agrega que el fundamento de lo anterior es la supuesta difícil situación económica en que se encuentra la Federación, lo cual no es cierto ya que la Contraloría General de la República en diciembre de 2007 aprobó el presupuesto de FEDEMUR, en lo referente al pago de salarios del año 2008.  Aclaran que ellos nunca aceptaron la variación de las condiciones laborales, ninguno de ellos suscribieron finiquito alguno en ese sentido, y en criterio de la Asesora Legal Externa de la institución, la aceptación del funcionario es "requisito sine qua non" para que dicha variación pudiera ejecutarse.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Notifíquese a la Contralora General de la República de lo dicho en el considerando "VI" de esta sentencia para lo de su cargo. SL
14787-08. SOLICITAN DEVOLVER EL APORTE PATRONAL. Alega el recurrente que interpuso su renuncia ante la recurrida y  la Asociación Solidarista de los empleados procedió a hacer el pago del aporte patronal que le correspondía, siendo que el 20 de mayo del presente año; no obstante lo anterior, sin ningún fundamento legal la entidad recurrida emite resolución que le indica que debe devolver dicho aporte. Con base en las consideraciones hechas en la sentencia se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula el procedimiento de cobro iniciado en contra del amparado. Se condena a la Junta de Protección Social de San José al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados por los hechos que han dado lugar a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese la presente sentencia a la Procuraduría General de la República. CL

14789-08.NIEGAN IMPARTIR LECCIONES A DOCENTE. Aduce la recurrente que  el veintiuno de mayo del año en curso el Director de Recursos Humanos del Ministerio recurrido le comunicó, vía telegrama, nombramiento interino como Profesora de Enseñanza General Básica 1 en la Escuela  El Rosario de la Dirección Regional de San José, con rige del veintitrés de mayo al diecinueve de diciembre del dos mil ocho, nombramiento que se confeccionó.  Indica que desde el veintitrés de mayo pasado se presentó a laborar a dicho centro educativo; sin embargo, a la fecha no se le ha asignado ningún grupo a cargo ni horario como docente y tampoco se le ha permitido registrarse en el respectivo registro de asistencia como docente, que en diferentes ocasiones se ha presentado al Ministerio de Educación Pública con la finalidad de que se resuelva su situación laboral, pero a la fecha no se le ha dado solución alguna. Se declara con lugar el recurso, únicamente, en lo que respecta al Colegio El Rosario. En lo demás, se declara sin lugar. CL
DERECHO PENAL
15881-08. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE. Alega el recurrente que consultó en la base de datos de la consulta al público de la Fiscalía de Fraudes del Primer Circuito Judicial de San José y se enteró de la existencia de una causa penal formulada en su contra, por lo que se apersonó a la  recurrida a solicitar ver y fotocopiar el expediente en cuestión en el cual figura como imputado, y se le negó el acceso al expediente alegando que estaba en proceso de investigación. Indica que la recurrida tramita en su contra una causa en forma secreta y le niega la posibilidad de ver y consultar los cargos en su contra. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
15734-08. DETENCIÓN PARA DILIGENCIAS DE RECONOCIMIENTO. Manifiesta la recurrente que su representado acudió voluntariamente ante la Fiscalía de la localidad toda vez que fue requerido por dicha autoridad para realizar indagatoria y que una vez finalizada la diligencia indagatoria, el Fiscal les informó que el imputado quedaría detenido para realizar diligencia de reconocimiento por parte de la ofendida,  considera la recurrente que es totalmente innecesario realizar un reconocimiento en rueda de personas, toda vez que su defendido y la ofendida directa son parientes, se conocen perfectamente y no existen por tal motivo dudas en la individualización del imputado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

15735-08. PRISIÓN PREVENTIVA. Manifiesta el recurrente que la autoridad recurrida dictó la resolución donde se admitió la solicitud de cambio de medida cautelar impuesta y ordenó la prisión preventiva de la amparada por el plazo de tres meses y que la misma carece de la debida fundamentación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso.  SL

15739-08. PRISION PREVENTIVA. EXTRANJERA. Indica la recurrente que se encontraba en el Aeropuerto Juan Santamaría y fue detenida por portar droga en su maleta. Señala que fue pasada a la Fiscalía de Alajuela y posteriormente se impuso prisión preventiva en su contra, por lo que desde el mes de agosto no sabe nada de su caso, no ha llegado un solo abogado defensor, y tampoco ha declarado. Estima que se encuentra en estado de indefensión primero por ser extranjera y segundo porque no se le aplica el derecho de ser informada de su caso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso.SL.

15729-08. DETENCIÓN. Manifiesta el recurrente que su representado fue detenido por la compra de una piedra de aparente droga crack  y se abrió en su contra una causa penal por la infracción a la Ley de Psicotrópicos. Señala que la detención realizada por los oficiales actuantes, fue ilegal ya que su representado fue privado de su libertad por una acción que no constituye delito, causándole un agravio consistente en la detención indebida e ilegítima por aproximadamente  quince horas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. CL

15666-08. PRISION PREVENTIVA.  Señala la parte recurrente que el amparado se encuentra privado de libertad en forma ilegítima. Asegura que la juzgadora a cargo en el Juzgado Penal de Osa, Ciudad Cortés, sin fundamento o motivo alguno, restringió la libertad del tutelado al dictar la resolución. Por otra parte, agrega que ni siquiera se analizó en la resolución que ordena la prisión preventiva la prueba presentada. Afirma que cuando se dieron los hechos, el amparado se encontraba privado de libertad, motivo por el cual no pudo participar en un robo que le imputan de un banco ubicado en Hatillo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena la libertad del acusado, si otra causa no lo impide. Se ordena al Juzgado Penal de Osa la reposición de la audiencia que conoció la solicitud de medidas cautelares formulada por el Ministerio Público contra el encartado y su acreditación mediante los medios técnicos pertinentes, o en su defecto la trascripción de la misma CL
15447-08. SE DECLARAN INCONSTITUCIONALES REGULACION DEL MALTRATO Y VIOLENCIA EMOCIONAL EN LA LEY DE PENALIZACION DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES. Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 22, 25 y 27 de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, número 8589 del treinta de mayo del dos mil siete. Las normas se impugnan en cuanto establecen una serie de tipos penales que violentan los principios de legalidad y tipicidad penal, que constituyen una garantía para todas las personas, de que cualquier conducta que se repute como delictiva debe estar claramente descrita en una figura penal. Asegura el recurrente que las normas no están debidamente claras y determinadas. Se rechaza de plano la acción en cuanto al artículo 27 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres, número 8589 del treinta de mayo del dos mil siete. En cuanto a los artículos 22 y 25 de esa misma Ley, SE DECLARA CON LUGAR la acción.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Los Magistrados Calzada, Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción. RP y CL
15410-08. PRISION PREVENTIVA. El recurrente alega que presentó recurso de apelación contra la resolución que prorrogó la prisión preventiva, pese a ello, el juzgado recurrido no efectuó el traslado del recurso de apelación al Tribunal de Juicio, esto con la finalidad de que el Tribunal referido señalara la fecha y hora para la vista. Pero hasta la fecha no se cumple con lo solicitado. Se declara con lugar el recurso  y se le ordena, se ordena al Juez integrante del Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de San José, que resuelva y notifique, a la mayor brevedad posible, el recurso de apelación interpuesto por el tutelado contra la resolución en que se dispuso la prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva que pesa en su contra, de las 08:15 hrs. de 5 de septiembre de 2008. Tome nota el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José de lo expuesto en el último considerando de esta sentencia. CL
14918-08. JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA SOBRE PRUEBA EN MATERIA DE DELITOS SEXUALES. Acción de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte, según la cual la sentencia condenatoria en materia de delitos sexuales, se puede fundamentar únicamente en la deposición de la víctima, como prueba directa y el párrafo segundo del artículo 449 del Código Procesal Penal. En este caso, el accionante impugna la jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte, vertida en las sentencias 273-94, 1098-01, 997-04, 693-05, 320-05, 703-05, así como el artículo 449, párrafo segundo del Código Procesal Penal. En cuanto a la jurisprudencia, el accionante señala que la misma es contraria a los principios de inocencia, demostración de culpabilidad, in dubio pro reo y debido proceso; por cuanto, según señala la misma afirma que en materia de delitos sexuales, se puede fundamentar la sentencia condenatoria, únicamente en la deposición de la víctima, como prueba directa. En relación con el artículo 449 párrafo segundo, estima el accionante que dicha norma vulnera los principios de inocencia, in dubio pro reo, derecho a recurrir del fallo, justicia del caso concreto, amplitud del recurso y carga de la prueba; en cuanto dispone que la prueba propuesta por el imputado en casación es admisible, siempre que sea indispensable para sustentar el reclamo que se formula. En este caso, la Sala después de un análisis profundo sobre el tema, indica que el Tribunal no se encuentra constreñido a otorgar o no otorgar determinado valor a ciertos elementos probatorios o a exigir determinada cantidad o clase de prueba para acreditar los hechos; sino que, en cada caso concreto, deben apreciar las probanzas lícitamente obtenidas e incorporadas, sometidas a su conocimiento, tomando en consideración las reglas de la sana crítica racional. Sobre el tema, se citan las sentencias: 18-95 y 4845-96. Asimismo, se concluye después de un amplio desarrollo, que no es inconstitucional la jurisprudencia impugnada antes bien, guarda coherencia y armonía con el Derecho de la Constitución que rige el proceso penal y se citan las sentencias de la Sala Constitucional 1739-92,  2605-99. Sobre la alegada inconstitucionalidad del artículo 449 párrafo segundo del Código Procesal Penal, se indica con base en las consideraciones dadas en la sentencia, que lejos de afectar el derecho de defensa del imputado, más bien, lo propicia y tutela, al permitir el ofrecimiento y evacuación de pruebas en Casación. Se declara sin lugar la acción. SL
14841-08. DETENCIÓN. Manifiesta la recurrente que  a su representado se le convocó  a una comparecencia, no obstante, por razones de trabajo, el agraviado se presentó hasta las 10:30 hrs. de ese día. Aduce que en razón que la audiencia había finalizado, el tutelado se dirigió a la Fiscalía de del Primer Circuito Judicial de San José a fin de revisar un expediente, pero, en ese mismo acto, y sin brindar ninguna explicación, el agraviado fue detenido en forma ilegal. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

16394-08. CANCELAN CEDULA DE RESIDENCIA. APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 123 DE LA LEY GENERAL DE MIGRACION.  Alega la recurrente que la Dirección General de Migración y Extranjería le concedió la condición de  residente temporal.  Por resolución número 005781-2003-DG del 10 de marzo del 2003, la Dirección recurrida cambio la categoría migratoria residente permanente libre de condición.  Indica que a su cónyuge y sus 2 hijos menores de edad se les concedió la residencia permanente en el país.  Señala que se apersonó a la Dirección recurrida con el fin de renovar la cédula de residencia, donde se le hizo entrega únicamente de las cédulas de sus hijos, siendo que se le informó que suya sería retenida, en razón de que se dispuso cancelar la condición de residencia permanente y el documento respectivo a la amparada, conminándosele a que haga abandono del territorio nacional en el término perentorio de 3 días, so pena de proceder como en derecho corresponda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo número 7, inciso 8 y 9, el II párrafo, artículo 14 de la Ley número 7033.  Acusa que tal resolución no le fue debidamente notificada a efecto de respectar el debido proceso y el derecho de defensa.  Que al consultar el expediente administrativo a su nombre tuvo conocimiento de que tal resolución se basa en una certificación emitida el 6 de setiembre del 2006 por el Director a.i. del Registro Judicial, en la que se indica que el Tribunal Penal del I Circuito Judicial el 18 de febrero del 2003, se impuso la pena de 3 meses de prisión por lesiones culposas.  Agrega que las autoridades recurridas pretenden cancelar su status migratorio, obligándola ha abandonar, sin tomar en consideración que toda su familia vive en Costa Rica y la causa por la cual fue condenada se deriva de un accidente de tránsito, en el que no medio dolo, situación que se deja claro en la sentencia condenatoria por lesiones culposas.  En razón de ello, resulta improcedente y arbitrario lo resuelto por los recurridos, así como, se da una mala aplicación de lo dispuesto en el artículo 123 de la Ley General de Migración y Extranjería.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General de Migración y Extranjería, lo siguiente: a) entregar, inmediatamente, a la recurrente, su cédula de residencia si otra causa ajena a la examinada en el sub lite no lo impide. b) abstenerse de aplicar erróneamente a la amparada el artículo 123 de la Ley de Migración y Extranjería y c) abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que sirven de mérito a la presente estimatoria. CL
15250-08. DENEGATORIA DE VISA DE INGRESO A CASADO CON COSTARRICENSE. El recurrente manifiesta que los amparados son cónyuges entre sí, y que la amparada solicitó visa para el ingreso de su cónyuge extranjero, no obstante el Director denegó la solicitud por no haber aportado prueba de convivencia de conformidad con el artículo 67 de la Ley de Migración y Extranjería.  Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada Miranda y Armijo Sancho salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. El Magistrado Vargas Benavides consigna nota. SL

FAMILIA
16420-08. OMISIÓN DEL PANI DE AYUDAR A SI HIJO CON TRATAMIENTO PARA LAS DROGAS. La recurrente acusa que el PANI no toma medidas para ayudar a su hijo a seguir tratamiento para alejarse de las drogas y se encuentra en muy mal estado de salud y causa problemas en su entorno familiar. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las 8:00 horas del 08 de enero de 2008 del PANI en cuanto dejó sin efecto la medida especial de protección en beneficio del adolescente para ingreso al Centro Comunidad de Encuentro, ubicado en San Vito de Coto Brus a fin de que recibiera tratamiento por su adicción a las drogas. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Patronato Nacional de la Infancia a.i. tome de inmediato, a partir de la comunicación de esta sentencia, las medidas en el ámbito de  su competencia que resulten necesarias para brindar la debida atención al amparado, hijo de la recurrente, en relación con la patología de adicción a las drogas. CL
16099-08. SE DECLARA INCONSTITUCIONAL PLAZO PARA DIVORCIO POR MUTUO CONSENTIMIENTO. Acción de Inconstitucionalidad en contra del artículo 48, inciso 7), del Código de Familia. Alega el recurrente que no existe base razonable, para dictar esos plazos, atentando contra la dignidad humana, no se debe violentar el derecho a divorciarse por el hecho de no cumplir un requisito injusto, que unos tendrán y otros no, contrarios al artículo 33 de la Constitución Política, atentando contra la libertad de rehacer su vida, y atentando con lo dispuesto en los artículos 1 y 17 inciso 4 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del artículo 48 inciso 7) del Código de Familia que indica "no podrá pedirse sino después de tres años de celebrado el matrimonio y". Por conexidad, se declara inconstitucional el artículo 60 del Código de Familia, únicamente en cuanto dispone que la separación por mutuo consentimiento no podrá pedirse sino después de dos años de verificado el matrimonio. CL

15751-08. SE ORDENA A LA PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA CREAR CENTROS ESPECIALIZADOS EN LA ATENCION DE MENORES ABUSADOS SEXUALMENTE. Manifiesta el amparado que desde los ocho años estuvo en el albergue  del Patronato Nacional de la Infancia “Roble Alto”, en donde era maltratado sexualmente y físicamente por su inclinación sexual;  tanto por los funcionarios como los adolescentes que ahí permanecían, por lo que cansado del maltrato decidió no volver a los albergues, tomando la decisión de vender su cuerpo para sobrevivir. Indica que actualmente está en su casa con la ayuda de su mamá y otras personas, lo anterior porque no quiere ya detenerse en una equina  para vender su cuerpo, se acusa que hasta ahora el PANI no tiene un lugar adecuado para la atención de este tipo de casos. Se declara con lugar el recurso. Se  le ordena al Presidente Ejecutivo del Patronato Nacional de la Infancia tomar en coordinación con el Ministerio de Salud las medidas necesarias para que en el plazo de dieciocho meses a partir de la comunicación de esta sentencia, la institución cuente a nivel nacional con albergues o centros especializados en la rehabilitación de menores abusados sexualmente o en explotación sexual comercial y se desarrollen programas de protección, auxilio, tratamiento físico y psicológico así como de rehabilitación especializados en este tipo de casos, sin perjuicio de la atención ambulatoria que actualmente se les brinda así como la implementación de medidas alternativas de protección y prevención en condición de igualdad, para las niñas, niños y adolescentes en riesgo social. Con respecto al menor amparado, se ordena a la autoridad recurrida brindarle en forma inmediata la atención necesaria en virtud de sus problemas físicos y psicológicos. CL
15461-08. SE ANULAN ORDENES JUDICIALES QUE ORDENABAN ENTREGA DE MENOR DE EDAD A SU PADRE EXTRANJERO. Habeas Corpus. Alega la recurrente que es costarricense y casada con un Italiano, con quien tiene un hijo. Que ambos se encuentran viviendo actualmente en Costa Rica y su esposo regresó a Italia. Que debido a los problemas conyugales existentes y a la violencia psicológica  que sufría, decidió quedarse en nuestro país junto a su hijo, y presentar la demanda de divorcio. Que por esa razón, en ninguno momento sustrajo a su hijo; no obstante lo anterior, tanto el Patronato Nacional de la Infancia, y los Despachos Judiciales recurridos, interpretando erróneamente en contra de su hijo el Convenio sobre aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores (Convenio de La Haya) y la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, y en contra del Principio de interés superior del menor, han declarado con lugar un proceso de restitución incoado por el PANI. Asimismo mediante las resoluciones números 185-2008 del Juzgado de la Niñez y la Adolescencia del Primer Circuito Judicial y el Voto número 1328-08 del Tribunal de Familia, se ordenó el regreso de su menor hijo a Italia, señalándose que es su domicilio habitual, cuando lo cierto es que él tiene más de un año de residir habitualmente a su lado y en su patria, pues está inscrito como costarricense. Que su situación es apremiante pues fue convocada al PANI y se le indicó por parte de una Trabajadora Social la posibilidad de que le quiten al niño y lo ingresen a un albergue para garantizar la entrega a su padre. Asimismo en horas de la tarde noche recibió una llamada telefónica en donde se le informaba que ya el padre del menor se encuentra en el país y fue citada para el jueves dieciocho de setiembre en el PANI, supuestamente para que entregue a su hijo y sea sacado del país. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia y analizando el principio de Interés Superior del Menor se declara con lugar el recurso. Se deja sin efecto la resolución del Juzgado de la Niñez y Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José, número 185-2008, de las trece horas del veintiséis de mayo de dos mil ocho, y la resolución del Tribunal de Familia de San José, número 1328-08, de las nueve horas cuarenta minutos del veintidós de julio de dos mil ocho, en cuanto disponen la restitución internacional del menor. Se ordena a la Jueza Coordinadora del Juzgado de la Niñez y Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José, y al Juez Tramitador del Tribunal de Familia de San José, o a quienes ocupen sus cargos, que adopten las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes para archivar de manera inmediata el proceso especial de aplicación del Convenio sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores instaurado por el Patronato Nacional de la Infancia, si alguna otra circunstancia no lo impide. El Magistrado Jinesta pone nota. CL

14776-08. RESTRICCIÓN DE VISITAS A MENORES EN ALBERGUE. Manifiesta la recurrente que el Patronato Nacional de la Infancia intervino en el caso de sus nietas, y las llevó a un albergue. Señala que las podía visitar cada quince días; no obstante, sin ningún fundamento se ha decidido restringir las visitas  a una vez por mes, que a pesar de ello;  solicitó a la Jefe de la Oficina Local del Este del Patronato Nacional de la Infancia conciliar el interés superior de las niñas y reconsiderar la decisión de restringir las visitas, y dicha gestión nunca fue resuelta. Solicita que le entreguen sus nietas, ya que ella las crió y han vivido con ella y su esposo desde que nacieron. Se declara con lugar el recurso por infracción al artículo 41 de la Constitución Política. Se le ordena al Coordinador a. i. de la Oficina Local de San José Este del Patronato Nacional de la Infancia, que de forma inmediata adopte las medidas necesarias para que en el plazo improrrogable de diez días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se remita el caso de las nietas de la recurrente al  órgano jurisdiccional competente para que éste resuelva, en definitiva, la situación de las menores, y para que en ese mismo plazo se resuelva en sede administrativa el recurso de reconsideración interpuesto a favor de la recurrente el doce de mayo del dos mil ocho y se le notifique lo correspondiente. CL
INTIMIDAD

15967-08. INFORMACIÓN CREDITICIA DESACTUALIZADA. Indica la recurrente que en su condición de fiadora ante la entidad crediticia Instacredit SA, procedió a la cancelación de la operación SJS824931, pues recibió notificación judicial en relación con el atraso que la misma poseía. Que dicha cancelación se produjo desde el veinticuatro de noviembre de dos mil cinco. Que a pesar de haber acudido en cuatro oportunidades a verificar que su record crediticio se encuentre limpio, y no obstante las gestiones de esa empresa para que ese dato se excluya de sus bases de datos, no ha sido posible que ello suceda, resultándole a la fecha imposible que se le preste dinero en cualquier entidad financiera en razón de que en la base de datos de  de la recurrida aún aparece como si estuviera pendiente el cobro de esa deuda.  Se declara con lugar el recurso y se le ordena a los representantes legales con facultades de apoderados generalísimos sin limite de suma de la empresa Teletec Sociedad Anónima, que en el plazo de tres días, contados a partir de la comunicación de esta sentencia procedan a eliminar de su base de datos la información crediticia de la amparada respecto al expediente judicial del Juzgado Segundo Civil de Menor Cuantía de San José. CL

15601-08. INFORMACION CREDITICIA PRIVADA. El recurrente señala que empresas Aludel Limitada y Datum S.A por medio de su sitio Web www.datum.net,  divulgan sus datos personales sin su consentimiento, a las empresas Doris Peters, Cococo, Asembis y KFC; a las cuales  asistió  para obtener empleo en el transcurso de los años 2007 y 2008,  pero  lo han rechazado y le indican que según el estudio crediticio realizado en datum.net,  aparece manchado por un juicio en el que figura como demandado por el Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Se declara con lugar el recurso, únicamente, por violación del derecho a la autodeterminación informativa. En consecuencia, se ordena al representante legal de la empresa WWWDATUMNET S.A., actualizar la información relativa al proceso civil que consigna en la base de datos de su representada respecto al recurrente, dentro de los cinco días siguientes a la notificación de esta resolución. CL
LIBERTAD DE TRANSITO

16407-08. UTILIZACIÓN DE CALLE PÚBLICA COMO PARADA DE AUTOBUSES CAUSA PROBLEMAS Y OBSTACULIZA SALIDA DE EMERGENCIA DE CENTRO EDUCATIVO. Alegan los recurrentes que desde hace bastante tiempo, autobuses de distintas rutas de la zona de San Pedro de Poas, utilizan como parada la calle pública del lugar en la cual se encuentra la Escuela Aguirre Cerda, situación que ha causado serios problemas y molestias como gran cantidad de ruido y emisión de gases, aglomeración de personas en el lugar, además de la obstaculización de una de las salidas de emergencia establecidas por la Comisión Nacional de Emergencias en el centro educativo, así como la obstaculización del paso a un hidrante cercano a las paradas, aunado a que esta problemática perjudica también a los vecinos del área. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se advierte al Director Ejecutivo del Consejo de Transporte Público del Ministerio de Obras Públicas y Transportes los recurridos, con sustento en lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que no debe incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito para que se acogiera el presente recurso de amparo. CL
MINORIAS
16465-08. ACCESO A LOS ACUERDOS DEL CONSEJO DE TRANSPORTE PÚBLICO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD VISUAL. El recurrente considera violentados los derechos fundamentales de las personas no videntes o de escasa visión, por cuanto el Consejo de Transporte Público, el 11 de abril del 2008, le indicó que el acuerdo de autorización  del proyecto de rutas intersectoriales, y la información sobre sus recorridos, paradas y tarifas, no está disponible en escritura Braille.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Presidenta de la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, o a quien ocupe ese cargo, proceder a implementar las medidas necesarias, a fin de que, en el plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta sentencia, los acuerdos del Consejo de Transporte Público relativos al servicio de transporte público,  sean accesibles para las personas con discapacidad visual. CL
16084-08 FALTA DE ACCESO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD AL EDIFICIO DE LA MUNICIPALIDAD DE SANTA CRUZ. Alegan los  recurrentes,  que se hicieron presentes ante la municipalidad recurrida para participar en una audiencia oral con el Concejo Municipal, como invitados, debido a su participación activa en el Movimiento Regional para la Participación Ciudadana de Personas con Discapacidad. Manifiesta uno de ellos,  que tuvo muchas dificultades para presentarse en la sala de sesiones, ya que tuvo que realizar un gran sacrificio y esfuerzo físico ya que la  sala no es accesible debido a que se encuentra en un segundo piso y sólo existe acceso por las escaleras, siendo que otros compañeros del movimiento no pudieron participar en la sesión del Concejo, ya que no pudieron subir sus sillas de ruedas.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Santa Cruz, que en el término improrrogable de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, adopte todas las medidas que resulten necesarias para garantizar el acceso de todas las personas con discapacidad al edificio principal de la Municipalidad de Santa Cruz. CL
15971-08.ACCESO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EDIFICIO MUNICIPAL DE SANTA CRUZ. Indica la recurrente que es una persona discapacitada dado que tiene dificultad para su libre movilización, y que la Municipalidad de Santa Cruz no cuenta con la infraestructura necesaria para el libre acceso de personas que presentan la discapacidad, como en su caso, lo que la limita en poder acceder a los diferentes servicios que presta la Municipalidad recurrida, dado que no puede ir a las oficinas o departamentos que se ubican en el segundo piso del inmueble, entre ellas, la oficina del Alcalde, la Sala de Sesiones, la Secretaria del Concejo Municipal. Se declara con lugar el recurso y se le ordena al Alcalde de la Municipalidad de Santa Cruz que, de manera inmediata, gire las órdenes necesarias y tome las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia, para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, las instalaciones de la Municipalidad recurrida, cuenten con las condiciones mínimas de accesibilidad para personas con alguna discapacidad. CL
15634-08. ACCESO DE PERSONA CON DISCAPACIDAD A CENTRO EDUCATIVO. Señala la recurrente que su hijo cursa tercer ciclo de Prevocacional en  el Liceo San Miguel de Desamparados. Afirma que presenta parálisis cerebral infantil y debe movilizarse mediante una andadera de cuatro puntos, por problemas de equilibrio. Ha sido operado en varias ocasiones y en la actualidad utiliza férulas en ambos pies, las cuales lo enredan mucho.  Dado su estado de salud, solicito rampas en dicho centro educativo pero hasta la fecha su caso no ha sido resuelto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública; al Director del Liceo de San Miguel de Desamparados; y al Vicepresidenta de la Junta Administrativa del Liceo de San Miguel de Desamparados; o a quienes ocupen sus cargos, que de manera inmediata giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que en el plazo de tres meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, las instalaciones del Liceo de San Miguel de Desamparados cuenten con las respectivas rampas de acceso y movilización externas e internas para las personas con discapacidad. CL
15348-08. FALTA DE ACERAS Y RAMPAS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN ESTACIONES DE TREN. Acusa el recurrente el estado de las calles, las aceras y la falta de rampas para personas con discapacidad cerca de las paradas de tren, que como él,  utiliza silla de ruedas. Además que  frente de las antiguas instalaciones del Colegio La Salle la acera tiene un poste de luz que obstaculiza el paso de la silla de ruedas.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Ferrocarriles (INCOFER), que dentro del término de un año, que se contará a partir de la notificación de esta sentencia, disponga las medidas necesarias con el objeto de adaptar las paradas o estaciones del tren que presta servicio entre San Pedro y La Sabana, a las necesidades de la población discapacitada y en particular, de las personas que se movilizan en sillas de ruedas, conforme con los dictados de la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, No.7600, publicada en el Diario Oficial La Gaceta de 29 de mayo de 1996, incluyendo el acondicionamiento de vagones con rampas, técnica y legalmente apropiadas para los usuarios de estas características. Se ordena a la Ministra de Obras Públicas y Transportes, que dentro del mismo plazo antes dicho, disponga lo correspondiente para que se reparen las fallas en la capa asfáltica que rodea a las paradas del servicio de tren en el recorrido San Pedro-La Sabana, con el fin de que se facilite el acceso, el recorrido y la seguridad de los usuarios que se desplazan en sillas de ruedas. Se declara sin lugar el recurso en relación con la Municipalidad de San José y la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. CL

15309-08. FALTA DE ACCESIBILIDAD PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD DE LA OFICNAS DE MUNICIPALIDAD DE SANTA CRUZ.  El recurrente considera violentados sus derechos fundamentales por cuanto algunas oficinas de la Municipalidad de Santa Cruz no resultan accesibles para las personas con discapacidad física, en particular modo la segunda planta del edificio. Por otra parte, reclama que tiene problemas por su discapacidad visual, en acceder la información que consta en las actas del Consejo Municipal y con los rótulos de señalización de las diferentes oficinas.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Santa Cruz y al Presidente del Concejo Municipal de la Municipalidad de Santa Cruz, que en el término improrrogable de seis meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, tomen las medidas que sean necesarias para garantizar el acceso de las personas con discapacidad a aquellas áreas que sean de acceso al público en el edificio que ocupa la Municipalidad de Santa Cruz. Además de garantizar a las personas con discapacidad visual el acceso a la información del ente municipal. CL

15327-08. MUNICIPALIDAD DE SANTACRUZ NO CUMPLE CON LA LEY 7600. El recurrente considera violentados sus derechos fundamentales por cuanto algunas oficinas de la Municipalidad de Santa Cruz no resultan accesibles para las personas con discapacidad física, en particular modo la segunda planta del edificio. Por otra parte, reclama que tiene problemas por su discapacidad visual, en acceder la información que consta en las actas del Consejo Municipal y con los rótulos de señalización de las diferentes oficinas.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Santa Cruz que, de manera inmediata gire las órdenes necesarias y tome las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia, para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, las instalaciones de la Municipalidad recurrida, cuenten con las condiciones mínimas de accesibilidad para personas con alguna discapacidad. CL
14881-08. FALTA DE SEMÁFOROS ADECUADOS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD VISUAL. Alega la recurrente que padece de discapacidad visual y que las carreteras por donde debe transitar carecen de zona peatonal y semáforos. Acusa que hace algunos meses presentó esta solicitud ante el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, pero a la fecha no se ha colocado el semáforo requerido, ni se han tomado las medidas necesarias o mínimas. Plantea que para los parámetros requeridos debe tomarse en cuenta lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley 7600.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena la Ministra de Obras Públicas y Transportes, que dentro del plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta resolución, proceda a instalar el semáforo peatonal con dispositivo sonoro  en la Ruta Nacional # 118  de conformidad con el oficio D.G.T.DR-1181-2008. CL

14783-08. RAMPAS DE ACCESO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN MUNICIPALIDAD DE SANTA CRUZ. Aduce la recurrente que se moviliza en silla de ruedas por padecer de una discapacidad física que le impide manejarse por sus propios medios. Que en repetidas oportunidades se ha presentado a hacer consultas y solicitar ayudas como el arreglo del camino que pasa por su casa y el tanque séptico de su casa, pero en todas estas oportunidades ha tenido muchos problemas para poder conversar con el Alcalde, siendo que se pasa hasta dos horas y más esperando que él baje a atenderla porque su oficina está en la segunda planta, y al final a quien manda es a la Secretaria para atenderla. Que todos estos problemas se dan porque la planta física no es accesible para personas con discapacidad. . Se declara con lugar el recurso. Se condena a la Municipalidad de Santa Cruz al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados por los hechos que han dado lugar a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
MUNICIPALIDAD
16459-08. MUNICIPALIDAD ORDENA REAPERTURA DE CAMINO DE CAMINO PÚBLICO SIN CONVOCATORIA A PROCEDIMIENTO ALGUNO. Las recurrentes manifiestan que ante la Municipalidad de Siquirres,  se interpuso un procedimiento administrativo de reapertura de camino público. Que como resultado la Municipalidad solicitó los servicios de el Promotor Social de la Junta vial Cantonal de Siquirres, así como del Ingeniero topógrafo, que trabajaba para la Unidad Técnica de Asistencia Municipal del Atlántico  (UTAMA). Que con base en los informes rendidos por ellos, el Alcalde Municipal resolvió ordenar la reapertura del camino de Pacuarito a 14 metros. Estiman las recurrentes que la resolución dicha violenta sus derechos fundamentales, ya que la reapertura del camino se ordena muchos años después -en sus palabras- "de que nunca han existido esos 14 metros", y acusan asimismo que nunca fueron convocadas a procedimiento alguno de previo a la orden de reapertura, por lo que se violó el debido proceso en su perjuicio. Se declara con lugar el recurso por lesión del derecho a un debido proceso. En consecuencia, se anula la resolución de la Alcaldía Municipal de Siquirres de las 11:00 hrs. del 6 de noviembre de 2007, únicamente respecto a dos de las recurrentes. Se le advierte al Alcalde Municipal de Siquirres, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a esta declaratoria. CL
15951-08. PROBLEMAS GENERADOS POR DESCARGA DE AGUAS PLUVIALES EN PROPIEDAD  PRIVADA DE ALAJUELA. Manifiesta el recurrente que es propietario de un lote ubicado en Alajuela,  y que dicho inmueble soporta una servidumbre de paso de aguas pluviales por la que debería pasar el agua recogida por los caños de la vía pública existente. No obstante, los caños no están conectados a una tubería de desfogue que debería pasar por esa servidumbre como corresponde, motivo por el cual, las lluvias erosionan su terreno, puesto que se desborda el agua desde la calle hacía su lote, con lo cual, se ha causado grandes daños al inmueble lo que ocasionó que su terreno se erosionara causado un gran hoyo que impide el aprovechamiento de la propiedad. Que la  municipalidad recurrida entubo un pequeño trecho de ocho metros dentro de su propiedad, pero no conectó esta obra con las aguas de la calle, sea no utilizó la servidumbre desde la calle como debió haberlo hecho, motivo por el cual ese entubamiento no tiene funcionalidad alguna; por lo que solicitó que realizaran las reparaciones a la brevedad, sea entubar las aguas y reparar el hueco, pues no puede aprovechar su propiedad en esas condiciones, además les reiteró que la erosión causa gran inestabilidad en el terreno lo que le impide aprovechar el terreno a plenitud. Señala que en vista de que la Municipalidad accionada no ejecutó ninguna obra para resolver el problema apuntado, puso una denuncia ante el Ministerio de Salud, la cual envió una solicitud al Alcalde Municipal  requiriéndole una respuesta satisfactoria para su persona e informándole que ese Ministerio también realizó una inspección y verificó los hechos. No obstante, la municipalidad recurrida ha sido omisa en atender el problema apuntado, en tanto, su propiedad se ve perjudicada día con día, máxime en estos momentos en que la época de invierno es intensa, provocando mayor erosión en su inmueble. Se declara con lugar el recurso y se le ordena al Encargado del Subproceso de Planificación Urbana, al Encargado del Subproceso de Obras y  a la  Alcaldesa, todos de la Municipalidad de Alajuela, que de forma inmediata procedan a la realización de las obras necesarias para solucionar definitivamente el problema de afectación a la propiedad del recurrente por la servidumbre de paso de aguas pluviales. CL

15976-08.  Manifiesta el recurrente que el Registro General de Concesiones -cuando este era parte del Instituto Costarricense de Turismo- emitió autorización previa para que se le cediera y traspasara a su representada los derechos correspondientes a la zona marítimo terrestre de la Isla Berrugate, sito en el distrito San Pablo de Nandaruye. Que mediante escritura número 23, otorgada el ocho de mayo de mil novecientos ochenta y siete, el señor Paniagua le cedió y traspasó a su representada los derechos correspondientes a la zona marítimo terrestre de la Isla Berrugate. Que desde entonces la Municipalidad recurrida ha reconocido en forma expresa y tácita a su representada como única titular de los derechos correspondientes, y desde entonces, su representada ha pagado el canon correspondiente por tal derecho de uso y disfrute de la zona marítimo terrestre. Que mediante escrito del veintitrés de julio del dos mil ocho, su representada le solicitó a la Municipalidad recurrida se sirviera extender los recibos municipales correspondientes al pago del canon para los años dos mil nueve y dos mil diez del derecho de zona marítimo terrestre, efectuados mediante depósito en el Banco Nacional de Costa Rica. Que en el mismo escrito se le informó a la Municipalidad que su representada había depositado a favor de la Tesorería Nacional, un monto inicial para cubrir los trabajos de demarcación de la zona pública en la Isla de referencia, con cargo al Instituto Geográfico Nacional del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Que por acuerdo municipal aprobado por el Concejo Municipal inciso 1) del artículo XI) de la Sesión Ordinaria número 118, celebrada el treinta de julio del dos mil ocho, dicho órgano le comunicó a su representada que los recibos solicitados no pueden ser extendidos porque desde el acuerdo aprobado por el Concejo Municipal mediante inciso 19) del artículo XII) de la Sesión Ordinaria número 10, celebrada el cinco de julio del dos mil seis, se había acordado solicitarle al Alcalde no cobrar ningún derecho sobre la referida Isla, ya que no tiene demarcatoria, declaratoria y no cuenta con la certificación del MINAE en cuanto al área de protección se refiere, por lo que más bien se le está ordenando al Alcalde realizar los trámites para proceder a la devolución del dinero depositado en las cuentas a nombre de la Municipalidad. Estima que con lo acusado se ha violentado en su perjuicio el derecho de defensa y del debido proceso, pues la Municipalidad recurrida ha dictado los acuerdos mencionados, sin que se haya hecho una enunciación detallada de los motivos de hecho y de derecho y el fin que se pretende con la decisión. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, por carecer de fundamentación se anula el acuerdo municipal contenido en el inciso 1) del artículo XI, Sesión Ordinaria número 118, celebrada el treinta de julio de dos mil ocho, dictada por el Consejo Municipal de la Municipalidad de Nandayure. CL

15754-08. CAMBIO DE DESTINO  DEL ÁREA DE PARQUE EN EL COYOL DE ALAJUELA. Manifiesta el recurrente que la autoridad recurrida en forma arbitraria  modificó el uso común del área  de parque  mediante un convenio con el urbanizador por medio del cual se hizo un cambio de destino de esa área por un proyecto nuevo de cañería, máxime que tratándose de un inmueble de dominio público, se  privó a la comunidad del disfrute  del mismo,  pues no hay un sitio de uso público en la comunidad,  con zonas de recreo y deporte.  Se declara con lugar el recurso. Se  le ordena a  la Alcaldesa Municipal de Alajuela que dentro del plazo de un año que se contará a partir de la notificación que se le hará de esta sentencia, realice, ejecute y concluya las acciones y gestiones legales que sean necesarias para recuperar y afectar al dominio público del inmueble que originalmente debía ser destinado a parque y que actualmente corresponde al lote 15-D de la finca 2-182275-000. Esta orden incluye proceder a expropiar el bien si no se pudiera legalmente reivindicarlo. CL
15731-08. IMPEDIMENTO DE PASO PEATONAL Y VEHICULAR POR CIERRE  DE CALLE PÚBLICA EN CORREDORES. Manifiestan los recurrentes que personeros de la escuela cerraron las calles que colindan por los rumbos este y norte, para lo cual instalaron mallas electromecánicas, con lo cual se impide el paso vehicular y peatonal. Agregan que hace aproximadamente dos meses, los personeros de la Escuela accionada, en convenio con los funcionarios de la Municipalidad de Corredores instalaron en la calle del costado sur de la escuela, la cual colinda con la plaza de deportes de la localidad, unas grandes piedras en los dos accesos de la referida calle pública, con lo cual se impide el paso vehicular. Manifiestan que el cierre de esa última calle, al igual que las otras dos limita su derecho al libre tránsito, y que el fundamento de los funcionarios accionados para el cierre de las calles públicas, es la seguridad de los menores estudiantes, lo cual consideran no justificable, ya que limitar el derecho al libre tránsito tiene que darse por una ley y no como lo hicieron los recurridos al poner piedras en los accesos a la calle en cuestión. Se declara con lugar el recurso. Se  le ordena al Alcalde Municipal de Corredores girar las instrucciones necesarias para que de forma inmediata se retiren las piedras que fueron instaladas al costado sur de la Escuela Líder de Paso Canoas. CL 

15328-08. CONSTRUCCION DE PROYECTO HABITACIONAL SIN PERMISO MUNICIPAL. La recurrente acusa que en la propiedad que colinda con la suya, se está construyendo un proyecto habitacional sin permiso municipal, ni de ninguna índole, situación que ha denunciado ante la Municipalidad, que no ha hecho nada por evitarlo. Acusa que los trabajos han socavado el terreno de su propiedad, que está en un nivel superior e incluso han producido derrumbes.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Desamparados y al Presidente del Consejo Municipal de Desamparados, que adopten las medidas necesarias a fin de garantizar que en la propiedad colindante con la recurrente se construyan las medidas de mitigación requeridas, según criterio técnico, para evitar el falseamiento del terreno en la colindancia de la recurrente, dentro del plazo de quince días contados a partir de la notificación de esta resolución. CL
14781-08. SOLICITUD DE RECUPERACIÓN DE TERRENO DESTINADO A PARQUE INFANTIL. Alega la recurrente que la autoridad recurrida no ha  realizado ningún procedimiento administrativo, con el fin de recuperar las áreas donde se ubica la cerámica "El Esfuerzo", la cual es en definitiva un parque público y por tanto un bien demanial. Se declara con lugar el recurso y se le ordena al Alcalde Municipal del Cantón de Santa Ana, y al Subgerente General con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, que adopten de manera conjunta las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes, para recuperar el dominio de los terrenos que originalmente habían sido destinados a parque infantil en la Urbanización El Triunfo; así como el efectivo cumplimiento de la parte dispositiva de la sentencia N° 2006-8126 de las 10:43 hrs. de 8 de junio de 2006, cuya orden se reitera en esta oportunidad en el sentido que: "En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Santa Ana que realice los trámites necesarios para que dentro del plazo de dos meses contado a partir de la notificación de esta sentencia se construya el muro de retención en cuestión". CL
NOTARIADO

14878-08. SUSPENSIÓN POR NO PRESENTACIÓN DE ÍNDICES NOTARIALES. Indica el recurrente que  presentó ante la Dirección Nacional de Notariado la reposición del tomo segundo de su protocolo en razón de que se encontraba extraviado. Manifiesta que el tercer tomo del protocolo se le entregó y autorizó para cartular a partir del 5 de octubre del 2002, donde la Dirección Nacional de Notariado le informó que mientras se le autorizaba el nuevo tomo no tendría que reportar los índices. Por resolución número 715-2007 de las 08:45 horas del 6de junio del 2007, la Dirección recurrida otorgó un plazo de 10 días para presentar ante el Archivo Nacional los índices que consideraba pendientes, lo cual efectivamente realizó, pese a no tener la obligación de realizarlo.  Que se le informó sobre la suspensión de 21 meses hasta 10 años por la falta de presentación de 21 índices notariales, incluyendo los del período que se encontraba en reposición del tomo segundo de su protocolo.  Agrega que al revisar la publicación del edicto se enteró del procedimiento que se siguió en su contra, en el cual se indicó que no pudo ser notificado al amparado al no haber sido ubicado, razón por la que se realizó la notificación mediante edictos; y se le aplicó una sanción de un mes por cada índice no presentado, haciendo alusión a una falta continuada lo que impide dictar la prescripción de lo dispuesto en el artículo 164 del Código Notarial. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
PODER EJECUTIVO
15765-08. REQUISITOS PARA SER PARTE DE LA JUNTA DIRECTIVA DE INCOP. Acción de Inconstitucionalidad contra del Transitorio I de la Ley número 8461 Ley Reguladora de la Actividad Portuaria de la Costa del Pacífico, publicada en La Gaceta número 80 del 26 de abril de 2006, por violentar los artículos 11, 34, 39, 41 y 45 de la Constitución Política. Los accionantes solicitan que se declare inconstitucional la ley impugnada por cuanto estableció adicionalmente una serie de nuevos requisitos académicos y de experiencia para quienes optaren por el cargo como directores de la Junta Directiva de INCOP, y que se les está aplicando retroactivamente a los actuales miembros de Junta Directiva. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza por el fondo la acción. RF

15009-08. NO LE RECONOCEN LOTERIA DAÑADA EN JUNTA DE PROTECCION SOCIAL. Alega el recurrente que presentó una gestión ante la Junta recurrida a fin que se procediera al pago del premio que ganó, toda vez que, por error, puso las 5 fracciones de lotería favorecidas en la lavadora y en consecuencia, éstas resultaron dañadas. Increpa que la recurrida lo hizo esperar desde el primero de junio de 2008, y no fue sino, hasta el 17 de septiembre de 2008, cuando le informaron que su reclamo no procedía. En este caso, considera la Sala que la disconformidad acusada por el recurrente, proviene de la negativa de las autoridades competentes de la Junta de Protección Social de San José, a reconocerle el pago de las cinco fracciones de lotería, que aduce resultaron ganadoras de un premio de tres millones de colones. Debe tener en cuenta el amparado, que resulta improcedente que este Tribunal Constitucional se pronuncie o resuelva su inconformidad con lo resuelto por la entidad recurrida, en tanto no está involucrado derecho fundamental alguno. Por lo expuesto, debe acudir el accionante ante la propia Junta recurrida, o bien, a la vía jurisdiccional competente en resguardo de sus derechos, pero no ante este tribunal especializado, por tratarse de materia ajena al ámbito de su competencia. RP

PODER JUDICIAL
15766-08. APELACION CONTRA AUTOS QUE RESUELVEN SOBRE EXCUSAS O RECUSACIONES EN MATERIA AGRARIA. Acción de Inconstitucionalidad en contra del artículo 20 inciso ch) de la Ley de la Jurisdicción Agraria. Solicita la recurrente que se declare la inconstitucionalidad de la frase: “…Contra el auto que resuelva la cuestión relativa a excusas o recusaciones no cabrá ulterior recurso, salvo el de responsabilidad...” contenida en el  artículo 20 inciso ch) de la Ley de Jurisdicción Agraria. Alega que dicha disposición es inconstitucional pues niega la posibilidad de que una segunda instancia revise la sentencia que rechaza la argumentación necesaria para variar el juzgador que tramita el procedimiento y así hacer justicia en forma pronta y cumplida. En este caso, estima la Sala que se no viola ninguna disposición ni principio constitucional, toda vez que la circunstancia de que dentro del proceso ordinario agrario que se sigue en sede jurisdiccional, se haya limitado el acceso al recurso de apelación frente a la inconformidad de la parte que ha presentado una solicitud de recusación, no es violatorio del debido proceso. Así lo ha considerado con anterioridad esta Sala en sentencias número 0282-90, 0300-90, 1058-94, 1129-90, 6369-93, 2365-94, 0852-95, 1070-95, 5927-96, 0209-I-97; 0243-I-96, 0209-I-97, 5871-96, 6271-96 y 3333-98. Por esta y otras razones, se dispone rechazar por el fondo el recurso. RF
PRIVADOS DE LIBERTAD
15441-08. MALTRATO FISICO A PRIVADO DE LIBERTAD. Indica la parte recurrente que en el momento en que entraba al pabellón, la autoridad recurrida procedió a darle un fuerte empujón, por lo que se estrelló contra el portón con violencia propinándose una fuerte lesión sobre la muñeca del brazo izquierdo, así como una ruptura en la palma de la mano. Terminada la requisa se le condujo hasta la Oficialía, lugar en el que el recurrido le propinó un fuerte golpe en el oído izquierdo con su puño.  Considera violentado en su contra su derecho a la integridad física. Se declara con lugar el recurso. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 50 y 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte a las autoridades del Centro de Atención Institucional de San Rafael, que no deben incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito a la estimatoria de este hábeas corpus. CL
14915-08. TRASLADO DE INTERNO SIN MOTIVACIÓN ALGUNA A ÁREA DE MÁXIMA CONTENCIÓN. EL  recurrente  reclama que se encuentra privado de libertad en el Centro recurrido y fue trasladado del ámbito de convivencia F al E sin que mediara motivo alguno. Señala que en el ámbito F tuvo un problema con otro privado de libertad. No obstante lo expuesto, aduce que el Director del centro recurrido, en lo tocante a su ingreso a un  área de máxima contención, le indicó que, en virtud que dicho sitio estaba destinado a personas peligrosas, debía proceder a su reubicación en el ámbito C, sin embargo, por problemas de espacio, ello no fue posible. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que dentro del plazo improrrogable de tres días naturales, contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia, restituya al amparado al Ámbito de Convivencia F de ese centro. CL

SERVICIOS PUBLICOS
16405-08. SUSPENSIÓN DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE TODOS LOS DÍAS EN SAN ISIDRO DEL GENERAL. El recurrente acude en tutela de su derecho fundamental a la salud, que considera lesionado, ya que el servicio de agua potable se suspende casi todos los días, durante todo el día. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a al Presidente Ejecutivo, Subgerente y Director de la Región Brunca, todos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados a  adoptar las medidas pertinentes dentro de la esfera de sus competencias para solucionar, de manera definitiva, el problema de abastecimiento de agua potable que sufren los vecinos de San Isidro de El General y lugares circunvecinos. CL
16464-08 DENEGATORIA DE SUMINISTRO DE AGUA POTABLE. El recurrente manifiesta que se apersonó al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, a fin de gestionar el suministro de agua potable para su vivienda ubicada en los Lagos del Coyol de Alajuela. Indica que en esa oportunidad se le solicitó como condición para darle el servicio público a que suministrara de su propio peculio todos los materiales y accesorios, así como la excavación, posterior relleno y compactación de la zanja con la instalación de la cañería. Aclara que la situación descrita le pareció irregular, pero aún así efectúo todas las labores necesarias y requeridas, sin embargo, el Instituto recurrido nunca le suministró el servicio.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director de la Región Central Oeste del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que disponga y haga ejecutar lo necesario para que, dentro del plazo de seis meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia, ese Instituto suministre el servicio de agua potable al recurrente, en el lugar solicitado. CL
16450-08. ALEGA OMISIÓN DE CONSULTAR PUEBLOS INDÍGENAS EN EL AUMENTO DE LA TARIFA DE DE BUSES DE RUTA 710 BRIBRÍ-SHIROLES. El recurrente señala que el 22 de marzo su representada presentó recurso de amparo contra la autoridad recurrida alegando, entre otras cosas, la falta de consulta al pueblo indígena al momento de fijar la tarifa que cobran los buses de la ruta 710 Bribrí-Shiroles y viceversa, en Talamanca de Limón.  Señala que la Sala declaró parcialmente con lugar el recurso al considerar que existe la obligación de consultar con los pueblos indígenas las medidas administrativas que los puedan afectar, a través de mecanismos tales como la audiencia pública, para lograr o persuadir de un aumento en las tarifas en el transporte público, y que éstos deben de realizarse en una zona de fácil acceso para ellos.  Acusa que posteriormente a la sentencia referida, la ARESEP volvió a aumentar la tarifa en la misma ruta de buses sin hacer la audiencia pública en un lugar cercano a la comunidad.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Regulador General  de los Servicios Públicos anular el aumento de la tarifa de la ruta 710 Bribrí-Shiroles y en caso de celebrar la audiencia realizarla en Bribrí. CL
16409-08. SE ORDENA A TAXIS CONTAR CON MEDIOS AUDITIVOS QUE PERMITAN A PERSONAS NO VIDENTES VERIFICAR EL PAGO DE LA TARIFA. El recurrente señala que asiste a las reuniones de la Comisión de Accesibilidad del Poder Judicial, siendo que luego de dichas reuniones normalmente se va a una empresa familiar en Zapote y usualmente lo hace en taxis por cuestiones de tiempo.  Sin embargo, pese a que a la distancia y recorridos siempre son los mismos, normalmente los montos que le cobran van desde unos 1000 colones a hasta más de 1500 colones, cobros que a veces le parecen excesivos.  Acusa que por su condición de no vidente no puede corroborar lo que marcan los taxímetros, a lo que se suma que estos aparatos no emiten una factura que determine el monto, la distancia y el tiempo transcurrido.  Señala que esta Sala declaró con lugar un recurso de amparo, en donde obligó al Consejo accionado a realizar un estudio sobre cuantos taxis debían de tener el dispositivo de taxímetros accesibles -parlantes-, todo lo cual debía cumplirse para el año 2005.  No obstante al día de hoy, luego de más de 3 años del vencimiento de dicho plazo, no conoce ni un solo taxi con un taxímetro con tales requerimientos.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta de la Junta Directiva, y al Director Ejecutivo, ambos del Consejo de Transporte Público que adopten de forma inmediata las medidas necesarias para que en el plazo de dos meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se ponga en ejecución la solución dirigida a modificar una proporción razonable de los taxis con  el fin de que estos cuenten con medios auditivos o de otra índole que no sea visual, que permitan a las personas no videntes poder realizar la verificación del pago de la tarifa en el servicio de transporte público de personas modalidad taxi. CL
16083-08. LE SUSPENDEN SERVICIO DE AGUA POTABLE POR FALTA DE PAGO. Alega la recurrente que en el mes de marzo de 2008, funcionarios del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados procedieron a suspender el servicio de agua potable, por falta de pago. Indica que el 4 de agosto de 2008, pagó la suma adeudada, según consta en los recibos, no obstante lo anterior, al momento en que se interpuso el recurso de amparo, el servicio no había sido reestablecido. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que en el término de tres días a partir de la notificación de esta sentencia, adopte las medidas pertinentes con el propósito de que se brinde el servicio de agua potable en el bien inmueble  correspondiente al servicio NIS 301-4409, siempre y cuando se encuentren al día los pagos correspondientes, bajo el apercibimiento de las consecuencias penales que se desprenden por el incumplimiento de las órdenes dictadas por este Tribunal. CL
16082-08. DENEGATORIA DE SERVICIO DE AGUA POTABLE EN LOTES SEGREGADOS  CON AVAL MUNICIPAL Y CON PLANOS CATASTRADOS. Manifiestan los recurrentes que son propietarios de fincas inscritas en el Registro Público, partido de San José, que en su mayoría, con excepción en los que hay casas de habitación, son lotes de potrero y bosque ubicados en Platanares, Dulce Nombre de Jesús de Vázquez de Coronado. Dicen que dichos inmuebles fueron debidamente segregados con aval municipal y cuentan con planos catastrados. Explican que la Municipalidad de Coronado autorizó la segregación de esos inmuebles, de acuerdo al Plan Regulador de la zona, aceptando que, parte del uso de suelo autorizado en esas zonas, era la construcción de viviendas unifamiliares, según se acredita con el certificado de uso de suelo N° 688-08. Alegan que esas segregaciones fueron avaladas por el ente municipal, pese a que los citados inmuebles no cuentan con servicio de acueducto y alcantarillado frente a ellos. Indican que desde el 21 de julio de 2008 solicitaron, tanto al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados como a la Municipalidad de Coronado que se dotara, del servicio de agua potable para esas propiedades, para lo cual ellos asumirían el costo, no obstante se les denegó la gestión aduciendo que no se cuenta con la infraestructura de producción y distribución de agua en el sector y que los terrenos estaban fuera del área de abastecimiento del acueducto metropolitano , ante lo cual se interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio  el cual también se les denegó.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Subgerente General, y a  la Subgerente de Gestión de Sistemas GAM, ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, efectuar los estudios necesarios, para que, en el plazo de dos meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se rinda ante la Sala un informe con el plan de conexión de los recurrentes a la red de distribución de agua potable del Instituto, conexión que deberá ejecutarse en los seis meses siguientes a la notificación de este pronunciamiento. Asimismo, se ordena al Alcalde Municipal de Vásquez de Coronado, o a quien ocupe ese cargo, contestar la nota de la actora recibida en la Secretaría del Concejo Municipal el 23 de julio de 2008. CL
15970-08. MALAS CONDICIONES DE MEDIDOR DE AGUA. Señala la recurrente que es una persona con discapacidad auditiva y de visión reducida, y que a finales del mes de agosto el medidor del acueducto que se encuentra frente a su casa de habitación, ubicada en San Pablo de Heredia, se hundió, lo cual provocó un hueco en la acera.  El primero de setiembre del año en curso realizó el reporte correspondiente ante la Institución recurrida, a fin de que se reparara el medidor referido, por cuanto significa un peligro para su persona debido a su discapacidad, ya que se convierte en un obstáculo que le impide entrar en su casa libremente, y que  debido al hundimiento señalado se tropezó y a propósito de la caída se le quebró uno de los audífonos que utiliza para ayudarlo a escuchar, el cual es de un costo considerable, que la fecha no se le ha resuelto el problema. Se declara con lugar el recurso, y se ordena al Subgerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que de inmediato se solucione el problema denunciado por el recurrente, con respecto al medidor que se ubica frente a su casa de habitación. CL

15321-08. DENEGATORIA DE BRINDAR INSTALACIÓN DE PAJA DE AGUA. La recurrente reclama que las Municipalidades de Alajuela y de Santa Bárbara se niegan a brindarle la instalación de dos pajas de agua, a pesar de las diferentes gestiones que ha realizado, como consecuencia de un diferendo acerca de la ubicación geográfica de su propiedad. Considera que lo anterior la deja en total estado de indefensión, ya que no sabe cuál de las dos Corporaciones Municipales es la encargada de brindarle el servicio.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a al Alcalde de la Municipalidad de Santo Bárbara de Heredia, proveerle personalmente y en tanto la Municipalidad de Alajuela no brinde el servicio en la zona, el servicio de agua a la recurrente en el plazo de un mes a partir de la notificación de esta sentencia. Asimismo, se le ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Alajuela, adoptar las providencias y medidas necesarias a efecto de extender el servicio de acueducto a la zona donde se ubica el inmueble de la recurrente, todo lo anterior dentro del plazo de seis meses. CL
15300-08. CONSTANTES CORTES EN EL SUMINISTRO DE AGUA EN LA URBANIZACIÓN DE MONTE ALTO DE CARTAGO. Los recurrentes reclaman contra los constantes cortes en el suministro de agua en al urbanización Monte Alto de la ciudad de Cartago, lo que alegan les causa muchos inconvenientes y violenta el derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Municipalidad de Cartago a adoptar, dentro del improrrogable plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, todas las medidas que sean necesarias para darle solución integral al problema de abastecimiento de agua que sufren los habitantes de la Urbanización Monte Alto a fin de que estas personas puedan disfrutar en igualdad de condiciones de un eficiente y adecuado servicio de agua potable. CL

15303-08. LE SUSPENDEN SERVICIOS PÚBLICOS POR FALTA DE PAGO DE ALQUILER. Manifiesta el recurrente que por problemas económicos se atrasó dos meses y medio en el pago del alquiler y aunque les pidió tiempo para ponerse al día le dijeron que no podían porque ya el desahucio estaba planteado. Que el problema es que en el edificio hay un solo medidor de agua y luz y aunque fue a cancelar tales servicios, le dijeron que no le aceptaban el pago y, por el contrario, procedieron a la suspensión de los servicios desde hace ocho días, indicándole que mientras no se resuelva el desahucio no pueden reconectar el servicio.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la empresa Propiedades Incosa S.A., en la persona de su Presidente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma, que dentro del término de veinticuatro horas, a partir de la simple comunicación que se le hará de la parte dispositiva de esta sentencia, disponga y ejecute las acciones necesarias para que se le reconecten al apartamento que ocupa el recurrente,  los servicios de electricidad y de agua. CL

14839-08. NIEGAN REAPERTURA DE CASO POR NO ENCONTRARSE ASEGURADOR EN EL PAÍS. Indica el recurrente que es un trabajador que sufrió un accidente laboral por el cual el Instituto accionado le atendió, pero sin estar en condiciones para laborar, le dieron de alta y ahora no se le quiere brindar la atención médica hasta que lleve la reapertura firmada por su patrono privado. Ante la problemática descrita conversó con el dueño de la empresa, quien conociendo los detalles sobre su situación, le dijo que se fuera para su casa, pues no podían darle la reapertura requerida, debido a que su asegurador estaba fuera del país, por lo que debía buscar una incapacidad en la Caja Costarricense de Seguro Social, o bien esperar a fin de mes para que llegara su aseguradora y ver que podían hacer.    Considera que se le esta dejando en completo estado de indefensión, pues no posee trabajo, ni salario, y toda la situación es consecuencia de haber sufrido un accidente laboral del cual no se ha recuperado físicamente ni psicológicamente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara con lugar el recurso. CL

14779-08. NIEGAN INDEMNIZACION DE PRESTAMO POR EDAD. Manifiesta la recurrente que debido a un accidente laboral fue incapacitada en distintas ocasiones, por ello, gestionó su solicitud de pensión ante la Gerencia de División de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, y fue declarada en estado de invalidez. No obstante, señala que anteriormente a su accidente, había solicitado un préstamo personal en el Banco Popular, pero debido a su estado de invalidez, solicitó al Instituto recurrido que le indemnizara el préstamo que había realizado con dicha entidad bancaria, sin embargo, se le indicó que no era posible la indemnización pretendida, pues la recurrente supera la edad establecida en la cláusula 8, en cuanto a las condiciones para optar por el beneficio de incapacidad total y permanente del Instituto Nacional de Seguros. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente  Ejecutivo, y al Director de Seguros Personales, ambos del Instituto Nacional de Seguros, disponer de inmediato lo necesario para que consideraciones de edad no funjan como obstáculo para que la actora acceda a los beneficios de invalidez total y permanente, respecto de la póliza que suscribió a propósito del crédito que tiene con el Banco Popular y de Desarrollo Comunal. CL

SUJETO DE DERECHO PRIVADO
16466-08. SE IMPIDE DAR PREMIOS POR NUEVAS AFILIACIONES A COOPERATIVAS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 12, inciso c), de la Ley de Asociaciones Cooperativas.  El inciso c) del artículo 12 se impugna únicamente en tanto impide cualquier tipo de remuneración a persona alguna que facilite nuevos asociados o coloque certificados de aportación, teniéndose en cuenta que se trata de una actividad (promoción y pago) lícita constitucionalmente realizada por sujetos de derecho privado, y en virtud de lo cual, se encuentra fuera de la acción de la ley, al no dañar la moral, el orden público y tampoco afecta derechos de terceros; actividad que además si es permitida a otras instituciones con fines de ahorro y préstamo y que, por consiguiente, tienen el mismo objetivo comercial y financiero, por lo que se estima violatoria de los artículos 25, 28, 33, 40, 46 y 49 de la Constitución Política, de los que contiene la libertad de asociación, el régimen de la libertad de los sujetos de derecho de privado, el principio de igualdad, la prohibición de tratamiento cruel y degradante, la libertad de comercio, la regulación mínima por ley de los derechos e intereses. Asimismo, acusa que con esta disposición se desmejora el grado de competitividad de las cooperativas, y con ello, el Estado incumple con el deber impuesto en la Carta Fundamental de fomentar su creación, las cuales tienen el fin de mejorar la condición de los trabajadores, lo cual se traduce en una infracción del 64 de la Constitución Política. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL
14937-08. IMPOSICIÓN DE SANCIÓN SIN EL DEBIDO PROCESO. Acusa la recurrente,  que hace algunos días salió en el Periódico La Nación, específicamente en el suplemento Metro, un reportaje acerca de los servicios que brinda la Cámara a los Corredores para promover los negocios con propiedades en un sitio de Internet. Señala que, a su juicio, el reportaje contenía información errada que perjudicaba la imagen de la Cámara, por lo que procedió enviar a los asociados, por correo electrónico, una nota en la que señalaba su punto de vista.  Por ese hecho, el Presidente de la Cámara interpuso en su contra una denuncia ante el Tribunal de Ética, arguyendo que ella se había tomado facultades que no le correspondían. Indica que se le informó de la denuncia y se le citó a una audiencia, sin embargo, no se le ha brindado copia del expediente, ni de las actas de la Junta Directiva, copias que resultan fundamental para el ejercicio de su derecho de defensa, precisamente porque allí constan las pruebas de descargo y las causales de recusación contra los miembros del Tribunal de Ética. Pese a existir dicho estado de indefensión, se le impuso una sanción de amonestación escrita.   Se declara parcialmente con lugar el recurso, por violación al derecho de defensa. Respecto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. CL

REGISTRO CIVIL

15422-08. FUNCIONARIOS DEL REGISTRO CIVIL DEBEN APERSONARSE A CENTRO PENITENCIARIO PARA HACER ACTA DE RECONOCIMIENTO DE MENOR DE EDAD. Señala el recurrente que actualmente se encuentra privado de libertad en el Centro de Atención Institucional La Reforma (CAI La Reforma). Alega que la madre de su hija solicitó al Tribunal recurrido, enviar a un funcionario de dicha institución al CAI La Reforma, para proceder con el reconocimiento de la hija de ambos; no obstante, por medio de la resolución N.° ACJ-0570-08 del 28 de mayo del 2008, fue denegada, alegando el recurrido que no cuentan con recurso humano para atender dicha solicitud, lo que estima violatorio a sus derechos fundamentales, al negar la posibilidad a la menor de ser reconocida por su padre. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la  Directora General y al Jefe de la Sección de Actos Jurídicos, ambas del Registro Civil, que, de manera inmediata, giren las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de su competencia a efecto de remitir al Centro de Atención Institucional La Reforma, un funcionario que se encargue de tramitar, junto con el recurrente, el Acta de Reconocimiento No. 8669-2008 expedida en favor de la menor. CL
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Expediente N°08-014082-0007-CO.-

Voto salvado del Magistrado Armijo Sancho y Cruz Castro, con redacción del primero : 

            Con el mayor respeto para nuestros compañeros del Tribunal Constitucional, discrepamos del criterio sostenido en la presente opinión consultiva y, en consecuencia, evacuamos la consulta legislativa formulada, en relación con el proyecto de Ley N°16955, que es “Reforma y Adición de Varias normas que regulan materias relacionadas con Propiedad Intelectual”, en el sentido que advertimos los siguientes vicios de procedimiento y de fondo:

            A.- Incumplimiento por parte de la Asamblea Legislativa de subsanar los vicios de procedimiento señalados por la Sala Constitucional, en la sentencia N°2008-13832:

            En la actualidad, el texto del artículo 78 de la Ley de Biodiversidad, Ley  N°7788 de 30 abril de 1998, publicada en el Diario Oficial La Gaceta N° 101 de 27 de mayo de 1998, estipula: 

                        “Artículo 78.- Forma y límites de la protección 

            El Estado otorgará la protección indicada en el artículo anterior, entre otras formas, mediante patentes, secretos comerciales, derechos del fitomejorador, derechos intelectuales comunitarios sui géneris, derechos de autor, derechos de los agricultores. Se exceptúan:

1.- Las secuencias de ácido desoxirribonucleico per se.

2.- Las plantas y los animales.

3.- Los microorganismos tal y como se encuentran en la naturaleza.(*)

4.- Los procedimientos esencialmente biológicos para la producción de plantas y animales.

5.- Los procesos o ciclos naturales en sí mismos.

6.- Las invenciones esencialmente derivadas del conocimiento asociado a prácticas biológicas tradicionales o culturales en dominio público.

7.- Las invenciones que, al ser explotadas comercialmente en forma monopólica, puedan afectar los procesos o productos agropecuarios considerados básicos para la alimentación y la salud de los habitantes del país.”

Sobre el particular, en la sentencia N°2008-13832, la mayoría del Tribunal Constitucional expuso en cuanto a la omisión de consultar el texto de la reforma de este artículo a las comunidades indígenas, de acuerdo con el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, lo siguiente:
“IV.- Sobre el fondo.-  Primer reclamo: Falta de consulta del texto del proyecto a las comunidades indígenas de conformidad con lo exigido por el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo. Reclaman los consultantes que en la tramitación del proyecto de ley se incurrió en un vicio de procedimiento, en razón de que los pueblos indígenas no fueron consultados de acuerdo al Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre los Pueblos Indígenas y Tribales, respecto a la modificación que el proyecto de ley consultado introduce a la Ley de Biodiversidad vigente, vía reforma del artículo 78.6, para permitir “el planteamiento asociado a prácticas biológicas tradiciones o culturales en dominio público”, lo cual, a su juicio, afecta directamente los intereses de las poblaciones indígenas. Además señalan que no formaban parte del proyecto original, no fueron publicadas, y no fueron consultadas a la Comisión Nacional de Gestión de la Biodiversidad (CONAGEBIO).

La norma consultada  agrega -en lo que interesa-, a la Ley de Biodiversidad, lo resaltado en negrita:

“Artículo 78: Forma y límites de la protección.-    El Estado otorgará la protección indicada en el artículo anterior, entre otras formas, mediante patentes, secretos comerciales, derechos del  fitomejorador, derechos intelectuales comunitarios sui géneris, derechos de autor, derechos de los agricultores. Se exceptúan de la protección mediante patentes:

1-. (…)

2-. (…)

3-. (…)

4-. (…)

5-. (…)

6-. Las invenciones esencialmente derivadas del conocimiento asociado a prácticas biológicas tradicionales o culturales en dominio público, si no cumplen con los requisitos de patentabilidad, tal y como se establecen en la Ley no. 6867 de 23 de junio de 1983 y sus reformas.

7-. (…)

El punto medular de este reclamo es establecer si los cambios resaltados afectan directamente a los pueblos indígenas, y requerían ser consultados según la normativa del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo.

En suma, en dicha sentencia se consideró inconstitucional el trámite del procedimiento legislativo, por haberse omitido efectuar la consulta prevista en el Convenio 169 de la OIT a los pueblos indígenas, con ocasión de la reforma que se pretendía con respecto del artículo 78 de la Ley de Biodiversidad, en la cual se pretendía agregar lo que estaba resaltado en negrita. 

            Pues bien, en esta ocasión, una vez analizado el contenido del informe afirmativo de mayoría efectuado por la Comisión Permanente de Consultas de Constitucionalidad (ver folios 1861 a 1883 del expediente legislativo N°16.955), en los términos del artículo 146 del Reglamento de la Asamblea Legislativa (y luego del contenido de la sentencia emitida por este Tribunal Constitucional, N°2008-13832) se aprecia que la reforma al artículo 78 inciso 6) de la Ley de Biodiversidad, N°7788 de 30 de abril de 1998, ahora se produciría de la siguiente manera: 

            “Artículo 78.- Formas y límites de la protección.

            El Estado otorgará la protección indicada en el artículo anterior, entre otras formas, mediante patentes, secretos comerciales, derechos del fitomejorador, derechos intelectuales comunitarios sui géneris, derechos de autor, derechos de agricultores. Se exceptúan de la protección mediante patentes:

            1.- Las secuencias de ácido desoxirribonucleico, nucleótidos y aminoácidos tal y como se encuentran en la naturaleza o secuencias de ácido desoxirribonucleico, nucleótidos y aminoácidos que no cumplan los requisitos de patentabilidad, tal como se establecen en la Ley N°6867 de 25 de abril de 1983 y sus reformas.

            2.- Las plantas y los animales.

            3.- Los microorganismos tal y como se encuentran en la naturaleza.

            4.- Los procedimientos esencialmente biológicos para la producción de plantas o animales, que no sean procedimientos no biológicos o microbiológicos.

            5.- Los procesos o ciclo naturales en sí mismos.

6.- Las invenciones esencialmente derivadas del conocimiento asociado a prácticas biológicas tradicionales o culturales en dominio público

7.- Las invenciones cuya explotación comercial deba impedirse necesariamente para proteger el orden público o la moralidad, o para proteger la salud o la vida de las personas o de los animales o para preservar los vegetales, o para evitar daños graves al medio ambiente” (véase folios 1881 y 1882 del expediente legislativo N°16.955)”

            Con lo cual, si bien luego de la sentencia N°2008-13832 se dispuso eliminar, en el seno de la Comisión aludida, el texto agregado al inciso 6) del artículo 78 de la Ley N°7788 de 30 de abril de 1998, a todas luces es evidente que aún subsiste en el encabezado la frase “Se exceptúan de la protección mediante patentes”, pese a que expresamente había sido mencionada en la sentencia N°2008-13832, en la cual justamente se declaró la existencia de un vicio de procedimiento en la tramitación del expediente legislativo, por pretender aprobar esa reforma sin haber efectuado de previo la consulta a los pueblos indígenas exigida por el Convenio 169 de la OIT. De ahí que la exclusión efectuada por la Comisión de Consultas de Constitucionalidad al conocer el contenido de la sentencia N°2008-13832, a diferencia de lo que considera en esta oportunidad la mayoría del Tribunal Constitucional, es insuficiente y en modo alguno tiene la virtud de corregir el flagrante vicio de procedimiento que se había advertido en aquella ocasión (en la medida en que aún se mantiene la expresión “Se exceptúan de la protección mediante patentes”), razón por la cual es notoria, por una parte, la existencia de un vicio en el trámite de esta iniciativa legislativa y, por otra, la obligación de evacuar esta consulta en ese sentido, pues lo contrario sería admitir, aunque no expresamente, un cambio del criterio sostenido por la mayoría del Tribunal Constitucional en la sentencia N°2008-13832, lo cual sería la única solución lógica posible a partir del texto que ahora nuevamente se somete a consulta ante la Sala. Es claro que con la redacción que ahora se pretende con respecto del artículo 78 de la Ley de Biodiversidad, serían excluidos de la protección mediante patentes los supuestos previstos en los distintos incisos de este artículo, no así de otras formas de protección de la propiedad intelectual (secretos comerciales, derechos del fitomejorador, derechos intelectuales comunitarios sui géneris, derechos de autor, derechos de agricultores), las cuales TAMBIÉN estaban excluidas con ocasión del texto actualmente vigente del artículo 78 de la Ley N°7788 de 30 de abril de 1998, en tanto que ahora únicamente serán excepcionadas “de la protección mediante patentes”; todo lo anterior, se repite una vez más, sin haber efectuado la consulta a los pueblos indígenas exigida por fuerza del Convenio 169 de la OIT. Por lo expuesto, los suscritos Magistrados salvan su voto y evacuan la consulta formulada en el sentido en que aún persiste el vicio del procedimiento señalado en la sentencia N°2008- 13832, en cuanto a la omisión de consultar el contenido de la reforma al artículo 78 de la Ley N°7788 de 30 de abril de 1998 a los pueblos indígenas, como es exigido por fuerza del Convenio 169 de la OIT.  Estimamos que este es un vicio sustancial que   invalida el trámite  aplicado en el proyecto consultado, incidiendo, de igual forma, en los otros yerros de procedimiento que acusa la consulta.      

            A.- En cuanto al fondo, sobre el contenido de la nueva redacción del inciso 1) del artículo 78 de la Ley N°7788 de 30 de abril de 1998, en el sentido que: “las secuencias de ácido desoxirribonucleico, nucleóticos y aminoácidos, tal y como se encuentran en la naturaleza o secuencias de ácido desoxirribonucleico, nucleótidos y aminoácidos que no cumplan los requisitos de patentabilidad, tal como se establecen en la Ley N°6887 de 25 de abril de 1983 y sus reformas”.

            Sobre el particular, los diputados consultantes aducen que la norma permite la patentabilidad de material genético en general, sin excluir el proveniente de cualquier tipo de género o especie de seres vivos, lo que evidentemente incluye la posibilidad de ser aplicado a material genético de origen humano. Al respecto, en el voto salvado de la sentencia N°2008-3154 de las 14:30 hrs. de 5 de marzo de 2008 se consideró inconstitucional la adhesión de Costa Rica al Tratado de Budapest “sobre el reconocimiento internacional del depósito de microorganismos a los fines del procedimiento de materia de patentes”, por vulnerar el principio de dignidad humana y el derecho a la vida humana, justamente en cuanto parte de la definición del concepto de microorganismo que se realiza en la OMPI, en la “Guide to the Deposit of Microorganisms under the Budapest Treaty” (status june 2007, página 4), para admitir la posibilidad de patentar diversas formas de vida, entre ellas, embriones, cultivos celulares humanos y animales, ácido desoxirribunucleico (ADN), plásmidos, semillas y micoplasma. Y es que en esta oportunidad, la posibilidad que se autoriza en la norma consultada de patentar “las secuencias de ácido desoxirribonucleico, nucleóticos y aminoácidos, tal y como se encuentran en la naturaleza o secuencias de ácido desoxirribonucleico, nucleótidos y aminoácidos que no cumplan los requisitos de patentabilidad”, en modo alguno excluye la posibilidad de eventualmente utilizar material genético humano, si se parte de una interpretación literal de esta disposición. Este tema está íntimamente ligado a las obligaciones internacionales que previamente ha suscrito el país y que pretenden proteger la dignidad humana y la biodiversidad, en especial mediante la “Declaración universal sobre Bioética y Derechos Humanos” (de 19 de octubre de 2005) y el “Convenio sobre la diversidad biológica, de Naciones Unidas (de 1992), donde se garantizan, el derecho a la información y los conocimientos tradicionales de los pueblos dueños del material tutelado. En este sentido, si se parte de una interpretación literal de esta disposición, a todas luces es evidente que tiende a desconocer el contenido esencial de ciertos convenios internacionales que protegen los derechos mínimos, de los ciudadanos costarricenses, en bioética y biodiversidad, pues esta Sala en ninguna ocasión ha permitido que el legislador reduzca los derechos fundamentales consagrados en instrumentos internacionales sobre Derechos Humanos, y menos en temas tan sensibles como  el derecho a la vida y el principio de dignidad humana, tal y como han sido definidos, por ejemplo, por la sentencia de la Sala N°2000-2306 de las 15:21 hrs. del 15 de marzo de 2000. Al no haberse procedido de conformidad, la actuación del legislador es inconstitucional, en cuanto deja abierta la posibilidad de patentar material genético humano, o incluso combinarlo o mezclarlo con el de otros seres vivos, superponiendo entonces el derecho privado, concretamente el derecho de propiedad intelectual, por sobre la vida y la dignidad humana. En la norma vigente el “ácido desoxirribonucleico, nucleótidos y aminoácidos” se excluye, claramente, de cualquier posibilidad de patentabilidad; sin embargo, en la reforma que se introduce tal exclusión se reduce significativamente, pues se asevera que no serán patentables, “si no cumplen con los requisitos de patentabilidad, tal como se establecen en la ley No 6867 de 23 de junio de 1983 y sus reformas”, lo que significa que tales elementos sí son patentables. La redacción parece reconocer la imposibilidad de patentar, pero acto seguido, se autoriza su patentatibilidad, siempre que sea conforme a las previsiones de ley 6867. Esta amplitud de la reforma puede permitir la patentabilidad de material genético en general, admitiéndose, sin mayor especificidad, que pueda aplicarse respecto de material genético de origen humano. Si bien el artículo cuatro de la Ley de Biodiversidad señala que la ley no se aplicará “al acceso al material bioquímico y genético humano, que continuará regulándose por la ley General de Salud…”. Empero, esta exclusión se refiere sólo al “acceso” al material bioquímico o genético de origen humano. Se aplica en este caso un concepto de contenido acotado y definido, según el artículo 7.1 de la ley recién citada. Esta definición  no permite homologar el “acceso” al material genético a la posibilidad de reconocer diversas formas de propiedad intelectual. Consideramos que existe diferencia entre el concepto de accesibilidad y la naturaleza y origen de patentes y otras formas de propiedad intelectual. La limitación que prevé el artículo cuarto de la Ley de Biodiversidad presenta imprecisiones y debilidades, según se expuso, sin desconocer, además, que la exclusión que prevé la norma recién citada, rige para las disposiciones que contiene la Ley de Biodiversidad, pero no abarcaría los actos vinculados a la propiedad intelectual en sentido estricto. Frente a estas debilidades e inconsistencias, debe destacarse que la reforma introducida en el articulo 78.1, remite expresamente a la Ley de Patentes en cuanto a la patentabilidad de material genético, sin que dicha ley o la reforma consultada, excluyan, expresamente, la patentabilidad del material genético humano. Más bien el texto vigente del artículo 78.1, sin la reforma, sí excluye  tal posibilidad. Consecuentemente, los suscritos Magistrados salvan su voto y evacuan la consulta formulada en el sentido que la reforma al inciso 1) del artículo 78 de la Ley N°7788  de 30 de abril de 1998, es inconstitucional, pues contraviene, entre otros, el artículo primero de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el artículo veintiuno de la Constitución Política.  Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y evacuan la consulta legislativa formulada, en relación con el proyecto de Ley N°16955, que es “Reforma y Adición de Varias normas que regulan materias relacionadas con Propiedad Intelectual”, de la siguiente manera: 

a) es inconstitucional el trámite de la presente iniciativa legislativa, pues aún persiste el vicio de procedimiento señalado en la sentencia N°2008-13832, en cuanto a la omisión de consultar el contenido de la reforma al artículo 78 de la Ley N°7788 de 30 de abril de 1998 a los pueblos indígenas, como es exigido por fuerza del Convenio 169 de la OIT;

b) es inconstitucional la reforma al inciso 1) del artículo 78 de la Ley N°7788 de 30 de abril de 1998.  

Gilbert Armijo S.                                                                                           Fernando Cruz C.
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